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AMBIENTAL _______________________________________________ 
 
Tengo un procedimiento de evaluación ambiental en el Senace. ¿Se suspende o continúa su 
evaluación? 

 Se suspende. El D.U. 026-2020, que establece diversas medidas excepcionales y temporales para prevenir 
la propagación del coronavirus en el territorio nacional, señala en la Segunda Disposición Complementaria 
Final, que de manera excepcional se suspende por 30 días hábiles el cómputo de los plazos de tramitación 
de los procedimientos administrativos sujetos a silencio positivo y negativo que se encuentren en trámite, 
con excepción de aquellos que cuenten con un pronunciamiento de la autoridad pendiente de notificación 
al administrado. 

No obstante, se faculta a los ministerios del Poder Ejecutivo a aprobar mediante decreto supremo el listado 
de aquellos procedimientos que no se sujetan a la suspensión de los 30 días hábiles mencionados. 
  
Esta semana se vencía el plazo para la presentación de mis descargos al OEFA o tenía un informe 
oral programado. ¿Sigue en pie? 

 De acuerdo a un comunicado del OEFA, los plazos de los procedimientos en trámite han quedado 
suspendidos, así como otros plazos aplicables a solicitudes administrativas. 

 

 

AGRARIA, FORESTAL Y RECURSOS HÍDRICOS ________________ 
¿Se permite el desarrollo de actividades de floricultura durante la vigencia del estado de emergencia 
nacional? 

Si. Mediante la R.M. 0108-2020-MINAGRI publicada el 3 de mayo del 2020 se han incluido como 
actividades estrictamente indispensables a las consideradas esenciales que no afectan al estado de 
emergencia nacional, a las actividades de floricultura siguientes: a) producción, acopio, transporte, 
adquisición, abastecimiento y venta de flores y plantas ornamentales; y b) almacenamiento y distribución 
para la venta y abastecimiento a los principales mercados mayoristas del rubro y florerías que tengan la 
condición de empresa formal y realicen reparto a domicilio. 

Se excluyen las actividades de venta ambulatoria. 

Los productores y empresas que desarrollen las referidas actividades permitidas deben observar 
obligatoriamente las condiciones siguientes: a) deben operar con el personal mínimo indispensable; y b) 
deben cumplir con el protocolo aprobado por el Minsa y el protocolo del sector para el COVID-19 aprobado 
mediante la R.M. 094-2020-MINAGRI, para prevenir, contener y mitigar el contagio del COVID-19, en el 
marco de las acciones de control sanitario. 

¿Cuál es el personal relacionado con actividades del sector agrario cuya circulación se encuentra 
permitida durante la vigencia del estado de emergencia nacional? 

En el caso del sector agrario y riego puede transitar el personal mínimo indispensable que se requiera para 
el desarrollo de las siguientes actividades: 

a) Cosecha de productos agrícolas a nivel nacional.  
b) Cuidado y mantenimiento de cultivos, crianza de animales, ordeños, forestales y actividades 

agropecuarias diversas.  



c) Traslado de productos agrícolas, animales vivos para consumo, sus productos y subproductos, 
apícolas para polinización que dan continuidad a la productividad; a los diversos centros de 
procesamiento, transformación, acopio, almacenaje, distribución y comercialización.  

d) Operación y mantenimiento de centros de procesamiento primario y secundario de alimentos.  
e) Elaboración y entrega de materiales e insumos agrícolas, que incluye la importación, formulación, 

transporte, comercialización de semillas y plantas; guanos de isla, plaguicidas, abonos y 
fertilizantes incluyendo sus ingredientes activos, aditivos y envases que se utilizan para su 
formulación y uso.  

f) Elaboración y entrega de materiales e insumos pecuarios, que incluye la importación, formulación, 
transporte, comercialización de forraje, alimentos balaceados y sus componentes, productos 
veterinarios y material genético.  

g) Importación y exportación de productos agropecuarios.  
h) Riego de los terrenos de producción agrícola, operación y mantenimiento de infraestructura mayor 

y menor de riego (presas, represas, bocatomas y canales de riego). 

No se puede transitar con fines distintos o ajenos a tales actividades. 

Es importante que los productores y empresarios del sector agropecuario implementen medidas de 
salubridad y racionalización en sus instalaciones para contribuir con las medidas de contención frente al 
coronavirus. Asimismo, se ha dispuesto que los empleadores del sector agropecuario adapten a su 
actividad empresarial los lineamientos establecidos en el protocolo que forma parte de la Resolución 
Ministerial 0094-2020-MINAGRI publicada el sábado 4 de abril del 2020 en el Diario Oficial El Peruano. 

¿Qué deben hacer para poder transitar los productores, empresarios y trabajadores del sector 
agropecuario que realicen alguna de las actividades señaladas? 

Deben tramitar el pase personal laboral registrando sus datos personales, entre otros datos que el aplicativo 
requiera, a través del formulario virtual disponible en el portal web de la Policía Nacional del Perú 
(www.pnp.gob.pe) y en la Plataforma Digital Única del Estado Peruano (gob.pe/pase laboral), en el 
aplicativo “Pase Personal Laboral”. 
 
Las personas que cuenten con el “Pase Personal Laboral” deben portar la impresión o captura de imagen 
de este documento, además de su documento de identidad y el fotocheck de la empresa en la cual laboran.   

¿Qué ocurre si no se puede tramitar el “Pase Personal Laboral” a través del aplicativo informático?  

Se puede acudir a la comisaría más cercana para solicitar la autorización respectiva. Para dicho efecto, los 
productores agropecuarios podrán adjuntar la acreditación del agricultor expedido por la junta de usuarios, 
comisión de usuarios, dirección regional agraria, comunidad campesina o comunidad nativa, según formato 
del Anexo 1 de la Resolución Ministerial 0094-2020-MINAGRI publicada el sábado 4 de abril del 2020 en 
el Diario Oficial El Peruano. 

 

 

 

 

 



COMERCIO EXTERIOR ______________________________________ 
¿La importación y exportación de bienes en el país durante el periodo de emergencia se limita a 
algún tipo de mercancía en particular (bienes de primera necesidad) o está abierto a cualquier tipo 
de bien?  
 
Las operaciones de importación y exportación de mercancías no se encuentran restringidas ni limitadas, 
debiendo los operadores de comercio exterior y las entidades públicas que intervienen en estas 
operaciones, seguir brindando servicios a los usuarios que permitan materializar el flujo logístico de ingreso 
y salida de todo tipo de mercancías del país.  
 
La aduana peruana ha comunicado el día de 16.03.2020 a los usuarios del servicio aduanero que atenderá 
durante el periodo de emergencia con personal restringido, pero que permita la operatividad de los 
regímenes aduaneros. 
 
¿Las empresas consideradas operadores de comercio exterior, así como las empresas vinculadas 
al servicio de transporte de carga o mercancía pueden operar en virtud del D.S. 044-2020-PCM?  
 
Con fecha 03.04.2020 se publicó la R.M. 0238-2020-MTC/01.02 que modifica el artículo 4 de la R.M. 0232-
2020-MTC/01.02, con el objeto de precisar las actividades que resultan esenciales para la continuidad del 
transporte de carga y mercancías como servicios esenciales durante el estado de emergencia nacional. 
 
En este sentido, el artículo 4 precisa que las disposiciones sobre el transporte de carga y mercancía 
comprende, además de las operaciones de transporte de carga y mercancías en el ámbito terrestre, 
acuático, aéreo y ferroviario, a toda otra actividad conexa a dichas operaciones vinculadas al comercio 
nacional o comercio exterior, como son los servicios portuarios, aeroportuarios, aduaneros, logísticos, 
postales y demás que, de modo enunciativo, mas no taxativo, desarrollan las personas naturales o jurídicas 
que a continuación se detallan 
 
a) Administradores de infraestructura 

portuaria de titularidad pública y privada.  
b) Agencias generales.  
c) Agencias marítimas, fluviales y lacustres.  
d) Agencias de aduanas.  
e) Agencias de carga.  
f) Empresas de servicios postales.  
g) Almacenes aduaneros  
h) Local del importador o exportador o lugar 

que este disponga para la descarga y carga 
de mercancías, respectivamente  

i) Otros operadores de comercio exterior  
j) Operadores logísticos.  
k) Proveedores de precintos aduaneros.  
l) Proveedores de material de embalaje.  
m) Proveedores de pallets.  
n) Empresas de custodia vehicular y de carga.  
o) Inspectores de carga y nave.  
p) Prestadores de envío de documentos. 

q) Servicios de envíos de entrega rápida 
(courier).  

r) Grúas Remolque.  
s) Talleres de mantenimiento vehicular.  
t) Trabajadores portuarios en sus diferentes 

especialidades portuarias, incluyendo 
conductores para el retiro de carga rodante 
de los terminales portuarios.  

u) Trabajadores bajo otro régimen de trabajo 
perteneciente a las empresas y 
administradoras portuarias.  

v) Empresas de transporte de carga, 
w) Empresas de estiba y desestiba o 

cooperativas de estiba y desestiba.  
x) Empresas prestadoras de servicios 

portuarios tales como practicaje, remolcaje, 
buceo, avituallamiento de naves, amarre y 
desamarre de naves, recojo de residuos, 
abastecimiento de combustible, 



mantenimiento de naves, transporte de 
personas y almacenamiento.  

y) Empresas fumigadoras de carga  
z) Empresas relacionadas con el tratamiento, 

manipulación y acomodación de la carga.  
aa) Consignatarios y dueños de carga. 

incluidos los bienes que no son de primera 
necesidad, únicamente para efectos de 
transportar su mercancía para almacenaje.  

bb) Transporte de contenedores vacíos y 
llenos.  

cc) Transporte de carga contenedorizada, 
general, granel sólido y líquido, fraccionada 
o suelta, proyecto, rodante.  

dd) Empresas contratistas y subcontratistas, 
encargadas de la ejecución de obras de 
infraestructura portuaria destinadas a la 
prestación de servicios públicos en las 
mismas.  

ee) Empresas contratistas y subcontratistas, 
que brindan servicios de ingeniería o 
provisión de material de construcción u 
otros análogos para la ejecución de obras 
de infraestructura portuaria destinadas a la 
prestación de servicios públicos en las 
mismas.  

ff) Otros relacionados a los servicios o 
actividades dentro de la cadena logística 
terrestre, aérea, marítima, portuaria, fluvial 
y lacustre, y las demás señaladas en 
normas y disposiciones que se emitan 
durante el estado de emergencia a través 
del Poder Ejecutivo. 

 
 
 



Por lo tanto, las empresas que califiquen como operadores de comercio exterior (OCE) y aquellas que 
brinden los servicios descritos anteriormente podrán seguir operando con el objetivo de garantizar el 
transporte internacional o nacional de carga y mercancía por vía terrestre, acuática, aérea y ferroviaria. 

 
¿Las empresas importadoras y exportadoras pueden efectuar la descarga y carga de sus 
mercancías en o de sus locales? 

 
La R.M. N0238-2020-MTC/01.02 trae consigo las siguientes modificaciones a favor de las empresas 
importadoras y exportadoras, para que estas puedan efectuar la descarga y carga de sus mercancías: 
 

1. Se permite el tránsito de personal de las empresas importadoras y exportadoras para que puedan 
efectuar la descarga y carga de la mercancía de sus instalaciones o del local que se disponga. 

2. Se permite que los consignatarios y dueños de carga pueda transportar su mercancía para 
almacenaje, incluidos aquellos casos que no se trate de bienes de primera necesidad. 

3. El tránsito de las personas naturales o jurídicas detalladas en el artículo 4, así como el personal, 
que dispongan para tales fines, se efectúa durante el estado de emergencia nacional, incluyendo 
el periodo de aislamiento social obligatorio. 

4. El tránsito se podrá efectuar en: 
a. Vehículos particulares de propiedad de los empleados de las empresas señaladas en el 

artículo 4. 
b. Vehículos de transporte masivo de personal de las empresas detalladas en el artículo 4° o 

contratado a terceros. 
5. El tránsito deberá de tener como sustento las autorizaciones respectivas emitidas por el Ministerio 

de Defensa o el Ministerio del Interior. 
6. Se sugiere que las actividades se realicen con el personal estrictamente necesario y que se 

cumplan con las condiciones de seguridad e higiene exigidas por el Sector Salud. 
 
¿Qué documentos son necesarios para sustentar la actividad de transporte internacional y nacional 
de carga y mercancía, así como las actividades conexas a este transporte y servicios logísticos?  
 
Recientemente se ha incorporado la actividad de transporte de carga y mercancías, y actividades conexas 
tales como mantenimiento de carreteras, atención de emergencias viales, servicios en la vía (grúa, 
ambulancia, auxilio mecánico, etc.), así como servicios logísticos de apoyo al transporte de carga, como 
sustento de motivo laboral para la emisión del pase especial de tránsito. En este sentido, los operadores 
de comercio exterior, así como la actividad de transporte de carga y mercancía, deberán de portar los 
siguientes documentos:  
 

1. PASE PERSONAL LABORAL obtenido desde la página web del Gobierno 
(https://www.gob.pe/paselaboral/request_new)  

2. Credencial o certificado de la empresa certificando al trabajador.  
3. Fotocheck del trabajador  
4. Documento Nacional de Identidad (DNI)  

 
Adicionalmente, sugerimos a las empresas que efectúen una declaración donde se identifiquen los 
vehículos que utilizan para el cumplimiento de sus actividades, así como el sustento del traslado que 
efectúan.  
 
 
 
 

https://www.gob.pe/paselaboral/request_new


¿Se ha establecido alguna reducción a la tasa de derechos arancelarios aplicable a la importación 
de bienes vinculados a la declaratoria de emergencia sanitaria?  
 
Mediante Decreto Supremo 051-2020-EF de fecha 13.03.2020, se publicó una relación de subpartidas 
nacionales sobre las que se fija temporalmente un ad valorem CIF del 0%; la mencionada relación ha sido 
actualizada con fecha 28.03.2020 al haberse identificado bienes adicionales necesarios para la atención 
de la problemática vinculada a la declaratoria de emergencia sanitaria a nivel nacional. 
 
Se ha precisado que vencido el plazo de la declaratoria de emergencia sanitaria se restablecerá, según 
corresponda, la tasa de derechos arancelarios del 6% y 11% aplicables a las subpartidas nacionales objeto 
de la reducción. 
 
¿Se ha aprobado algún tratamiento especial para la emisión de los certificados de origen por parte 
de los exportadores peruanos?  
 
La Dirección General de Comercio Exterior del Ministerio de Comercio Exterior y Turismo ha informado que 
hasta el momento los siguientes países aceptarán copias de los certificados de origen: China, la Unión 
Europea, Costa Rica, Uruguay, Colombia, Chile, Bolivia y Japón.  
 
Tener en cuenta que en el caso del TLC suscrito con Estados Unidos, Canadá y Corea el sistema de 
certificación de origen es la auto certificación, no siendo necesario la firma de una entidad certificadora, 
solo basta con la firma del exportador o productor o importador, dependiendo de lo que establezca cada 
acuerdo comercial. 
 
Finalmente, cabe indicar que a partir del 24.03.2020 se están emitiendo certificados de origen digitales en 
el marco de la Alianza del Pacífico con Colombia.  
 
¿Las empresas importadoras pueden presentar copia de certificados de origen para acogerse a los 
beneficios arancelarios de alguno de los tratados de libre comercio suscrito por el Perú?  
 
Hasta el momento y mientras dure el estado de emergencia, la aduana peruana está aceptando copia de 
certificados de origen de los siguientes tratados: 
 
• TLC Perú – China: certificados de origen presentados en copia y pueden ser verificados en las 

páginas web de la aduana china y del Consejo Chino para la Promoción Internacional. 
• ACE No. 58: Con relación a los países del Mercosur (Argentina, Brasil, Paraguay y Uruguay) 
• CAN: En el caso de Colombia. 

 
¿Se ha prorrogado la entrada en vigencia de algunos de los procedimientos aduaneros que se 
publicaron antes de la declaratoria de emergencia sanitaria?  
 
Mediante Resolución de Superintendencia No. 063-2020/SUNAT de fecha 28.03.2020 se prorrogó la 
entrada en vigencia de los Procedimientos de Exportación Definitiva, Actos relacionados con la salida de 
mercancías y medios de transporte y “Material para uso aeronáutico, conforme se puede observar a 
continuación: 
 
Procedimiento general Exportación Definitiva DESPA-PG.02 (versión 7) 

• El 30 de junio de 2020: En las intendencias de aduana de Puno y Tacna.  
• El 31 de julio de 2020: En la Intendencia de Aduana Marítima del Callao y en las demás intendencias 

de aduana.  



• Las normas relativas a la salida de mercancías por aduana distinta a la de numeración de la 
declaración entran en vigencia el 31 de julio de 2020 

 
Procedimiento general Actos relacionados con la salida de mercancías y medios de transporte DESPA-
PE.00.21 (versión 1) 

• El 30 de junio de 2020: En las intendencias de aduana de Puno y Tacna.  
• El 31 de julio de 2020: En la Intendencia de Aduana Marítima del Callao y en las demás intendencias 

de aduana. 
 
Procedimiento general Material para uso aeronáutico DESPA-PG.19 (versión 3) 

• Vigencia el 31 de julio de 2020. 
• Los beneficiarios deben registrar o transmitir, hasta el 30 de julio de 2020, los materiales para uso 

aeronáutico del inventario que se encuentran en el stock, conforme a la estructura de datos que se 
publicará en el portal de la Sunat (www.sunat.gob.pe) 

 
¿Se ha aprobado alguna facultad discrecional para la no aplicación de las infracciones establecidas 
en la Ley General de Aduanas? 
 
Con fecha 20 de marzo de 2020 se publicó la Resolución de Superintendencia Nacional Adjunta de 
Aduanas 006-2020-SUNAT/300000, la cual dispuso aplicar la facultad discrecional para no determinar ni 
sancionar las infracciones previstas en la Ley General de Aduanas, siempre y cuando se cumplan las 
siguientes consideraciones:  

1. La infracción se encuentre comprendida en el anexo único que forma parte integrante de la 
Resolución de Superintendencia Nacional Adjunta de Aduanas 006-2020-SUNAT/300000.  

2. La infracción haya sido cometida desde el 12.3.2020 hasta el 9.6.2020.  
3. La infracción haya sido cometida por un operador de comercio exterior (OCE), operador interviniente 

(OI) o tercero.  
4. Se haya transmitido o registrado la información omitida o correcta.  

 

 

COMPETENCIA, CONSUMO Y TELECOMUNICACIONES __________ 
¿Las empresas operadoras de servicios públicos de telecomunicaciones deben cumplir algún 
protocolo de seguridad? 

Así es, por ello el Ministerio de Transportes y Comunicaciones ha emitido diferentes Resoluciones 
Ministeriales (por ejemplo, las Resoluciones Ministeriales 257-2020-MTC/01 y 286-2020-MTC/01) donde 
establece los requisitos sectoriales para autorizar la reanudación gradual de actividades. Se espera que 
se emitan nuevos protocolos hasta que se complete la reanudación total de las 4 fases de reactivación 
económica aprobadas por el poder ejecutivo. 

¿Qué infracciones se han establecido en materia de fraccionamiento y suspensión del servicio 
público de telecomunicaciones? 

Se ha establecido como infracción grave lo siguiente: 



 

i. Aplicar condiciones de fraccionamiento distintas a las comunicadas al Osiptel y a los abonados; 
ii. Retirar su oferta de fraccionamiento comunicada al Osiptel;  
iii. Obstaculizar al abonado acceder al fraccionamiento de los recibos;  
iv. Condicionar la solicitud de migración o de suspensión temporal, al pago de los recibos 

adeudados; o 
v. No permitir el acceso gratuito al aplicativo “Aprendo en Casa” y “Subsidio Monetario”, en los 

servicios de acceso a internet y servicios públicos móviles que hayan sido suspendidos. 

¿Cómo se pueden enviar documentos al Osiptel durante el estado de emergencia?  

Los administrados pueden presentar, a través de medios de transmisión a distancia, documentos a los 
órganos del Osiptel al siguiente correo electrónico sid@osiptel.gob.pe.  

Una vez efectuado el envío de la documentación en la mesa de partes virtual, se generará una constancia 
de recepción automática. Asimismo, en el plazo de un (1) día hábil de recibida la documentación, se le 
informará al administrado, vía correo electrónico el número de registro asignado. 

Sin perjuicio de ello, en los casos que Osiptel requiera presentar documentos originales que hayan sido 
emitidos en físico por terceros, estos deben ser presentados de manera presencial en un plazo máximo de 
tres días hábiles contados a partir de la culminación del estado de emergencia. 

¿A través de qué medios al Osiptel notificará sus actuaciones durante el estado de emergencia?  

La Resolución 041-2020-PD/OSIPTEL, dispone que, durante el período de vigencia del estado de 
emergencia, las notificaciones a las empresas operadoras, los requerimientos u otros actos emitidos en los 
procedimientos administrativos que se tramitan ante el Osiptel se realicen vía correo electrónico. 

¿Cómo se pueden enviar documentos al Indecopi durante el estado de emergencia?  

En el siguiente enlace, los administrados pueden presentar, a través de medios de transmisión a distancia, 
documentos a los órganos del Indecopi a nivel nacional https://www.indecopi.gob.pe/en/web/atencion-al-
ciudadano/envio-de-documentos  

De acuerdo a los dispuesto en el Decreto Legislativo 1497, se suspende hasta el 31 de diciembre de 2020, 
la obligación de presentar de forma física los documentos remitidos a través de medios de transmisión a 
distancia contenida en el numeral 123.3 del artículo 123 del Texto Único Ordenado de la Ley 27444 (Ley 
del Procedimiento Administrativo General). Para estos efectos, se considerará como fecha de recepción la 
fecha que registre la entidad al momento del envío (el portal de Indecopi genera una constancia y envía un 
correo electrónico a la dirección indicada en el formulario de envío de documento). 

¿A través de qué medios el Indecopi notificará sus actuaciones durante el Estado de Emergencia?  

De acuerdo a lo dispuesto en el Decreto Legislativo Nº 1511, los actos administrativos y otras actuaciones 
emitidas por el Indecopi se realizan vía correo electrónico u otro medio digital indicado por el administrado 
o solicitado a este por el Indecopi. 

Para estos efectos, la notificación dirigida a la dirección de correo electrónico se entiende válidamente 
efectuado cuando el Indecopi remita la comunicación. 

 

mailto:sid@osiptel.gob.pe


¿Cuándo entrará en vigencia el control de operaciones de concentración empresarial aprobado 
mediante Decreto de Urgencia 13-2019?  

De acuerdo a lo dispuesto en el Decreto de Urgencia 13-2019, el régimen de control de operaciones de 
concentración empresarial entraría en vigencia en agosto del presente año. Sin embargo, considerando el 
contexto actual y el estado de emergencia dictado, mediante Decreto Legislativo 1510, se prorroga la 
entrada de vigencia de esta norma al 1 de marzo de 2021.  

Asimismo, el reglamento de dicha norma, que estaba previsto para mayo del presente año, se emitirá en 
noviembre.  

¿En qué modalidades pueden prestar el servicio educativo los institutos de educación superior y 
escuelas de educación superior durante la emergencia?  

De acuerdo al Decreto Legislativo 1495, los institutos de educación superior y escuelas de educación 
superior licenciados y los institutos de educación superior tecnológicos e institutos de educación superior 
pedagógicos autorizados antes de la vigencia de la Ley 30512, pueden desarrollar programas de estudios 
bajo la modalidad semipresencial o a distancia a través del uso de entornos virtuales, hasta que se 
restablezca el servicio educativo. 

¿En qué modalidades se puede prestar el servicio educativo universitario durante la emergencia?  

De acuerdo a lo dispuesto en el Decreto Legislativo 1496, el servicio educativo universitario se presta en 
tres modalidades: presencial, semipresencial o a distancia o no presencial. 

La Sunedu fijará el porcentaje máximo de créditos virtuales por programa académico según modalidad.  

¿Qué ocurrirá tras el vencimiento del mandato de los órganos de gobierno de las universidades?  

De acuerdo al Decreto Legislativo 1496, la asamblea universitaria o el órgano que haga sus veces 
garantiza la continuidad del funcionamiento de los órganos de gobierno ante el vencimiento de su 
mandato, mediante:  

• Celebración de procesos electorales virtuales. 
• Prórroga de mandato de las autoridades e integrantes de órganos de gobierno. 
• Encargo de funciones de autoridades e integrantes de órganos de gobierno. 
• Cualquier otro acto que garantice la continuidad. 

El órgano de gobierno competente puede suspender las elecciones de autoridades, debiendo reanudarse 
inmediatamente después de levantadas las restricciones vinculadas con la emergencia sanitaria, pudiendo 
emplear medios electrónicos para tales efectos.  

¿Qué servicios de telecomunicaciones puedo contratar durante el período de aislamiento social 
obligatorio?  

Conforme a la Resolución del Osiptel 050-2020-CD/OSIPTEL durante el período de aislamiento social 
obligatorio las empresas operadoras pueden ofrecer los siguientes servicios: 

• Servicio público móvil con entrega al domicilio del SIM card con auto activación. El SIM card será 
entregado únicamente mediante entrega personal a domicilio por la empresa operadora al 
solicitante del servicio, para lo cual se requerirá la exhibición de su DNI. 

• El usuario realizará la verificación biométrica de su huella dactilar (verificación Reniec) y expresará 
su voluntad de contratar el servicio mediante el aplicativo informático que proporcione la empresa. 

• La empresa operadora remitirá al Osiptel la información del procedimiento de contratación 
incluyendo las imágenes de cada etapa. 



• Terminado el periodo de aislamiento social la empresa operadora remitirá el procedimiento de 
activación por aplicación al Osiptel para su validación. 

• El procedimiento de portabilidad numérica se realizará siguiendo las indicaciones antes descritas; 
sin embargo, el abonado que haya accedido al fraccionamiento de los recibos de pago, en el marco 
de lo dispuesto en el D.U. 035-2020, no puede solicitar la portabilidad en tanto no haya cancelado 
la totalidad del monto de la deuda fraccionada. 

• Servicio de telefonía fija alámbrica e inalámbrica. 
• Servicio de acceso a internet fijo alámbrico. 
• Servicio de distribución de radiodifusión por cable alámbrico. 

 
La instalación de cableado y entrega de equipos para la prestación de servicios alámbricos se realiza 
mediante trabajos de instalación solo hasta un único punto de acceso en la parte exterior del domicilio del 
abonado. La instalación al interior del domicilio se realizará por el abonado en coordinación y asistencia 
remota de la empresa operadora. 
 
La empresa operadora debe remitir al Osiptel la relación de nuevas contrataciones durante el periodo de 
aislamiento social obligatorio en un plazo de veinte (20) días hábiles de finalizado dicho periodo. 
Una vez finalizado el periodo de aislamiento social obligatorio, la empresa operadora, en el plazo máximo 
de ciento ochenta (180) días calendario, ejecutará el programa de instalación definitiva del cableado dentro 
de los domicilios de todos los abonados o usuarios del servicio contratado asegurando que la instalación 
se realice con todas las condiciones propias de una instalación profesional. 
 
Los incumplimientos de lo dispuesto en esta norma podrán ser sancionados como infracciones “muy 
graves” o “graves”. 
 
¿Qué ocurrirá con los plazos de tramitación de procedimientos administrativos en materia de 
competencia, consumo y telecomunicaciones? 
  
Mediante Decreto de Urgencia 026-2020 (Segunda Disposición Complementaria y Final) se suspendió el 
cómputo de los plazos de tramitación en los procedimientos administrativos sujetos a silencio positivo y 
negativo que se encontraran en trámite, desde el 16 de marzo de 2020 hasta el 28 de abril del presente 
inclusive, con excepción de aquellos que cuenten con un pronunciamiento de la autoridad pendiente de 
notificación a los administrados. La norma en cuestión estableció también que el Poder Ejecutivo podía 
aprobar mediante decreto supremo el listado de aquellos procedimientos cuya tramitación no se encontrará 
sujeto a la excepción aludida. Con fecha 28 de abril de 2020 se publicó el Decreto Supremo 076-2020-
PCM, que prorroga la suspensión de los plazos en estos procedimientos hasta el 20 de mayo de 2020. 

  
Posteriormente, mediante Decreto Supremo Nº 087-2020-PCM se dispuso la prórroga de dicha suspensión 
de plazos hasta el 10 de junio de 2020. 
 
Mediante el artículo 28 del Decreto de Urgencia 029-2020 se suspendió el cómputo de plazos de tramitación 
en todos los demás procedimientos administrativos (distintos a aquellos sujetos a silencio positivo y 
negativo) a cargo de las entidades del Poder Ejecutivo, hasta el 6 de mayo de 2020. 
 
Con fecha 5 de mayo de 2020 se publicó el D.U. 053-2020, mediante el cual se prorrogó la suspensión de 
los plazos contenida en el D.U. 029-2020 hasta el 27 de mayo del 2020.  

Luego, el Decreto Supremo 087-2020-PCM dispuso la prórroga de dicha suspensión de plazos hasta el 
10 de junio de 2020.  

¿Qué deben considerar las instituciones y programas educativos públicos y privados para la 
reprogramación y prestación de servicios educativos?  
 
Mediante Resolución Viceministerial 093-2020-MINEDU se estableció que el nuevo periodo de 
reprogramación del periodo lectivo deberá ser considerado hasta el 22 de diciembre de 2020. Este periodo 
podría extenderse si se considera necesario por situaciones debidamente justificadas, como en el caso de los 



estudiantes que presentan limitaciones de conectividad en el ámbito rural o de los estudiantes de 5to grado 
de secundaria o 4to grado del ciclo avanzado de la EBA, por ser el último año de estudios en la educación 
básica y tener la necesidad de asegurar ciertas competencias claves para su trayectoria posterior.  
 
¿Qué medidas de identificación y seguimiento de casos sospechosos de COVID-19 se han tomado 
y cuál es su incidencia en protección de datos personales?  

Conforme a lo establecido en el Decreto Supremo 070-2020-PCM, únicamente en casos sospechosos o 
confirmados de COVID-19 las entidades administradoras de las centrales telefónicas de emergencia podrán 
acceder a: i) los datos personales de las personas que realicen llamadas de emergencia al 113 y 197, y ii) al 
registro histórico de la localización o geolocalización del dispositivo desde el cual se realiza la llamada, 
inclusive, tres (03) días antes de su realización. 

Los concesionarios de servicios públicos de telefonía fija y móvil están obligados a brindar el acceso a 
localización o geolocalización del dispositivo móvil por el que se realiza la llamada, de acuerdo con la 
capacidad y facilidades técnicas de cada operador, debidamente sustentadas. 

Los concesionarios de servicios públicos de telecomunicaciones que remiten vía mensaje de texto el 
cuestionario nacional o triaje inicial digital nacional implementado por el Poder Ejecutivo para la identificación 
de casos sospechosos de COVID-19 están obligados a brindar el acceso a la información que requieran las 
siguientes entidades: Presidencia del Consejo de Ministros, el Minsa, EsSalud (y organismos públicos 
adscritos), la Autoridad Nacional de Protección de Datos Personales, Reniec, Osiptel, la PNP, el Comando 
Conjunto de las Fuerzas Armadas y las direcciones nacionales de salud de los gobiernos regionales. Sin 
perjuicio de lo anterior, en ningún caso se permite el acceso al contenido de llamadas salientes y entrantes, 
de mensajes de texto SMS.  

Las entidades administradoras de las centrales telefónicas de emergencia 113 y 107, así como los organismos 
públicos adscritos al Ministerio de Salud están facultados a compartir la información de casos sospechosos o 
confirmados de COVID-19 con todas las entidades estatales correspondientes, únicamente para el desarrollo 
de sus funciones en la implementación de acciones de prevención y control del COVID-19.  

El tratamiento de datos anonimizados de personas infectadas con el COVID-19, o bajo sospecha de estarlo, 
es legítimo para efectos de identificar y dar seguimiento de casos sospechosos o confirmados de COVID-19 
y cualquier otro tratamiento que responda a las competencias y funciones regulares de las entidades públicas.  

Las entidades públicas deben proteger adecuadamente la seguridad de los datos mediante el uso de 
protocolos seguros de almacenamiento y comunicación, algoritmos estándar de codificación, programas o 
dispositivos informáticos y métodos pertinentes, de acuerdo con la normatividad vigente y las buenas prácticas 
que existen en materia de desarrollo de software, seguridad de la información y protección de datos 
personales.  
 
¿Qué ocurre si como consecuencia de las medidas de emergencia no fuera posible cumplir con la 
entrega de un bien o la prestación de un servicio contratado por consumidores?   

El proveedor de bienes y servicios será exonerado de responsabilidad si logra acreditar que el 
incumplimiento tuvo como origen y causa directa las medidas y restricciones de emergencia adoptadas por 
el Estado.    

¿Se puede revelar la información de los colaboradores que han sido diagnosticados con el virus 
COVID-19?  

Los datos relativos a la salud son considerados datos sensibles por la Ley de Protección de Datos 
Personales y su reglamento. En consecuencia, estos no pueden ser divulgados sin el consentimiento del 
titular. De ser compartida la información, sin dicho consentimiento, las empresas pueden afrontar multas 
de entre 5 UIT (S/ 21, 500.00) y 50 UIT (S/ 215, 000.00).    



Los datos relativos a la salud son considerados datos sensibles por la Ley de Protección de Datos 
Personales y su reglamento. En consecuencia, en principio, estos no pueden ser divulgados sin el 
consentimiento del titular, en caso contrario las empresas podrían afrontar multas entre 5 y 50 UIT.  

Sin embargo, de acuerdo a lo dispuesto en la Opinión Consultiva 32-2020-JUS/DGTAIPD emitida por la 
Dirección General de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales, 
el empleador puede informar sobre el estado de salud de un trabajador solo en el supuesto en que exista 
un riesgo a la salud de otros trabajadores que han estado en contacto.  

¿Quiénes puedan informar sobre aquellas personas que han sido diagnosticadas con el virus 
COVID-19? 

La única institución oficial autorizada para informar sobre los casos confirmados es el Ministerio de Salud 
en cumplimiento de sus funciones, si el caso lo amerita. Siendo así, los establecimientos de salud a nivel 
nacional deberán implementar las medidas de seguridad necesarias para garantizar la confidencialidad de 
esta información. 

¿Si estoy al día en mis pagos, me suspenderán los servicios públicos de telecomunicaciones 
(telefonía, cable e internet) a causa del estado de emergencia?  

 No. Sin embargo, el Ministerio de Transportes y Comunicaciones se encuentra habilitado para disponer la 
suspensión del tráfico saliente (llamadas salientes) y datos (internet) de las líneas, si desde estas se 
realizan llamadas malintencionadas (bromas, insultos, silencio) a las centrales de emergencia, urgencias e 
información. La suspensión tendrá una duración de treinta (30) días calendarios y ya han sido suspendidas 
algunas líneas desde las cuales se generaron llamadas maliciosas. 
  
Asimismo, de acuerdo a lo dispuesto en el Decreto Legislativo 1479, una vez concluido el periodo de 
suspensión de los procedimientos administrativos sancionadores, el Ministerio de Transportes y 
Comunicaciones realizará las investigaciones pertinentes para iniciar formalmente los procedimientos 
administrativos sancionadores por comunicaciones malintencionadas, que conllevarán la aplicación de 
sanciones de amonestación a multas de hasta 4 UIT, la suspensión parcial o total del servicio por treinta 
(30) días calendario y/o la cancelación del servicio. Durante la investigación se puede dictar como medida 
preventiva la suspensión del servicio por quince (15) días calendario. 
  
¿Si no se ha pagado el recibo de telecomunicaciones (telefonía fija o móvil, cable e internet), se 
suspenderá el servicio al usuario? 

 Si bien, en un primer momento el Osiptel dispuso que no se podían suspender los servicios de 
telecomunicaciones mientras dure el estado de emergencia (Resolución de Presidencia 00035-2020-
PD/OSIPTEL), actualmente el regulador aprobó la suspensión gradual de los servicios de 
telecomunicaciones de los usuarios que tengan pendientes recibos de pago (Resolución de Consejo 
Directivo 067-2020-CD/OSIPTEL), conforme el siguiente cronograma: 

• A partir del 15 de junio de 2020, a los usuarios que mantengan 2 o más recibos de servicios pendientes 
de pago, consecutivos o no. 

• A partir del 1 de julio de 2020, se aplicarán las disposiciones del TUO de las Condiciones de Uso. Es 
decir, se puede suspender los servicios de aquellos abonados que presenten algún recibo impago. 

• En ambos casos, La suspensión no aplica a los abonados de servicios públicos de telecomunicaciones 
que: (i) no cuenten con recibos pendientes de pago al 4 de junio de 2020; o (ii) hayan realizado nuevas 
contrataciones de servicios (altas de servicio) durante el período de emergencia. 

 
Para efectuar la suspensión del servicio, las empresas operadoras deberán comunicar dicha intención al 
abonado con una anticipación no menor a 5 días hábiles a la fecha efectiva de la suspensión, informando 
los requisitos establecidos en la Resolución de Consejo Directivo 067-2020-CD/OSIPTEL. 
  
En el caso que se estuviese brindando el servicio de “arrendamiento de circuitos” a otra empresa de 
telecomunicaciones, si bien no se ha hecho alguna referencia en la norma, resultaría aplicable lo 



establecido en el artículo 91° de las Condiciones Uso, la cual establece que el anuncio previo de la 
suspensión debe efectuarse con una anticipación no menor de 15 días calendarios. 
   
¿Qué solicitudes pueden atender las empresas operadoras de los servicios públicos de 
telecomunicaciones? 

A través de la Resolución del Osiptel 050-2020-CD/OSIPTEL se dispuso que los diferentes trámites para 
la gestión de los servicios de telecomunicaciones (suspensión temporal, baja de servicios, migraciones, 
portabilidad, altas nuevas, reclamos, entre otros) se desarrollan por los canales telefónicos y digitales. 
Asimismo, ha precisado la lista de gestiones que se pueden desarrollar en los centros de atención al cliente 
físicos; sin embargo, es necesario que previamente se obtenga la autorización del Ministerio de Transportes 
y Comunicaciones del correspondiente protocolo sectorial para reanudación de actividades. 
 
¿Qué ocurrirá con la presentación y pago de las declaraciones mensuales realizadas al OSIPTEL, 
PRONATEL y MTC?  

 El Osiptel ha dispuesto, mediante la Resolución 046-2020-CD/OSIPTEL, la prórroga para la presentación 
y pago de la declaración mensual de marzo y declaración anual del aporte por regulación, conforme las 
siguientes fechas: 

• DJ marzo 2020: Hasta el 11 de mayo de 2020 
• DJ Anual 2019: Hasta el 11 de junio de 2020 

 
El MTC dispuso, a través de la Resolución Directoral N° 114-2020-MTC/27, que se suspendían los plazos 
establecidos para el cumplimiento de las obligaciones económicas en el TUO del reglamento de la Ley de 
Telecomunicaciones, mientras dure el Estado de Emergencia e8stablecido en el D.S. 044-2020-PCM). En 
ese sentido se colige que las declaraciones y pagos correspondientes a la TASA mensual y declaración 
anual se encuentran suspendidos hasta el término del Estado de Emergencia. 
 
El PRONATEL otorgó prórroga, a través de la Resolución de la Dirección Ejecutiva N° 051-2020-MTC/24, 
para la presentación y pago de la declaración jurada del aporte especial al PRONATEL correspondiente a 
los meses de marzo y abril de 2020 hasta el 10 de junio de 2020. 
 
¿Qué ocurrirá con la presentación y pago de la declaración mensual de marzo 2020 y declaración 
anual 2019 del aporte por regulación? 

El Osiptel ha dispuesto, mediante la Resolución 046-2020-CD/OSIPTEL, la prórroga para la presentación 
y pago de la declaración mensual de marzo y declaración anual del aporte por regulación, conforme las 
siguientes fechas: 

• DJ marzo 2020: Hasta el 11 de mayo de 2020 
• DJ Anual 2019: Hasta el 11 de junio de 2020 

 
¿Es necesario que el empleador recabe el consentimiento del trabajador para el tratamiento de sus 
datos personales relacionados con su salud?  

De acuerdo a la Opinión Consultiva 32-2020-JUS/DGTAIPD el empleador puede dar tratamiento a los datos 
personales de salud de un trabajador, sin que sea necesario recabar su conocimiento. Al respecto, la 
Dirección General de Transparencia, Acceso a la Información Pública y Protección de Datos Personales ha 
dispuesto que el tratamiento de datos personales de carácter sensible relacionados a la salud del trabajador 
se encuentra en los siguientes supuestos de excepción del principio de consentimiento, contenidos en el 
artículo 14 de la Ley de Protección de Datos Personales: (i) la existencia de una relación contractual, como 
la relación laboral, (ii) el interés público, como la salud pública y la prevención de riesgos de contagio y, (iii) 
la existencia de intereses legítimos del titular del dato, como salvaguardar su salud. 
  



Asimismo, cabe mencionar que la excepción de recabar consentimiento no implica la inobservancia de 
otros principios o disposiciones de la Ley de Protección de Datos Personales, como el deber de informar a 
los titulares sobre el tratamiento otorgado a los datos y sobre su recopilación. 
 
¿El empleador se encuentra obligado a recabar datos de la salud de los trabajadores? 

La Opinión Consultiva 32-2020-JUS/DGTAIPD resalta que, de acuerdo a lo dispuesto en la Ley de 
Seguridad y Salud en el Trabajo, el empleador tiene la obligación de prevenir los riesgos laborales de sus 
empleados, lo adquiere especial importancia en el marco de la emergencia sanitaria. En cumplimiento de 
esta obligación, el empleador debe dar tratamiento a los datos de la salud de sus trabajadores. 
 
Asimismo, los “Lineamientos para la vigilancia de la salud de los trabajadores con riesgo de exposición a 
COVID-19”, aprobados mediante R.M. 239-2020-MINSA obligan al empleador de tomar la temperatura de 
los trabajadores, realizar pruebas serológicas o moleculares a los trabajadores de riesgo que se 
reincorporan e identificar a los trabajadores de riesgo. 
 
Cabe resaltar que el tratamiento de estos datos sensibles debe obedecer a la finalidad específica de 
contener la propagación del virus y respetar los principios de la Ley de Protección de Datos Personales. 

 

 

DERECHO ADMINISTRATIVO _________________________________ 
¿Cuáles son los permisos que se requieren para circular en esta época de emergencia? 

Las personas que realizan actividades exceptuadas de la inmovilización social por los Decretos Supremos 
044 y 046-2020-PCM, puede circular portando los siguientes documentos: 

• Pase laboral, que se obtiene en la página web  
• Fotocheck o carta de presentación de la empresa en la que trabaja en caso de no tener fotocheck 
• DNI   

 
¿Qué vehículos están autorizados para circular? 

Solamente los vehículos que son necesarios para abastecer alimentos, medicinas, servicios públicos (gas 
natural, agua y saneamiento, telecomunicaciones y electricidad), funerarias, recojo de residuos sólidos, 
limpieza y transporte de carga y mercancías y actividades conexas, según lo estipulado por el Ministerio de 
Transporte y Comunicaciones. Además de las entidades de prensa escrita, radio y televisión. 
 
¿Estos vehículos requieren de algún pase o salvoconducto para circular?  

Las normas legales aplicables a la emergencia no establecen pases o salvoconductos vehiculares. En tal 
sentido solo pueden circular los vehículos que son necesarios para bastecer alimentos, medicinas, servicios 
públicos (gas natural, agua y saneamiento, telecomunicaciones y electricidad), funerarias, recojo de 
residuos sólidos, limpieza y transporte de carga y mercancías y actividades conexas, según lo estipulado 
por el Ministerio de Transporte y Comunicaciones. 
 
En este caso las personas que se encuentran en estos vehículos deben de portar (i) pase laboral, (ii) 
fotocheck o carta de presentación de la empresa y (iii) DNI. 
 
 



¿Las personas que se dedican a la asistencia y cuidado a personas adultas mayores, niñas, niños, 
adolescentes, dependientes, personas con discapacidad o personas en situación de vulnerabilidad, 
requieren pase de transito? 

Si, deben de obtener su pase de tránsito en la página web www.gob.pe/paselaboral y, además, deben tener 
una carta de la persona a cuál le brindaran asistencia. Este último requisito se encuentra establecido en el 
numeral 5.1.4 del protocolo para la circulación aprobado por el Ministerio del Interior y publicado el 31 de 
marzo de 2020. 
 
¿Los talleres de mantenimiento de vehículos están autorizados a funcionar? 

Solamente los talleres de mantenimiento de vehículos que realizan transporte de carga y mercancía. 
 
¿Las empresas que producen ropa hospitalaria y otros materiales textiles de protección médica y 
sus proveedores de insumos o materias primas pueden operar en la emergencia?  

Sí, siempre y cuando cumplan con los siguientes requisitos: 
• Tener la condición de empresa formal (inscrita en la Sunarp y contar con licencia de funcionamiento) y 

contar con RUC activo y habido. 
• Facturar en promedio ventas anuales mayores a (cincuenta) 50 UIT en los últimos tres años. 
• Antigüedad y experiencia en el mercado no menor de cuatro (4) años. 
• Contar con un número de trabajadores superior a 19 trabajadores en planilla, que corresponde a la 

mediana de trabajadores del sector textil – confecciones. 
• Vender o abastecer a mercados locales principales o tener condición de empresa exportadora. 
• No ser empresas ubicadas en los ámbitos comprendidos en los departamentos de Tumbes, Piura, 

Lambayeque, La Libertad y Loreto, en el marco de lo dispuesto en el Decreto Supremo 053-2020-PCM 
 
¿Es necesario contar con autorización, permiso, licencia u otro, de alguna entidad del Estado 
peruano para poder operar dentro del régimen de emergencia? 

No, no es necesario contar con ninguna autorización, permiso, licencia u otro, de alguna entidad del Estado 
peruano para poder operar dentro del régimen de emergencia. Solo debe encontrarse dentro de las 
siguientes actividades para poder operar. 
 

1. Adquisición, producción y abastecimiento de alimentos, lo que incluye su almacenamiento y 
distribución para la venta al público. 

2. Adquisición, producción y abastecimiento de productos farmacéuticos y de primera necesidad. 
3. Asistencia a centros, servicios y establecimientos de salud, así como centros de diagnóstico, en 

casos de emergencias y urgencias. 
4. Prestación laboral, profesional o empresarial para garantizar los servicios enumerados en el 

artículo 2 del Decreto Supremo 044-2020-PCM. 
5. Asistencia y cuidado a personas adultas mayores, niñas, niños, adolescentes, dependientes, 

personas con discapacidad o personas en situación de vulnerabilidad. 
6. Entidades financieras, seguros y pensiones, así como los servicios complementarios y conexos 

que garanticen su adecuado funcionamiento. 
7. Producción, almacenamiento, transporte, distribución y venta de combustible. 
8. Hoteles y centros de alojamiento, solo con la finalidad de cumplir con la cuarentena dispuesta. 
9. Medios de comunicación y en el caso de las centrales de atención telefónica (call center), solo 

para los servicios vinculados a la emergencia. 
10. Los/as trabajadores/as del sector público que excepcionalmente presten servicios necesarios para 

la atención de acciones relacionadas con la emergencia sanitaria producida por el COVID-19 
pueden desplazarse a sus centros de trabajo en forma restringida. 

 
 
 
 
 



¿Qué actividades están autorizadas para operar durante la hora de toque de queda (18:00 a 5:00 
horas)? 

Abastecimiento de alimentos, medicinas, servicios públicos (gas natural, agua y saneamiento, 
telecomunicaciones y electricidad), funerarias, recojo de residuos sólidos, limpieza y transporte de carga y 
mercancías y actividades conexas, según lo estipulado por el Ministerio de Transporte y Comunicaciones. 
Además de las entidades de la prensa, radio y televisión. 

 

 

DERECHO AERONÁUTICO ___________________________________ 
 
¿Se ha dictado lineamientos sectoriales para la prestación del servicio de transporte aéreo de 
pasajeros a nivel nacional? 

Mediante R.M. 0384-2020-MTC/01 el Ministerio de Transportes y Comunicaciones aprobó los 
“Lineamientos Sectoriales para la prevención del COVID-19 en la Prestación del Servicio de Transporte 
Aéreo de Pasajeros a Nivel Nacional”, los mismos que se encuentran detallados en el Anexo de la referida 
resolución. 
 
La finalidad de la norma es establecer los requisitos y lineamientos que los operadores de aeródromos, 
explotadores aéreos y servicios especializados aeroportuarios deben implementar para asegurar el 
desarrollo de las operaciones aeronáuticas en un marco de sanidad que mitigue la propagación del COVID-
19 entre los pasajeros, tripulación, personal del aeropuerto y público en general, en el entorno 
aeroportuario. 
 
Finalmente, la  norma ha dispuesto el reinicio de actividades de transporte aéreo nacional de pasajeros a 
partir del 15 de julio de 2020, con excepción de las zonas urbanas de Arequipa, Ica, Junín, Huánuco, San 
Martín, Madre de Dios y Ancash. 
 
¿Cuáles son las medidas de prevención que deberán cumplir los operadores de aeródromos de 
acuerdo a lo establecido en los “Lineamientos Sectoriales para la prevención del COVID-19 en la 
Prestación del Servicio de Transporte Aéreo de Pasajeros a Nivel Nacional”?  

Conforme a lo dispuesto en el D.S. 045-2020-PCM se autoriza excepcionalmente a la Dirección General 
Dentro de los lineamientos se han establecido diversas medidas de prevención que deberán ser 
implementadas por los operadores de aeródromos: (i) permitir el acceso a las instalaciones del aeropuerto 
y al terminal de pasajeros, únicamente a los pasajeros con tarjeta de embarque o reserva; (ii) asegurar que 
el ingreso de los aeropuerto sea con no menos de tres (3) horas de anticipación para el caso de Lima y dos 
(2) horas para el resto de aeropuertos a nivel nacional; y (iii) garantizar que toda persona que ingresa al 
aeropuerto debe usar su mascarilla en todo momento y contar con el escudo facial para ser usado durante 
el vuelo. Por otro lado, se podrá permitir el ingreso de un acompañante del pasajero en situaciones y 
necesidades particulares 
 
¿Cuáles son los requisitos que deberán cumplir los explotadores aéreos de acuerdo a lo establecido 
en los “Lineamientos Sectoriales para la prevención del COVID-19 en la Prestación del Servicio de 
Transporte Aéreo de Pasajeros a Nivel Nacional”? 

Dentro de los lineamientos se ha detallado una serie de requisitos que deberán ser cumplidos por los 
explotadores: medidas de prevención, medidas durante la programación de vuelos, procesos de pre-vuelo, 
procesos durante el vuelo y procesos posvuelo. Asimismo, se ha dejado constancia que el cumplimiento 
de los medidas previamente mencionadas podrán ser delegado a explotadores de servicios aéreos 
aeroportuarios contratados, de ser el caso. 



  
Entre los requisitos más importantes se encuentran los siguientes: 
  
Medidas de prevención: 
•   Gestionar respecto de todos sus trabajadores conforme a lo estipulado en la R.M. 448-2020-MINSA, en 
lo relacionado a la evaluación de la condición de salud del trabajador, previo a la reincorporación a su centro 
de trabajo. 
•   Generar mecanismos para cumplir el distanciamiento social o físico no menor a un metro (1 m), entre su 
personal y los clientes o proveedores. 
 
Programación de vuelos: 
• Establecer políticas que permitan, toda vez que sea posible, la planificación y control para el 
emparejamiento de una misma tripulación de vuelo y de cabina cuando realice las programaciones y 
reprogramaciones de vuelo. 
•  Vigilar el cumplimiento de sus políticas establecidas respecto a la fatiga en sus tripulaciones. 
 
Procesos prevuelo: 
•   Garantizar que las aeronaves que brindan los servicios aéreos cumplen con un aforo igual al número de 
asientos señalado en su certificado tipo. 
•  Asegurarse de que los pasajeros que embarquen en la aeronave usen la mascarilla y escudo facial 
modelo 1 de acuerdo al anexo 7 del documento técnico aprobado con la R.M.  447-2020-MINSA. 
•  Al término del día de operación, la aeronave debe ser sometida a un proceso de desinfección que 
involucre por lo menos, la desinfección de la cabina de pasajeros, los servicios higiénicos y la cabina de 
mando de la aeronave. 
•   Implementar procedimientos para contar con una declaración jurada de salud, conforme al anexo 3, para 
ser llenada y entregada (de manera física o digital) con la información de cada pasajero. 
•  Considerando que la cuarentena se mantiene para las personas de menores de 14 años y mayores de 
65 años, implementar procedimientos para contar con una declaración jurada adicional de acuerdo a lo 
siguiente: 

•  Para el caso de los menores de 14 años únicamente podrán viajar por lo menos con uno de sus 
padres o su tutor debidamente acreditado. Estos deberán llenar y entregar una declaración jurada, 
conforme al anexo 4. 
• Para el caso de los mayores de 65 años deberán llenar y entregar una declaración jurada, 
conforme al anexo 5. 

 
Procesos durante el vuelo: 
•   La tripulación de cabina debe usar mascarillas y escudo facial. 
•  En el evento de que luego del despegue, un pasajero muestre síntomas compatibles con el COVID-19 
(p.e. fiebre), el explotador aéreo debería implementar las siguientes medidas: 

• La tripulación debe asegurar que el pasajero esté usando el escudo facial y una mascarilla y se 
le proporcione una adicional. 
•  Deberá de implementar procedimientos para contar con un lugar en la cabina para aislar al o los 
pasajeros que presenten síntomas del COVID-19, además deberá bloquear el uso del servicio 
higiénico empleado por el pasajero para impedir su empleo por cualquier otra persona. Asimismo, 
se identificarán a los pasajeros ubicados en la misma fila y dos filas hacia adelante o atrás del 
lugar de ubicación original del pasajero con síntomas de COVID-19, a fin de ser derivados con la 
autoridad de salud luego del aterrizaje de la aeronave. 

En el evento de que antes del cierre de puertas de la aeronave en preparación al despegue se identifique 
a un pasajero con síntomas compatibles al COVID-19, se debe notificar al aeropuerto y la autoridad de 
salud a fin de coordinar el retiro del pasajero de la aeronave. 
  
Procesos posvuelo: 
•  Establecer el proceso de desembarque por filas o bloques de filas, a fin de asegurar una distancia de 
separación no menor de un metro (1 m) entre los pasajeros. 
•  Prohibir a los tripulantes el uso de sus propios desinfectantes en el entorno de la aeronave. 



DERECHO CORPORATIVO ___________________________________ 
 
¿Las normas que regulan el estado de emergencia han establecido alguna disposición que 
prorrogue o suspenda el pago de los alquileres por concepto de arrendamiento de inmuebles 
destinados a actividades comerciales?  
 
No, a la fecha no se ha emitido una disposición que suspenda, prorrogue o exonere del pago de la renta 
mensual pactada en los contratos de arrendamiento.  
Sin embargo, cabe señalar que los contratos deben de negociarse y también ejecutarse en función de la 
buena fe. Por tanto, atendiendo a cada situación en particular, podría negociarse la reducción de la renta 
mensual o la prorroga en la fecha de pago de la renta mensual, en tanto resultara imposible la utilización 
del espacio arrendado. 
 
¿Es posible concluir o celebrar contratos por medios telemáticos o similares?  
 
Salvo que la ley o el acuerdo entre las partes establezcan el uso de una formalidad obligatoria para la 
validez de un contrato, si ambas partes cuenta con certificados de firmas digitales y acceden al mismo 
sistema de comunicación, pueden usar ese medio. Si no cuentan con firmas digitales, el Código civil permite 
(artículos 140 A y 1374) permiten la contratación a través de medios electrónicos, ópticos o análogos. Una 
forma práctica de resolver la actual imposibilidad de firmar de manera presencial un contrato es enviar los 
documentos con firmas escaneadas por los representantes legales con el compromiso de formalizar luego 
una firma conjunta, actuando siempre de buena fe. 
 
¿Qué ocurre con una convocatoria a junta general de accionistas cuyas fechas de realización 
coinciden con el período de aislamiento social? 
  
Salvo que se publique alguna norma en sentido contrario o particular indicando una prórroga expresa de 
esas convocatorias para determinados días luego de concluido el aislamiento social, si todas las fechas del 
aviso de convocatoria son durante el periodo de aislamiento social, se deberá realizar una nueva 
convocatoria para una fecha posterior al indicado periodo de aislamiento. 

¿Se pueden realizar publicaciones de nuevas convocatorias en el Diario El Peruano? 

El Diario Oficial El Peruano ha comunicado que a partir del lunes 13 de abril recibirá publicaciones para el 
Boletín Oficial únicamente de manera virtual.              

Se deberán enviar los documentos solicitados para la publicación de avisos vía email y las cotizaciones 
se deberán solicitar al siguiente correo: cotizacionboletin@editoraperu.com.pe  

A partir del 4 de mayo regresó la versión impresa del Diario Oficial El Peruano. 

¿En los casos de sociedades con accionariado difundido (o con accionistas minoritarios), es 
posible forzar a los accionistas a tener una junta no presencial habiéndose ya realizado una 
convocatoria en forma previa para la celebración de una junta general de accionistas en forma 
presencial? 

Los accionistas no pueden ser forzados a participar una junta no presencial en dichos supuestos. Se sugiere 
en esos casos hacer una nueva convocatoria, o esperar el pronunciamiento de entidades como la 
Superintendencia de Mercado de Valores (SMV) cuando se trate de compañías sometidas a su 
competencia. Al respecto, la SMV ha señalado, para los casos de sociedades emisoras con valores inscritos 
en el Registro Público del Mercado de Valores, que reconoce que durante el período de cuarentena no será 
posible llevar a cabo juntas obligatorias anuales de accionistas, o cualquier reunión convocada o a 
realizarse en dicho período. 
 
 

mailto:cotizacionboletin@editoraperu.com.pe


¿El cumplimiento de obligaciones contractuales puede suspenderse? 

En aquellos casos de actividades comerciales que no se encuentren autorizadas (ventas de productos de 
primera necesidad, combustibles, medicamentos), podrá invocarse la fuerza mayor y de esta manera 
suspender el cumplimiento de sus obligaciones, hasta que el estado de emergencia concluya. 
 
¿Qué sucede con los servicios notariales? ¿Estos se siguen prestando?  

No, los servicios notariales han sido suspendidos 

¿Qué sucede con los trámites registrales en curso en Registros Públicos?  

La Sunarp ha emitido un comunicado señalando que sus oficinas no brindarán servicio de manera 
presencial y que la fecha de los vencimientos de los trámites queda suspendida hasta que se regularice la 
atención 

¿Puedo aplicar el caso fortuito o fuerza mayor en caso de incumplimiento de las obligaciones? 

Durante la vigencia del estado de emergencia nacional y la cuarentena, dado que se ha dispuesto la 
prohibición general de desplazamiento de la población, si ello implica un impedimento de orden legal para 
poder cumplir con las obligaciones derivadas de un contrato, la parte que ha sido alcanzado o afectada por 
la cuarentena podrá alegar la fuerza mayor como causa ajena a su control que le impide cumplir, 
transitoriamente, con las obligaciones a su cargo en tanto dure la medida. En tal sentido, la parte que 
invoque dicho evento o causa de suspensión de sus compromisos contractuales podrá aplicar las cláusulas 
que en su respectivo contrato regule o contemple la fuerza mayor como impedimento.  
 
De no tener una cláusula sobre el particular, podrá invocar el artículo 1315 del Código civil así como el D.S. 
044-2020-PCM que declara la cuarentena, norma publicada en el Diario Oficial El Peruano el día 16 de 
marzo de 2020. 
 
No obstante, lo apenas señalado, cada caso exige un análisis particular. Por ejemplo, si las obligaciones a 
cargo de una parte pueden ser cumplidas o no de modo virtual que no exija desplazamiento o movilización, 
sin perjuicio de lo cual también debe analizarse si tiene sentido cumplir con realizar un pago por un servicio 
o entrega de un bien que quedará en suspenso por la aplicación de la fuerza mayor derivada de la 
declaratoria del estado de emergencia y cuarentena. En síntesis, deben considerarse todas las 
circunstancias que rodean cada contrato. 
 
¿Qué ocurre con una convocatoria a junta general de accionistas cuyas fechas de realización 
coinciden con el periodo de aislamiento social? 

 Salvo que se publique alguna norma en sentido contrario o particular indicando una prórroga expresa de 
esas convocatorias para determinados días luego de concluido el aislamiento social, se deberá proceder a 
realizar una nueva convocatoria para una fecha posterior al indicado periodo de aislamiento.  
 
¿Se puede celebrar una junta general de accionistas en forma no presencial? 

Sí, es posible llevar a cabo la junta general de accionistas en forma no presencial en caso el estatuto así lo 
permita. Si el estatuto no señala nada al respecto, cuando se trate de una sociedad anónima cerrada se 
entiende completamente permitida; y en los casos de las otras sociedades, los accionistas o socios podrán 
para efectos de la determinación del quórum, así como para la respectiva votación y adopción de acuerdos, 
ejercer el derecho de voto por medio electrónico siempre que éste cuente con firma digital o por medio 
postal a cuyo efecto se requiere contar con firmas legalizadas. 

¿Qué ocurre si como consecuencia de la ausencia de servicios de logística o falta de trabajadores 
no puedo cumplir con un plazo de entrega de algún producto en la fecha contractualmente ofrecida? 
 
Dadas las actuales circunstancias y la publicación de las normas recientes, podrá invocarse el caso fortuito 
o la fuerza mayor sustentando que las circunstancias y la norma harían imposible o extremadamente 



complicado o costoso el cumplimiento. Ello debería eximir a la empresa o persona en general de cualquier 
sanción por incumplimiento o pago de penalidades o intereses moratorios. 
 
¿Qué ocurre si soy arrendatario de un inmueble destinado a alguna actividad que ha sido afectada 
por las normas de aislamiento social? (por ejemplo, locales destinados a restaurantes o retail en 
general). ¿Puedo lograr alguna reducción de la renta? 

Es una circunstancia que tendría que analizarse caso por caso y según las precisiones que puedan 
generarse en los próximos días. Por ejemplo, si estamos hablando de locales que siguen funcionando 
(farmacias o similares) la razón de reducción es distinta en comparación con un local destinado a 
restaurante. Incluso en estos casos habría que considerar si el Gobierno decidiera permitir el servicio de 
delivery. Sin duda que las circunstancias generan un espacio de conversación entre las partes, ya que 
claramente hay una alteración de las circunstancias previsibles en las que se fijaron las reglas del contrato. 
 
¿Qué sucede con formalidades contractuales que exijan el envío de una comunicación legalizada o 
por vía notarial? 

Todos estos plazos quedan suspendidos hasta la finalización del estado de emergencia. El Colegio de 
Notarios ha indicado que las actividades notariales, así como los plazos de procedimientos no contenciosos 
contenidos en la legislación notarial quedan suspendidos. 
 
¿Qué sucede con los contratos de obra? 
 

En caso no aplique la excepción, la suspensión de actividades es legalmente válida. Al no haber 
servicios, tampoco se pagarían las valorizaciones, por otro lado, en cuanto a los plazos de entrega se 
tendrán que ampliar en la misma proporción que la imposibilidad temporal. 

 

 

DERECHO FINANCIERO, MERCADO DE CAPITALES Y REGULACIÓN 
BANCARIA ________________________________________________ 
 
¿Qué es el programa “Reactiva Perú”?  
 
Mediante Decreto Legislativo No. 1455 del 6 de abril de 2020 se crea el programa “Reactiva Perú” (el 
“Programa”) para asegurar la continuidad en la cadena de pagos ante el impacto del COVID-19. El 
Programa busca promover el financiamiento de la reposición de los fondos de capital de trabajo de las 
empresas que enfrentan pagos y obligaciones de corto plazo con sus trabajadores y proveedores de bienes 
y servicios, a fin de asegurar la continuidad en la cadena de pagos en la economía nacional.  
 
El financiamiento de la reposición de los fondos de capital de trabajo de las empresas se realizará mediante 
un mecanismo que otorgará la garantía del gobierno nacional a los créditos en moneda nacional que sean 
colocados por las empresas del sistema financiero, para lo cual se crea el Programa de Garantía del 
Gobierno Nacional para la Continuidad en la Cadena de Pagos - “Reactiva Perú”. 
 
¿Cuáles son las condiciones para acceder al Programa?  
 
De acuerdo con las modificaciones dispuestas por el Decreto Supremo No.124-2020-EF, las condiciones 
para acceder al Programa son las siguientes: 
 
• Al 29 de febrero de 2020, las empresas que deseen acceder al Programa deberán estar calificadas, 

en la central de riesgo de la Superintendencia de Banca, Seguros y Administradoras Privadas de 



Fondos de Pensiones (“SBS”), como “normal” o “con problemas potenciales”. Si a esa fecha la 
empresa no cuenta con ninguna de las clasificaciones mencionadas se tendrá en cuenta que en los 
12 meses previos al otorgamiento del préstamo no haya estado en una categoría diferente a la 
“normal”. Finalmente, en caso de la empresa no cuente con ninguna clasificación en los últimos 12 
meses será considerada dentro de la categoría “normal” 

 
• Solo será aplicable respecto de nuevos créditos otorgados hasta el 30 de setiembre de 2020. 
 
• El plazo de los créditos que otorguen las entidades financieras a las empresas beneficiarias no podrá 

exceder de 36 meses, incluyendo periodo de gracia de intereses y principal de hasta 12 meses. 
 
• No tener deudas tributarias frente a la Sunat superiores a una UIT (S/ 4 300) al momento de solicitar 

el crédito, por periodos anteriores al 2020, que sean exigibles en cobranza coactiva. 
 
¿Cuáles son las restricciones que impone el Programa a las empresas beneficiarias?  
 
• Los recursos obtenidos en el marco del Programa no podrán ser usados para pagar obligaciones 

financieras. Tampoco se podrá pre-pagar dichas obligaciones antes de la cancelación de los créditos 
cubierto por la garantía, originados en el marco del Programa. 
 

• No se podrá distribuir dividendos ni aprobar y/o repartir utilidades, salvo el porcentaje correspondiente 
a los trabajadores, durante la vigencia del crédito otorgado. 

 
• Los recursos del Programa no podrán ser utilizados para adquirir activos fijos, comprar acciones o 

participaciones en empresas, bonos ni otros activos monetarios, ni podrá utilizarse para realizar aportes 
de capital 

 
• No serán elegibles: (i)  las empresas vinculadas a las entidades financieras; (ii) aquellas comprendidas 

en el ámbito de la Ley No. 30737, ley que asegura el pago inmediato de la reparación civil a favor del 
Estado en casos de corrupción y delitos conexos; (iii) las personas o entes jurídicos que decidan 
colaborar efectivamente en las investigaciones del Ministerio Público, según lo dispuesto por la Décimo 
Tercera Disposición Complementaria final de la Ley No.30737; o, (iv) cualquier persona o ente jurídico 
sometida a procesos por delitos de corrupción y conexos o cuyos representantes, debidamente 
acreditados ante la ESF, estén siendo investigados por dichos delitos.  

 
Se exceptúan de estos supuestos a los créditos de las personas o entes jurídicos que hayan cumplido 
con el pago total de la reparación civil a que hubiera lugar y siempre que estas tengan la condición de 
habilitadas para contratar con el Estado. 
 

• Los créditos otorgados por el Programa no pueden ser objeto de refinanciación ni reestructuración a 
través del Procedimiento Acelerado de Refinanciación Concursal (“PARC”) u otro esquema concursal. 

 
¿Qué sucede si la empresa beneficiaria no respeta las restricciones establecidas por el Programa?  
 
Las restricciones establecidas por el Programa tienen como naturaleza la de ser obligaciones de las 
empresas beneficiarias y como tal su incumplimiento genera la aceleración del préstamo que se le ha 
otorgado, así como la ejecución de los colaterales. La empresa del sistema financieros (“ESF”) que haya 
otorgado el préstamo no podrá establecer dispensas respecto a las sanciones establecidas por el 
incumplimiento de las obligaciones referidas. 
 
Por su parte, ante el incumplimiento de estas obligaciones, COFIDE podrá exigir a la ESF el reemplazo del 
préstamo garantizado otorgando para ello un plazo máximo de 5 días hábiles contados desde la notificación 
que realice COFIDE a la ESF. Si la ESF no cumple con reemplazar el préstamo, la garantía otorgada a este 
se extingue automáticamente y COFIDE debe informar sobre esta situación de forma inmediata al BCRP. 
 



¿Qué supuesto se ha incorporado como criterio de no elegibilidad, o exclusión, mediante la 
Resolución Ministerial 181-2020-EF/15? 

Mediante Resolución Ministerial 181-2020-EF/15, se ha dispuesto que tampoco son elegibles para acceder 
al Programa: 
 
• Las personas naturales o jurídicas inhabilitadas por el Tribunal de Contrataciones del estado del 

Organismo Supervisor de las Contrataciones del Estado.  
 
¿Se ha establecido montos máximos autorizados y topes de garantías? 

Sí; sin embargo, estos montos máximos autorizados no son los que originalmente se tenían previstos, sino 
que han sido modificados por el Decreto Supremo 124-2020-EF y  , y las posteriores modificaciones al 
Reglamento Operativo del Programa, han quedado establecidos de la siguiente manera: 
 
• El monto equivalente a tres (3) meses de ventas promedio mensual del año 2019.  

 
• En el caso de las microempresas y las personas naturales con negocio propio, además del criterio 

anterior, se puede utilizar el monto equivalente a dos (2) meses promedio de deuda del año 2019 hasta 
un máximo de S/ 40 000, el que resulte mayor. 

 

En el caso de las microempresas que realizan actividades comprendidas en el Nuevo Régimen Único 
Simplificado – Nuevo RUS, la garantía cubre como máximo el monto equivalente a tres (3) meses de los 
ingresos o compras promedio mensual del año 2019 de la empresa beneficiaria. 
 
Respecto de las garantías: 
 

MONTOS DE CRÉDITOS POR EMPRESA GARANTÍA (%) 

Hasta S/ 90 000 98% 
De S/ 90 001 a S/ 750 000 95% 

De S/ 750 001 a S/ 7 500 000 90% 
De S/ 7 500 001 a S/ 10 000 000 80% 

 
El monto total de los créditos a ser garantizados por el Programa, por cada empresa deudora, será de S/ 
10 000 000 
 
¿Cuál es el monto adicional que se ha destinado para el Programa Reactiva Perú? 

Mediante Decreto Legislativo No. 1485 se aprobó la ampliación del monto máximo autorizado para el 
otorgamiento de la garantía del gobierno Nacional a los créditos del Programa Reactiva Perú en S/ 30 mil 
millones adicionales a los S/ 30 mil millones inicialmente autorizados. El otorgamiento de la garantía por el 
monto adicional mencionado se sujeta a los límites, condiciones y demás disposiciones del Decreto 
Legislativo No. 1455 y sus modificatorias, sus normas reglamentarias y sus modificatorias, así como al 
Decreto Legislativo No. 1437, Decreto Legislativo del Sistema Nacional de Endeudamiento Público, en lo 
que corresponda. 
 
¿Qué sucede con los créditos con Garantía del Programa otorgados hasta antes 31 de mayo de 
2020? 

De acuerdo con las modificaciones al Reglamento Operativo del Programa dispuestas por la Resolución 
Ministerial No.165-2020-EF, a efectos aplicar los montos máximos de los créditos por empresa deudora 
que hayan sido otorgados hasta antes del 31 de mayo de 2020 debe tenerse en cuenta lo siguiente: 
 
b) Si la empresa deudora obtuvo un préstamo por un monto menor al máximo establecido por el D.S. 

No.124-2020 puede acceder por única vez a un nuevo préstamo hasta por el monto máximo establecido 



manteniendo el porcentaje de cobertura siempre que con este nuevo préstamo no se supere el nuevo 
monto máximo. 

c) Si la empresa deudora accede a un nuevo préstamo de acuerdo a las condiciones del literal precedente 
y el porcentaje de cobertura de este nuevo monto máximo es mayor al que tuvo en el préstamo original 
se aplica el nuevo porcentaje de cobertura. 

 
¿Qué sucede con los créditos con Garantía del Programa otorgados a partir del 01 de junio del 2020?  

A la empresa deudora que obtenga un préstamo con garantía del Programa a partir del 01 de junio de 2020 
le corresponde, por única vez, un crédito acorde con los montos máximos y los porcentajes de cobertura 
establecidos por el D.S. 124-2020-EF. 
 
¿Qué requisito es necesario para acceder a los préstamos con Garantía del Programa en el marco 
de lo dispuesto por el Decreto Supremo No.124-2020-EF y las modificaciones al Reglamento 
Operativo del Programa? 

La empresa deudora deberá presentar a la Empresa del Sistema Financiero una Declaración Jurada 
señalada en el Anexo 4 del Reglamento Operativo del Programa en la que, entre otras cosas,  señale si 
anteriormente obtuvo o no un préstamo con la Garantía del Programa. En ese sentido, en caso de que haya 
obtenido un préstamo anterior a la vigencia del D.S 124-2020-EF debe señalar el monto de este. 
 
Si el contenido de esta Declaración Jurada es falso se generará la aceleración de los préstamos otorgados, 
así como la ejecución de los colaterales, sin que la ESF pueda establecer dispensas al respecto. 
 
¿Qué medidas se han dispuesto para garantizar la transparencia del Programa? 
 
• Se faculta a COFIDE para que solicite información física y/o digital o realice visitas de revisión de 

archivo a fin de verificar la correcta aplicación del Programa. 
 

• COFIDE implementará un Sistema de Atención de Denuncias para atender las denuncias 
relacionadas a cualquier incumplimiento de las disposiciones establecidas en el marco del Programa.  
 

• COFIDE coordina y/o implementa mecanismos de colaboración con el Poder Judicial, Ministerio 
Público, Procuraduría General del Estado del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos u otro órgano 
competente a fin de acceder a la base de datos de personas, naturales y/o jurídicas, que estén siendo 
sometidas a procesos penales por actos de corrupción y delitos conexos, según la definición que, 
respecto de este tipo de delitos, tengan las citadas entidades. 

 
¿Hasta cuándo estará vigente el plazo para el otorgamiento de la Garantía del Gobierno Nacional a 
los créditos del Programa “Reactiva Perú”?  
 
El pazo de vigencia para el otorgamiento de la Garantía del Gobierno Nacional a los créditos del Programa 
inicialmente fue previsto desde el 14 de abril hasta el 30 de junio de 2020; sin embargo, mediante Decreto 
Supremo 154-2020-EF, el Ministerio de Economía y Finanzas ha ampliado este plazo de vigencia hasta el 
30 de setiembre del presente año. 
 
¿Qué es el Fondo de Apoyo Empresarial a la MYPE del Sector Turismo? 
 
El Fondo de Apoyo Empresarial a la MYPE del Sector Turismo (en adelante, indistintamente “FAE-
TURISMO” o “Fondo”) es un Fondo que tiene por finalidad garantizar los créditos para capital de trabajo de 
las personas naturales con negocio o las micro y pequeñas empresas (en adelante, “MYPE”) dedicadas a 
las actividades de: establecimientos de hospedaje, transporte interprovincial terrestre de pasajeros, 
transporte turístico, agencias de viajes y turismo, restaurantes, actividades de esparcimiento, organización 
de congresos, convenciones y eventos, guiado turístico, y producción y comercialización de artesanías. 
 



Las referidas personas naturales con negocio o MYPES además deberán cumplir con los criterios de 
elegibilidad y deberán estar clasificadas como deudor minorista, de acuerdo con las disposiciones 
establecidas en el Reglamento Operativo del Fondo. 
 
Para este fin se ha autorizado la transferencia de hasta S/ 500 millones a favor del Ministerio de Comercio 
Exterior y Turismo a fin de financiar este Fondo. 
 
¿Cuál es el límite de la garantía otorgado por el FAE-TURISMO? 
 
La garantía del FAE-TURISMO cubre como máximo: 
 

• El monto equivalente a 3 veces promedio mensual de deuda de capital de trabajo registrado por 
la MYPE, en el año 2019, en las ESF o la COOPAC, según los parámetros establecidos por la 
SBS; o, 

• El monto equivalente a 4 meses el nivel de venta promedio mensual del año 2019 de la MYPE. 
Para determinar el nivel de venta de la MYPE, se tomará en cuenta el monto equivalente a 4 
meses de sus ingresos y/o compras promedio mensual del año 2019, de acuerdo con el régimen 
tributario del contribuyente. 

 
Los porcentajes de cobertura de la certera por deudor son los siguientes: 
 

Monto de créditos en S/ Garantía (%) 

Hasta S/ 90 000 98 

De S/ 90 001 a S/ 750 000 95 
 
¿Cuáles son los requisitos de elegibilidad que deben cumplir las ESF o COOPAC que quieren ser 
parte del FAE-TURISMO? 
 
Para ser elegibles en el marco del FAE-TURISMO, las ESF o las COOPAC deben acreditar ante COFIDE 
el cumplimiento de los siguientes requisitos: 
 

• No encontrarse incurso, según corresponda, en ningún régimen de intervención, disolución y 
liquidación o plan de saneamiento financiero exigido por la Superintendencia de Banca, Seguros 
y AFP (SBS) u otro órgano de regulación, control y supervisión según las leyes aplicables.  
 

• No ser contraparte de COFIDE o el MEF en un proceso judicial o procedimiento administrativo, no 
haber presentado una demanda o denuncia contra COFIDE, ni tener pendiente alguna acción 
administrativa o arbitral contra COFIDE. 
 

• Tener una clasificación de riesgo igual o mejor a C, vigente al 29 de febrero de 2020. 
 

• En caso que la empresa del sistema financiero tenga una clasificación de riesgo igual o de mayor 
riesgo a C-, podrá acceder a las facilidades del FAE-TURISMO en la medida que constituya un 
fideicomiso en garantía a favor de COFIDE u otra garantía a satisfacción de COFIDE. 
 

• En el caso de las COOPAC y otras ESF que no tengan clasificación de riesgo, COFIDE realiza la 
evaluación crediticia y otorga una clasificación crediticia equivalente. 
 

• En el caso de las COOPAC a las que hace referencia la Ley 30822, “Ley que modifica a las que 
se refiere la Ley Nº 30822, Ley que modifica la Ley Nº 26702, Ley General del Sistema Financiero 
y del Sistema de Seguros y Orgánica de la Superintendencia de Banca y Seguros”, y otras normas 
concordantes; además de estar en el Registro Nacional de Cooperativas de Ahorro y Crédito No 



Autorizadas a Captar Recursos del Público a cargo de la SBS, deben pertenecer al Nivel 3 y al 
quintil superior del Nivel 2. 

 
COFIDE establece la elegibilidad de las ESF o la COOPAC y determina la asignación de la línea de crédito. 
 
¿Cuáles son los criterios de elegibilidad de las MYPE beneficiarias del FAE-TURISMO? 
 
Las MYPE del Sector Turismo que podrán ser beneficiarias de este Fondo son aquellas cuyas actividades 
económicas sean corroboradas al momento de solicitar el crédito de acuerdo con los medios y mecanismos 
de verificación previstos en el Reglamento Operativo del Fondo y que además cumplan con algunos de los 
siguientes criterios: 
 

a) Obtengan créditos para capital de trabajo de acuerdo con los parámetros establecidos por la SBS 
para créditos a microempresas y pequeñas empresas; o, 
 

b) Al 29 de febrero del 2020 cuenten con una clasificación de “Normal” o “Con Problemas 
Potenciales” en la Central de Riesgos de la SBS.  
 
En caso de que no cuente con la clasificación a dicha fecha se tendrá en cuenta que la MYPE no 
haya estado en una categoría diferente a la “Normal” durante los 12 meses previos al otorgamiento 
del préstamo. Si la MYPE no cuenta con ninguna clasificación durante los 12 meses previos al 
otorgamiento del préstamo se la considerará en la categoría “Normal”. 
 
Si la MYPE no cuenta con historial crediticio y por lo tanto no se encuentra clasificada en la Central 
de Riesgos de la SBS, la ESF o COOPAC realizará una evaluación interna de riesgo, la referida 
clasificación interna debe ser equivalente a las categorías de “Normal” y/o “CPP” establecido en la 
SBS, para que la MYPE sea considerada elegible. 

 
Sin perjuicio de lo establecido en los literales a) y b) precedentes, para la evaluación de la MYPE del Sector 
Turismo la ESF o COOPAC deberá cumplir con lo establecido en la Resolución SBS No. 3780-2011, que 
aprobó el Reglamento de Gestión de Riesgo de Crédito. 
 
¿Cuáles son los criterios de NO elegibilidad de las MYPE beneficiarias del FAE-TURISMO? 
 
Las MYPE que no serán elegibles para ser beneficiarias del Fondo son aquellas que: 
 

• Estén vinculadas a las ESF o las COOPAC otorgantes del crédito. Para determinar esta 
vinculación se tomarán en cuenta las nuevas “Normas Especiales sobre Vinculación y Grupo 
Económico”, aprobadas por la Resolución SBS No.5780-2015. 
 

• Estén comprendidas dentro del alcance de la Ley 30737, ley que asegura el pago inmediato de la 
reparación civil a favor del estado peruano en casos de corrupción y delitos conexos. 
 

• Este sometida a procesos por delitos de corrupción y conexos o cuyos representantes estén 
siendo investigados por dichos delitos; quedando exceptuado los créditos de las personas o entes 
jurídicos que hayan cumplido con el pago total de la reparación civil a que hubiera lugar y tengan 
la condición de habilitadas para contratar con el Estado. 
 

• Cuenten con créditos garantizados por el Programa Reactiva Perú o FAE-MYPE. 
 

• Se encuentren inhabilitadas por el Tribunal de Contrataciones del Estado. 
 
 
 

 



¿Cuáles son los plazos contemplados en el FAE-TURISMO? 
 

• El plazo para otorgar los recursos provenientes del Fondo estará vigente hasta el 31 de diciembre 
de 2020. 
 

• El plazo para el pago de los créditos otorgados en el marco de este Fondo será como máximo de 
60 meses, los cuales deben incluir un periodo de gracia de hasta 18 meses. 
 

• El plazo de vigencia del FAE-TURISMO es de 6 años contados desde la fecha de suscripción del 
Contrato de Fideicomiso. De acuerdo con lo establecido en el Reglamento Operativo del Fondo, 
este plazo incluye el plazo de liquidación del referido Fondo. 

 
¿Cómo debe ser considerado el FAE-TURISMO para efectos de las normas de la SBS?  
 
El FAE-TURISMO, para efectos de normas de la SBS, debe ser considerada por la ESF o la COOPAC 
otorgante del crédito como sustitución de contraparte crediticia, constitución de provisiones y activos 
ponderados por riesgo. 
 
¿Los créditos otorgados bajo el FAE-TURISMO pueden ser objeto de refinanciación o 
reestructuración? 
 
El D.S. 212-2020-EF ha establecido que los créditos otorgados bajo los términos y condiciones del FAE-
TURISMO no podrán ser objeto de refinanciación ni reestructuración a través del PARC u otro esquema 
concursal. 
 
¿Cuál es la naturaleza del crédito garantizado por el FAE-TURISMO? 
 
La garantía que es otorgada en virtud del Certificado de Garantía es irrevocable e incondicional, salvo 
incumplimiento en el pago de la comisión fijada.  
 
COFIDE no podrá reducir el monto de las coberturas ni incrementar el costo de las comisiones durante la 
vigencia de la garantía una vez que haya sido emitida esta. 
 
¿Cuál es el Monto Máximo de Exposición (MME) que ha considerado el FAE-TURISMO? 
 
El MME representa el monto máximo hasta el cual el FAE-MYPE puede otorgar garantías, el cual no puede 
superar tres (3) veces el saldo disponible del FAE-TURISMO.  
 
Es COFIDE quien determina el MME en función al límite disponible que cuente para sus operaciones de 
intermediación. 
 
¿Cuáles son los mecanismos de transparencia de la información que utiliza el FAE-TURISMO? 
 
El FAE-TURISMO emplea los siguientes mecanismos para salvaguardar la transparencia de la información 
emitida en el marco del funcionamiento del Fondo: 
 

• COFIDE mantiene un registro de las operaciones realizadas con cargo a los recursos del FAE-
TURISMO, el cual debe ser reportado de forma semanal al VMT del MINCETUR y al MEF, 
conforme a los reportes que realiza la ESF o COOPAC de acuerdo con lo establecido en el D. U. 
076-2020, sus normas modificatorias y el Reglamento Operativo del Fondo.  
 

• COFIDE puede supervisar y fiscalizar de manera posterior al otorgamiento de la garantía, directa 
o indirectamente, por lo que se encuentra facultada para solicitar a la ESF o COOPAC información 
física o digital, o realizar visitas de revisión de archivos, a fin de velar por la correcta aplicación de 
FAE TURISMO y los créditos garantizados en el marco de lo establecido en el D. U. 076-2020 y 
del Reglamento Operativo. 



¿Qué responsabilidades se han establecido en el Decreto de Urgencia 076-2020 que creó el FAE-
MYPE? 
 
El Decreto de Urgencia 076-2020 estableció las siguientes responsabilidades: 
 

• Las ESF o COOPAC otorgantes de los créditos deben verificar el cumplimiento de las regulaciones 
prudenciales del sistema financiero y los requisitos y condiciones para acceder al FAE-MYPE. 
 

• Los gerentes generales o representantes de las MYPE que accedan al FAE-TURISMO suscribirán 
una declaración jurada manifestando el cumplimiento de los criterios de elegibilidad. Cualquier 
declaración falsa, fraude o simulación generará responsabilidad civil y penal, así como las demás 
sanciones a las que hubiera lugar. 

 

¿Se encuentran las empresas de seguros obligadas al pago de las indemnizaciones o de la 
cobertura en este periodo de emergencia sanitaria? 

Las empresas de seguros se encuentran obligadas al pago de la indemnización o de la cobertura en 
aquellos siniestros que, al momento de la declaratoria de estado de emergencia nacional, se encontraban 
consentidos. Un siniestro se encuentra consentido cuando ha transcurrido el plazo de ley para que la 
aseguradora se pronuncie o cuando se ha pronunciado de manera favorable. 
 
¿Qué sucede con el cómputo de los plazos para la atención de siniestros? 

El cómputo de los plazos para la atención de siniestros a nivel nacional ha sido suspendido hasta el 30 de 
junio del presente año; en ese sentido, los plazos para el aviso del siniestro, la solicitud de la cobertura, el 
proceso de liquidación y el rechazo del siniestro se encuentran suspendidos hasta la fecha indicada.  
 
¿Se ha recomendado priorizar algún tipo de atención de siniestros durante el Estado de Emergencia 
Nacional? 

Las empresas de seguros deben tratar de priorizar la atención de los procesos relacionados a la gestión y 
pago de siniestros que estén relacionados con los seguros de asistencia médica y otros que cuenten con 
coberturas de salud.  
 
¿Qué sucede frente a la imposibilidad del pago de las primas en este periodo de emergencia 
sanitaria?, ¿se encuentran las empresas de seguros obligadas a no suspender la cobertura por la 
imposibilidad en el pago? 

La SBS ha brindado instrucciones y/o recomendaciones a las aseguradoras, indicando que deben evaluar 
la pertinencia de realizar reprogramaciones al mayor número posible de contratantes frente a la probable 
imposibilidad en el pago de estos. Siendo así, queda a competencia y/o discreción de cada aseguradora 
adoptar las medidas que considere necesarias para procurar el pago y adoptar todos los mecanismos de 
comunicación disponibles. Las aseguradoras se encontrarán facultada a suspender la cobertura cuando se 
den los supuestos previstos por ley de la materia. 
 
¿Qué es el Fondo de Apoyo Empresarial a las Micro y Pequeñas Empresas (FAE-MYPE) MYPE? 

• El Fondo de Apoyo Empresarial a las MYPE (“FAE-MYPE”) son recursos que destina el Estado, 
canalizados y administrados por COFIDE como banca de segundo piso, para que las MYPE puedan 
superar la situación de crisis económica generada por el COVID-19.  

• El fondo fue creado mediante el Decreto de Urgencia No. 029-2020 con la finalidad de promover el 
financiamiento de las MYPE a través de créditos para capital de trabajo y para reestructurar y 
refinanciar sus deudas, otorgados por las empresas del sistema financiero o las cooperativas de 
ahorro y crédito no autorizadas a captar recursos del público (“COOPAC”), para lo cual el Ministerio 
de Economía y Finanzas transfirió al fondo S/ 300 millones.  



• En línea con lo anterior, cabe precisar que el FAE-MYPE puede apalancarse hasta por cinco veces el 
valor de su saldo disponible, con el objeto de ampliar el rango de cobertura de las empresas 
beneficiadas. 

 
¿Cuáles son las modificaciones implementadas al FAE-MYPE? 

Mediante el Decreto de Urgencia No. 049-2020 se aprobaron modificaciones para fortalecer la gestión del 
fondo. Actualmente, el FAE-MYPE cuenta con fondos hasta por la suma de S/ 800 millones, destinados 
para garantizar únicamente los créditos para capital de trabajo que las empresas del sistema financiero o 
las COOPAC otorguen a las MYPE. 

¿Qué sucede con las operaciones realizadas de manera previa a la vigencia del D.U. No. 049-2020? 

Las operaciones realizadas antes del 28 de abril de 2020 en el marco de lo dispuesto por el Decreto de 
Urgencia No. 029-2020 y su reglamento, aprobado por la Resolución Ministerial No. 124-2020-EF/15, 
mantienen las condiciones originalmente pactadas. 

 
¿Todas las MYPE califican para estos beneficios? 

El nuevo reglamento operativo del FAE-MYPE, aprobado por la Resolución Ministerial No. 150-2020-EF/15, 
establece que se debe tener en cuenta los siguientes criterios de elegibilidad:  

 
 Pueden ser beneficiarias las personas naturales o jurídicas calificadas como (i) MYPE y (ii) deudor 

minorista, según las disposiciones de la SBS. 
 

 La MYPE debe haber obtenido un crédito para capital de trabajo a partir del 28 de abril de 2020, según 
los parámetros establecidos por la SBS para créditos a microempresas y pequeñas empresas. 
 

 Al 29 de febrero de 2020 la MYPE debía encontrarse calificada en la Central de Riesgo de la SBS en 
la categoría de “Normal” o “Con Problemas Potenciales” (CPP). En caso de no contar con clasificación 
a dicha fecha, no haber estado en una categoría diferente a la categoría “Normal” durante los 12 
meses previos al otorgamiento del crédito. En caso de no contar con clasificación a dicha fecha, no 
haber estado en una categoría diferente a la categoría “Normal” durante los 12 meses previos al 
otorgamiento del préstamo.  
 

 En caso que la MYPE no cuente con historial crediticio y, por tanto, no tenga clasificación, la empresa 
del sistema financiero y/o la COOPAC deberá indicar la clasificación interna asignada que tendrá que 
ser equivalente a las categorías de “Normal” y/o CPP establecido por la SBS. 

 
¿Existen supuestos de exclusión? 

Efectivamente, no podrán ser beneficiarias las MYPE que: 
 

 Se encuentren vinculadas a las empresas del sistema financiero y a las COOPAC otorgantes del crédito. 
 

 Se encuentren comprendidas en el ámbito de la Ley No. 30737, Ley que asegura el pago inmediato de 
la reparación civil a favor del Estado peruano en casos de corrupción y delitos conexos. 
 

 Cuenten con créditos garantizados en el marco del Programa “Reactiva Perú”. 
 
¿Cómo saber si califico como deudor minorista y MYPE? 

De acuerdo con los criterios establecidos en la Resolución SBS No. 11356-2008 y sus modificatorias: 
 



 Pequeñas empresas: Personas naturales y jurídicas cuyo nivel de endeudamiento total en el sistema 
financiero (sin incluir los créditos hipotecarios para vivienda) es superior a S/20,000 pero no mayor a  
S/ 300,000 en los últimos seis meses. 
 

 Microempresas: Personas naturales y jurídicas cuyo nivel de endeudamiento total en el sistema 
financiero (sin incluir los créditos hipotecarios para vivienda) es no mayor a S/ 20,000 en los últimos 
seis meses. 
 

 Deudor minorista: Persona natural o jurídica que cuenta con créditos directos o indirectos clasificados 
como de consumo (revolventes y no revolventes), a microempresas, a pequeñas empresas o 
hipotecarios para vivienda. 

 
¿Cómo saber si tengo la calificación de “Normal” o “CPP” en la central de riesgo de la SBS? 

De acuerdo con la clasificación del deudor de la cartera de créditos a “Pequeñas Empresas”, a 
“Microempresas”, de “Consumo Revolvente” y “Consumo No Revolvente”: 

 
 Categoría “Normal”: Son aquellos deudores que vienen cumpliendo con el pago de sus créditos de 

acuerdo a lo convenido o con un atraso de hasta ocho días-calendario.  
 

 Categoría “Con Problemas Potenciales” (CPP): Son aquellos deudores que registran atraso en el pago 
de sus créditos de nueve a treinta días-calendario. 

 
Puede solicitar un reporte de deudas de manera virtual y gratuita en el siguiente enlace: 
https://reportedeudas.sbs.gob.pe/reportedeudasSBS1/Default.aspx 
 
¿Cómo solicitar el crédito para capital de trabajo? 

Se otorgan facilidades para solicitar nuevos créditos para capital de trabajo a partir del 28 de abril de 2020, 
los cuales podrán ser solicitados a las empresas del sistema financiero o a las COOPAC que hayan suscrito 
un contrato de canalización con COFIDE. 
 
¿Cuál es el monto del crédito que las instituciones financieras pueden otorgar? 

Hasta un máximo de S/ 30,000 (o su equivalente en dólares de los Estados Unidos de América) por cada 
MYPE, en función al monto equivalente a dos veces el promedio mensual de deuda de capital de trabajo 
registrado por la MYPE, en el año 2019, en la empresa del sistema financiero o COOPAC que le otorga el 
crédito. Para dicho límite no se considera los créditos de consumo ni hipotecarios para vivienda. 
 
¿El otorgamiento de los créditos se da individualmente o por grupo económico? 

Se da individualmente por MYPE, sujeto a las limitaciones y restricciones regulatorias aplicables a las 
entidades financieras, de ser el caso. 

 
¿Cuál es el porcentaje del crédito que garantiza el FAE-MYPE? 

El límite de la garantía individual por MYPE se aplica según la siguiente escala: 

a) Hasta S/ 10,000 (o su equivalente en dólares de los Estados Unidos de América) con una cobertura 
del 98% por deudor. 
 

b) Desde S/ 10,001 hasta S/ 30,000 (o su equivalente en dólares de los Estados Unidos de América) 
con una cobertura de 90% por deudor. 

 

https://reportedeudas.sbs.gob.pe/reportedeudasSBS1/Default.aspx


¿Habría que otorgar garantías complementarias dado que el FAE-MYPE sólo garantiza un porcentaje 
del crédito?  

Las entidades financieras podrán requerir garantías adicionales por los porcentajes no cubiertos por la 
garantía otorgada por el FAE-MYPE. 
 
¿En qué condiciones se debería devolver el crédito otorgado? 

El plazo máximo es de 36 meses, el cual incluye hasta 12 meses de periodo de gracia (sin pago del principal 
e intereses). Los intereses correspondientes al periodo de gracia se prorratean durante el plazo remanente 
del préstamo. Culminado el periodo de gracia, el préstamo se paga en cuotas mensuales iguales. 
 
¿Cuál es la tasa de interés que podrán cobrar las entidades financieras? 

Las tasas de interés y/o las comisiones son determinadas por cada entidad financiera. 
 
¿Qué pasaría si no se paga las cuotas asumidas en el contrato de crédito? 

Dependerá de lo establecido en el contrato de préstamo. Sin embargo, en caso el deudor incurra en un 
atraso de 90 días calendario en el pago de su deuda, la entidad financiera solicitará a COFIDE activar la 
cobertura de la garantía otorgada. A su vez, COFIDE desembolsa el monto de la garantía a los 30 días 
calendario de recibida la solicitud de la entidad financiera.  
 
¿Cuál es la tasa de provisión por riesgo de crédito de la parte garantizada por el Programa 
REACTIVA PERÚ y el FAE-MYPE? 

La tasa de provisión por riesgo de crédito será de 0% para la parte de los créditos que se encuentren 
coberturados por la garantía del Programa REACTIVA PERÚ o el FAE-MYPE siempre que se aplique la 
sustitución de contraparte crediticia. Esto de acuerdo a lo dispuesto por la Resolución SBS No. 1314 y la 
Resolución SBS No. 1315.  
 
Por otro lado, de acuerdo a lo dispuesto por el Oficio Múltiple No. 11999-2020-SBS y el Oficio Múltiple 
No.13206-2020-SBS, a la parte del crédito no garantizado por el Programa REACTIVA PERÚ o el FAE-
MYPE le corresponde la provisión del tipo de crédito original según la clasificación del deudor del crédito. 
 
¿Qué es el “Programa de Garantía del Gobierno Nacional a las Empresas del Sistema Financiero”?  

Mediante Decreto Legislativo No. 1508 del 11 de mayo de 2020 se creó el “Programa de Garantía del 
Gobierno Nacional a las Empresas del Sistema Financiero” (el “Programa de Garantía del Gobierno 
Nacional” o “Programa”) que permite a las empresas del sistema financiero incrementar su capacidad para 
enfrentar escenarios de mayor demanda por liquidez. El Programa de Garantía del Gobierno Nacional 
busca garantizar la cartera de créditos de empresas del sistema financiero, con el fin de dotarla de liquidez 
extraordinaria. 
 
La Garantía del Gobierno Nacional que se otorga en el marco del Programa se canaliza a través de los 
siguientes mecanismos:  

• Mediante fideicomiso.  
• Mediante comisión de confianza u otro instrumento de similar naturaleza. 
• Si la cartera de créditos está conformada por créditos cuyo monto individual es inferior a S/ 20 

000.00 deberá ser canalizada exclusivamente a través de un Fideicomiso. 
 
¿Quiénes son las entidades Participantes del Programa de Garantía del Gobierno Nacional? 
 
Las empresas del sistema financiero comprendidas dentro de este Programa (en adelante, las entidades 
participantes), son las empresas de operaciones múltiples comprendidas en los numerales 1, 2, 3, 4 y 7 del 
Literal A del artículo 16 de la Ley General del Sistema Financiero y del Sistema de Seguros y Orgánica de 
la SBS, Ley No. 26702 y sus modificatorias (en adelante, Ley General). 



¿Para qué sirve la garantía otorgada en el marco de este Programa? 
 
La Garantía del Gobierno Nacional para cubrir la cartera de créditos de las empresas del sistema financiero 
elegible solo sirve de respaldo siempre que ésta se utilice, de manera exclusiva, en operaciones del BCRP. 
Además, esta garantía no excede el ochenta por ciento (80%) de la cartera transferida en el marco del 
Programa y es eficaz desde que COFIDE remite a las entidades participantes el certificado correspondiente.  
 
¿Cuáles son las condiciones que debe cumplir la entidad participante del Programa de Garantía 
del Gobierno nacional?  
 
La entidad participante debe cumplir con las siguientes condiciones para acceder al Programa: 
 

• Contar con una cartera elegible. 

• Cumplir con los siguientes compromisos: 

a) Mantener las provisiones que correspondan a la cartera transferida y mantenerlas 
actualizadas. Bajo ningún concepto las provisiones por la transferencia de cartera realizada en 
el marco del Programa serán reducidas. 

b) Garantizar la existencia y exigibilidad de los créditos transferidos. 

c) A partir del 12 de mayo no debe incrementar el nivel de exposición con personas naturales y 
jurídicas vinculadas. 

d) No distribuir utilidades ni reservas hasta completar la recompra total de la cartera transferida 
en el marco del Programa. 

e) No incrementar dietas, bonos y remuneraciones de altos funcionarios y directivos, hasta la 
recompra total de la cartera transferida. 

f) Contar con una evaluación a los 90 días calendario contados desde que accede al Programa 
y, en caso sea necesario después de esta evaluación, un plan de fortalecimiento relacionado 
a aportes de capital u otras medidas que resulten satisfactorias a criterio de la SBS. 
 

• Suscribir el Contrato de Garantía con COFIDE, y como consecuencia de esto deberá emitir un 
pagaré incompleto a favor de COFIDE y suscribir una declaración jurada afirmando que todas las 
carteras de créditos presentadas para que sean garantizadas por el Programa cumplen los 
requisitos y condiciones de elegibilidad. 

• Registrar: (i) Como promedio diario, en el mes anterior al de la fecha en la que accede al Programa, 
la suma de activos líquidos menos los requerimientos de encaje, en ambas monedas, menor al 
25% del Total de Obligaciones Sujetas a Encaje en moneda nacional; o, (ii) una disminución de 
más del 10% en el saldo promedio diario Total de Obligaciones Sujetas  Encaje en moneda 
nacional en los últimos 15 días , respecto de su valor promedio diario alcanzado en el mes que 
antecede al mes anterior en el que accede al Programa. 

¿Cuál es la cartera elegible?  

• Es la cartera de créditos corporativos, a grandes y medianas empresas, créditos de consumo y 
créditos otorgados a la pequeña y microempresa, de acuerdo con las definiciones contenidas en las 
normas de la SBS. 
 

• Corresponde a créditos otorgados a personas naturales y jurídicas, en moneda nacional y extranjera 
(Dólares de los Estados Unidos de América) que, en este último caso, deben ser computados y 
actualizados a su equivalente en moneda nacional, al tipo de cambio contable de la SBS en la fecha 
en que se realiza la transferencia de la cartera al administrador del Programa, siempre que al 29 de 



febrero de 2020 hayan tenido calificación de riesgo “Normal” o “Con Problemas Potenciales” en la 
entidad participante del Programa.  

 
¿Qué créditos no son considerados parte de la cartera elegible?  

• Los que hayan sido generados en otro programa que tenga garantía del gobierno nacional.  
 

• Los otorgados a personas naturales y jurídicas vinculadas con la entidad participante del Programa, 
de acuerdo con la definición de vinculación contenida en las normas de la SBS.  
 

• Los que estén dados en garantía, que estén comprometidos o que respalden operaciones distintas de 
las contempladas en el Programa bajo comentario. 
 

• Los otorgados a aquellas empresas comprendidas en el ámbito de la Ley Nº 30737, Ley que asegura 
el pago inmediato de la reparación civil a favor del Estado peruano en casos de corrupción y delitos 
conexos. Salvo que hayan cumplido con el pago total de la reparación civil a que hubiera lugar y 
tengan la condición de habilitadas para contratar con el Estado. 
 

• Los otorgados a cualquier persona o ente jurídico sometida a procesos por delitos de corrupción y 
conexos o cuyos representantes estén siendo investigados por dichos delitos. Salvo que hayan 
cumplido con el pago total de la reparación civil a que hubiera lugar y tengan la condición de 
habilitadas para contratar con el Estado. 

 
¿Cuál es el monto máximo de la cartera garantizada y cuáles son los límites para la entidad 
participante del Programa de Garantía del Gobierno Nacional? 
 
El monto máximo de la cartera de créditos que la entidad participante puede inscribir en este Programa es la 
suma que resulte menor al comparar: 
 

• El patrimonio efectivo de la entidad participante al 29 de febrero de 2020 ajustado de acuerdo a su 
clasificación de riesgo; y, 

• La suma de S/600 000 000.00 
 

El límite de la garantía para el monto máximo referido en el párrafo anterior se determina en función de los 
siguientes criterios: 
 

CLASIFICACIÓN DE RIESGO DE LA 
ENTIDAD PARTICIPANTE 

COBERTURA DE LA 
GARANTÍA 

Clasificada por lo menos en la categoría de B 100% del patrimonio efectivo 
Clasificada en la categoría B- y C- 80% del patrimonio efectivo 
Clasificada por debajo de C- 60% del patrimonio efectivo 

 
Cabe señalar que para efectos del monto de la garantía de S/ 7 000 000 000,00 destinado a cubrir la cartera 
de créditos de las entidades participantes que resulten elegibles por el Programa, señalado en el numeral 
3.1 del Decreto Legislativo 1508, se computa el saldo de las operaciones que las ESF participantes tengan 
vigentes con el BCRP en el marco de este Programa. Este saldo total, al 31 de diciembre de 2022, no 
puede ser mayor al monto del Programa establecido en los numerales 3.1 y 3.5 del artículo 3 del citado 
Decreto Legislativo. 

¿Cuál es el plazo para que la entidad participante acceda al Programa de Garantía del Gobierno 
Nacional?  

El plazo para que las entidades participantes accedan al Programa vence el 31 de diciembre de 2022.  
La entidad participante que acceda al Programa se compromete a recomprar la cartera transferida hasta 
el 31 de diciembre de 2024.  



¿Cómo se ha definido a las prácticas abusivas en el Reglamento de Gestión de Conducta de 
Mercado?  

Mediante la Resolución SBS No.1870-2020, se ha incorporado el artículo 53-A a través del cual se define 
a las prácticas abusivas como “las conductas que afectan que afectan el legítimo interés de los usuarios al 
tomar ventaja de las circunstancias de las circunstancias particulares de la relación de consumo, 
imponiendo condiciones excesivamente onerosas o que no resulten previsibles al momento de contratar”. 

Por otro lado, la resolución mencionada también ha incorporado al Reglamento el Anexo No.5, en el cual 
se establecen algunas prácticas abusivas en el sistema financiero que se encuentran prohibidas. 
 
¿Qué disposiciones adicionales ha establecido la Resolución SBS No.1870-2020 al Reglamento de 
Gestión de Conducta de Mercado?  

 La resolución citada ha incorporado la sexta y la sétima disposición complementaria final. Por un 
lado, la primera de las disposiciones incorporadas establece la posibilidad de que las empresas 
del sistema financiero puedan realizar modificaciones contractuales de créditos otorgados a sus 
clientes en el marco de una declaratoria de estado de emergencia. Los aspectos mínimos que 
deben implementar las empresas para el tratamiento de clientes mencionados se encuentra 
establecido en el Anexo No.6 del Reglamento. 

Por otro lado, la segunda disposición incorporada establece la obligación de que las empresas 
emisoras de tarjetas de crédito cuenten dentro de su portafolio con al menos una que no tenga 
incorporada la comisión de membresía. 

 Asimismo, mediante esta resolución se ha incluido dentro del Anexo No.3 del Reglamento el 
numeral 22 referido a los cargos de acceso y gestiones asociadas al tratamiento de clientes con 
dificultades temporales para el pago de créditos en el marco de una declaratoria del estado de 
emergencia como un cargo que no tiene la calidad ni de comisión ni de gasto. 

 

 Se han modificado algunos numerales del Anexo No.1 y del Anexo No.2 del Reglamento de 
Infracciones y Sanciones de la Superintendencia de Banca, Seguros y AFP, aprobado por la 
Resolución SBS No.2755-2018. 

¿Cuándo entra en vigencia la Resolución SBS No.1870-2020?  
 
Las disposiciones incorporadas al Reglamento de Gestión de Conducta de Mercado y las modificaciones 
al Reglamento de Infracciones y Sanciones de la SBS establecidos por la citada resolución entrarán en 
vigencia a los treinta (30) días siguientes al 30 de julio del 2020, día en el que ha sido publicada la 
resolución. 
 
 
¿Cuáles son los canales de atención al usuario que brinda la Superintendencia de Banca, Seguros 
y AFP durante el Estado de Emergencia Nacional?  

La SBS, a través de un comunicado, ha señalado que la atención presencial en sus oficinas y módulos de 
atención a los usuarios ha sido suspendida hasta nuevo aviso. Sin embargo, ha puesto a disposición de los 
usuarios los siguientes canales digitales para la atención de consultas y trámites:  
 
• Correo SBS: https://www.sbs.gob.pe/usuarios/nuestros-servicios/tramites-en-linea/atencion-de-

consultas; 
• La Sección de Trámites en Línea del Portal de Orientación y Servicios al Ciudadano: 

http://www.sbs.gob.pe/usuarios/nuestros-servicios/ 

https://www.sbs.gob.pe/usuarios/nuestros-servicios/tramites-en-linea/atencion-de-consultas
https://www.sbs.gob.pe/usuarios/nuestros-servicios/tramites-en-linea/atencion-de-consultas
http://www.sbs.gob.pe/usuarios/nuestros-servicios/


• Inbox de su página de Facebook: www.facebook.com/sbsperu; y. 
• La línea telefónica gratuita a nivel nacional: 0 800 10840 de lunes a viernes de 8:45 a 17:00. 

 
Asimismo, ha dispuesto que toda atención por trámite documentario o mesa de partes de la 
Superintendencia, así como cualquier otra gestión presencial, está suspendida durante el plazo que dure 
la cuarentena sanitaria dictada por el Gobierno. Finalmente, también ha señalado que han quedado 
suspendidos los plazos aplicables a los procedimientos administrativos en trámite seguidos ante el 
Departamento de Servicios al Ciudadano. 
 
¿Cuáles son las medidas que deben adoptar los bancos y demás entidades financieras para reducir 
el riesgo de contagio en sus establecimientos? 
 
Mediante Decreto Supremo No.083-2020-PCM que prorroga el Estado de Emergencia Nacional hasta el 
24 de mayo, se ha dispuesto que para reducir los niveles del riesgo de contagio en los bancos y las demás 
entidades financieras se permitirá un aforo no mayor al 50% de la capacidad del establecimiento; y, se 
exige que para el ingreso a la entidad es obligatorio el uso de mascarillas, desinfección previa, así como 
mantener una distancia social no menor a 1 metro. Sin embargo, estas entidades financieras podrían 
establecer lineamientos adicionales a los dispuestos por el presente Decreto Supremo tomando como 
referencia las disposiciones contenidas, entre otras, en la Resolución Ministerial 239-2020-MINSA que 
aprueba los “Lineamientos para la vigilancia, prevención y control de la salud de los trabajadores con riesgo 
de exposición a COVID-19” y otras disposiciones que disponga la SBS. 
 
¿Puede emitirse cartas fianzas en la coyuntura actual?  
 
Las entidades del sistema financiero nacional están trabajando con atención al público, por tanto, es factible 
que emitan cartas fianzas. A la fecha, los bancos están renovando cartas fianzas sin inconvenientes con 
cargo a las líneas que los clientes tienen aprobadas. 
 
Respecto a la emisión de una nueva carta fianza, si bien existe la complejidad en el recojo del documento 
físico, el beneficiario de la carta fianza podría evaluar los riesgos de recibirla vía correo electrónico 
directamente del banco, con una confirmación de la existencia de la carta fianza que se le envíe 
virtualmente, es más el procedimiento podría ser más eficiente si el solicitante y el beneficiario de la carta 
fianza son clientes de la misma entidad financiera. 
 
¿Qué sucederá con el plazo para protestos de títulos valores? 

La SBS, a través de la Resolución SBS No. 1281-2020, ha establecido respecto del plazo para el protesto 
de títulos valores (así como de la formalidad sustitutoria de acuerdo a ley) una prórroga hasta el 15 de junio 
del 2020. Ello con relación de aquellos títulos valores que cumplan con lo siguiente: 
 
• Que los obligados al pago domicilien en el territorio del Perú. 
• Que el protesto debía llevarse a cabo en el territorio nacional. 
• Que los títulos valores se encuentren en poder de las entidades sujetas a control de la SBS, que al 

11 de marzo de 2020 se encontraban con plazos vigentes para ser protestados, pero que a 
consecuencia del estado de emergencia decretado no pudieron ser protestados dentro de los plazos 
que la normatividad específica establece. 

 
A través de la resolución SBS No. 1357-2020, la SBS prorrogado el plazo para realizar el protesto, hasta el 
30 de junio de 2020. 
 
¿Las entidades del sistema financiero y del sistema de seguros pueden modificar el horario de 
atención al público? 

Por la particular coyuntura que está viviendo nuestro país, la SBS ha dispuesto que las entidades del 
Sistema Financiero, Seguros, AFP y Cooperativas puedan modificar el horario de atención al público de 
sus oficinas a nivel nacional. Para ello, cada entidad deberá establecer su horario de atención, cumpliendo 
un mínimo de horas, el mismo que se aplicará en tanto dure la emergencia sanitaria, así como las 

http://www.facebook.com/sbsperu


restricciones que existen para el desplazamiento de las personas, debiendo informar al público el nuevo 
horario establecido por los diversos medios como páginas web, avisos en las puertas de sus agencias, 
redes sociales. 
 
¿Se podrá reprogramar el pago de deudas con entidades financieras?  

La SBS dio la autorización a las entidades financieras para que puedan reprogramar el pago de deudas de 
sus clientes en el marco del problema sanitario por el coronavirus. La SBS ha establecido ciertas 
precisiones relacionadas con la facultad de las empresas del sistema financiero de efectuar modificaciones 
en los contratos de créditos que no obedezcan a dificultades en la capacidad de pago de los prestatarios, 
a efectos que no sean consideradas como refinanciaciones. El plan aplica para los clientes del sistema 
financiero que no hayan presentado atrasos al momento de la declaratoria de emergencia. Habiéndose 
precisado que, las empresas del sistema financiero podrán modificar las condiciones contractuales de las 
diversas modalidades de créditos de manera general sin necesidad de contactar a cada cliente de manera 
individual, sin que esta modificación constituya una refinanciación (ni un deterioro en la calificación crediticia 
de los deudores), en la medida que el plazo total de los referidos créditos no se extienda por más de seis 
(6) meses del plazo original, y que a la fecha de la declaratoria de emergencia los deudores se encuentren 
al día en sus pagos. 

¿Qué ocurre con los plazos de los procedimientos administrativos seguidos ante la 
Superintendencia de Banca, Seguros y AFP?  

Mediante Resolución No.1753-2020, la SBS ha dispuesto ampliar desde el 01 hasta el 31 de julio, inclusive, 
la suspensión del cómputo de los plazos administrativos referidos a: 

• Las funciones y atribuciones que le corresponden. 
• La entrega de información requerida a la Superintendencia de manera virtual. 
• La prescripción de la facultad de la Superintendencia para determinar la existencia de infracciones 

administrativas. 
• La prescripción de la exigibilidad de las multas impuestas por la comisión de una infracción 

administrativa. 
• El cumplimiento de las disposiciones emitidas por la Superintendencia, con excepción de los plazos 

referidos a disposiciones en las que la SBS haya requerido expresamente a los administrados su 
cumplimiento.  

¿Cómo y cuál es el plazo para solicitar el retiro extraordinario facultativo dispuesto por la Ley No. 
31017 y su Reglamento Operativo? 

Los afiliados al Sistema Privado de Pensiones pueden ingresar su solicitud de retiro extraordinario 
facultativo, por única vez, dentro del plazo máximo de 60 días calendario, computados desde el 18 de mayo 
de 2020, bajo los canales y formatos que las AFP establezcan para dicho fin. 

¿Cuál es el monto al que podrán acceder los afiliados al Sistema Privado de Pensiones a través del 
retiro extraordinario facultativo? 

• Los afiliados pueden retirar desde 1 UIT, o su equivalente a S/ 4,300, hasta el 25% del total registrado 
en su Cuenta Individual de Capitalización de Aportes Obligatorios (“CIC”), estableciéndose como tope 
máximo el equivalente a 3 UIT, o el monto de hasta S/ 12 900. Para estos efectos, la AFP debe disponer 
la entrega del 50% del monto solicitado dentro de los 10 días calendario siguientes de presentada la 
solicitud, mientras que el saldo restante del 50% debe estar a disposición del afiliado dentro de los 30 
días calendario, computados a partir del primer desembolso. 
 

• En caso el afiliado registre un saldo igual o menor a 1 UIT, o su equivalente a S/ 4,300, en su CIC de 
aportes obligatorios, el retiro corresponderá al 100% de esta y se efectuará en un solo desembolso, en 
un plazo máximo de 10 días calendario, computados desde el día siguiente de presentada la solicitud. 

 



Así pues, los tramos establecidos para el retiro extraordinario facultativo son los siguientes: 
 

Monto de la CIC Regla de asignación 1ra. Armada 2da. armada 
Menor o igual a S/ 4,300 100% de la CIC 100% de la CIC N.A. 

Desde S/ 4,300 hasta S/ 17,200 S/ 4,300 S/ 2150 S/ 2150 
Desde S/ 17,200 hasta S/ 51,600 Hasta 25% de la CIC Hasta 12.5% de la CIC Hasta 12.5% de la CIC 

Mayor a S/ 51,600 Hasta S/ 12,900 Hasta S/ 6,450 Hasta S/ 6,450 
 

¿Qué sucede si el afiliado ya accedió al retiro extraordinario de los S/ 2 000.00 dispuesto por el 
Decreto de Urgencia No.043-2020? 

Si el afiliado ya accedió al retiro de S/ 2 000.00 de su CIC según lo dispuesto por el Decreto de Urgencia 
No.034-2020, este monto será descontado al realizar la nueva solicitud de retiro. 
 
¿Qué sucede si el afiliado se encuentra con imposibilidad física o en el extranjero? 

En este caso, las AFP se encuentran obligadas a establecer protocolos de verificación y contacto que les 
permitan identificar al titular solicitante que se encuentra en el extranjero o que está imposibilitado 
físicamente a fin de que en caso lo requiera pueda presentar su solicitud para el retiro extraordinario. Este 
protocolo debe ser difundido por la AFP antes del 18 de mayo del presente año, fecha en la que se ha 
previsto el inicio de la presentación de solicitudes. 
 
¿Qué naturaleza tienen los fondos retirados de forma extraordinaria del Sistema Privado de 
Pensiones en virtud de la Ley No.31017? 
 
La naturaleza de los fondos retirados de forma facultativa y extraordinaria de hasta el 25% a los que hace 
referencia la Ley No.31017 mantienen su carácter intangible por lo que estos no pueden ser objeto de 
descuento, compensación legal o contractual, embargo, retención, cualquier forma de afectación, sea por 
orden judicial y/o administrativa, sin importar la cuenta en la que hayan sido depositados estos fondos. 
 
¿Hay alguna excepción al carácter intangible de los fondos retirados de forma extraordinaria del 
Sistema Privado de Pensiones en virtud de la Ley No.31017?  
 
Sí, los fondos retirados de forma facultativa y extraordinaria de hasta el 25% a los que hace referencia la 
Ley No.31017 pueden ser objeto de retenciones judiciales o convencionales derivadas de deudas 
alimentarias hasta un máximo del 30% de lo retirado, según lo dispuesto por la Ley No.31022. 
 
¿Qué medidas se están tomando para facilitar el proceso de pagos de los fondos otorgados o 
liberados por leyes y otras normas? 

De acuerdo con el Decreto de Urgencia No.056-2020, las empresas del sistema financiero, incluyendo al 
Banco de la Nación, y las emisoras de dinero electrónico pueden: 
 
• Abrir cuentas, de forma masiva o individual, a nombre de los beneficiarios identificados por la entidad 

estatal o privada que ordena el pago, sin que previamente se haya suscrito un contrato mediante el 
cual se acepte la apertura de la referida cuenta. 

• Compartir con la entidad que ordena el pago la información de identificación de la cuenta creada o las 
cuentas preexistentes de los beneficiarios de los fondos, incluyendo el Código de Cuenta Interbancario 
(CCI). Para estos fines se exceptúa del alcance del secreto bancario el cumplimiento de esta medida. 

 
Por otro lado, únicamente con la finalidad de efectuar la transferencia de los fondos referidos, la entidad 
estatal o privada que ordena el pago podrá compartir con las empresas del sistema financiero y las emisoras 
de dinero electrónico los datos personales de los beneficiarios que son estrictamente necesarios para la 
apertura de la cuenta.  



Sin perjuicio de lo señalado por el Decreto de Urgencia No.056-2020, la SBS podrá establecer 
características y condiciones adicionales para la apertura de estas cuentas. 
 
¿Para qué fines pueden ser utilizadas las cuentas creadas en virtud del Decreto de Urgencia No.056-
2020? 

Las cuentas creadas por las entidades financieras, incluyendo al Banco de la Nación, y las emisoras de 
dinero electrónico para la transferencia de los fondos otorgados o liberados por leyes u otras normas podrán 
ser utilizadas por sus titulares para fines adicionales al depósito y retiro de los referidos fondos. Asimismo, 
estas cuentas podrán ser cerradas cuando: 
 

• No mantengan saldo por un periodo mínimo de 6 meses. 
• Lo solicite el titular de la cuenta. 

 
Sin perjuicio de lo señalado por el Decreto de Urgencia No.056-2020, la SBS podrá establecer 
características y condiciones adicionales para el uso y cierre de estas cuentas. 
 
¿Qué naturaleza tienen los fondos depositados en las cuentas creadas en virtud del Decreto de 
Urgencia No.056-2020? 

Los fondos otorgados o liberados por leyes u otras normas que hayan sido depositados en las cuentas 
creadas en virtud de lo dispuesto por el Decreto de Urgencia No.056-2020, tienen carácter intangible por el 
periodo de un año contado desde que se ha recibido el pago; es decir, estos fondos no podrán ser objeto 
de compensación legal o contractual, embargo, retención o cualquier otra afectación, sea por orden judicial 
o administrativa. 
 
¿Qué sucede si no se utilizan los fondos otorgados o liberados por disposición de leyes u otras 
normas dentro del plazo máximo establecido por la entidad estatal ordenante? 

La entidad estatal ordenante establece un protocolo y un plazo máximo para que los beneficiarios, titulares 
de las cuentas, utilicen de manera parcial o total los fondos que les han sido transferidos. En caso de que 
al término del plazo máximo que la entidad estatal establezca no se haya realizado ningún movimiento en 
la cuenta, estos fondos serán extornados de las cuentas y se reintegrarán a la entidad estatal que 
corresponda. 
 
¿Se han suspendido los plazos de entrega de información a la Superintendencia del Mercado de 
Valores (SMV)?  

La SMV ha emitido la Resolución de Superintendente No. 046-2020-SMV/02, que modifica los artículos 2, 
3, 4 y 5 de la Resolución de Superintendente No. 033-2020-SMV/02, -con vigencia desde el 29 de mayo de 
2020- prorrogando los plazos para entrega de información.  
 
Sin perjuicio de ello, mediante Resolución de Superintendente No. 074-2020-SMV/02, se ha establecido 
que toda aquella información exigida con carácter general, distinta a la relacionada con la presentación de 
información financiera (individual anual o separada auditada del 2019, consolidados auditados anuales de 
la matriz de los sujetos supervisados 2019, consolidado anual de las matrices últimas de los sujetos 
obligados 2019, intermedia individual o separada al 31 de marzo de 2020, consolidados de la matriz de los 
sujetos supervisados al 31 de marzo de 2020, intermedia individual o separada al 30 de junio de 2020 y 
consolidados de la matriz de los sujetos supervisados al 30 de junio de 2020), memoria anual del ejercicio 
2019, informes de clasificación de riesgo e información de grupo económico, cuyo plazo de presentación 
haya vencido entre el 16 de marzo de 2020 y el 19 de agosto de 2020, debe ser presentada a la SMV a 
más tardar el 31 de agosto de 2020. 
 
¿A quiénes aplica esta norma? 

• A los emisores con valores inscritos en el Registro Público del Mercado de Valores - RPMV. 
• A las personas jurídicas inscritas en el RPMV. 



• A las Empresas Administradoras de Fondos Colectivos. 

No aplica a las entidades supervisadas por la Superintendencia de Banca, Seguros y Administradoras de 
Fondos de Pensiones. 

¿Cuáles son los nuevos plazos?  
 

INFORMACIÓN NUEVO PLAZO 
Información financiera individual anual o separada auditada y memoria anual del 
ejercicio 2019 31 de julio de 2020 

Estados financieros consolidados auditados anuales de la matriz de los sujetos 
supervisados del ejercicio 2019 31 de agosto de 2020 

Información financiera consolidada anual de las matrices últimas de los sujetos 
obligados del ejercicio 2019 30 de septiembre de 2020 

Información financiera intermedia individual o separada al 31 de marzo de 2020 31 de agosto de 2020 
Estados financieros consolidados de la matriz de los sujetos supervisados al 31 de 
marzo de 2020 15 de septiembre de 2020 

Información financiera intermedia individual o separada al 30 de junio de 2020 30 de septiembre de 2020 

Estados financieros consolidados de la matriz de los sujetos supervisados al 30 de 
junio de 2020 15 de octubre de 2020 

Informes de actualización de las clasificaciones de riesgo elaborados con información 
financiera anual auditada del ejercicio 2019 30 de septiembre de 2020 

Información de Grupo Económico 31 de octubre de 2020 

 

¿Hay un nuevo plazo para publicar la información contemplada en el artículo 262-A de la Ley General 
de Sociedades?  

Sí, de acuerdo con la Resolución de Superintendente No. 074-2020-SMV/02, el plazo para presentar la 
información vinculada al procedimiento de protección a los accionistas minoritarios de sociedades 
anónimas abiertas vence el 30 de setiembre de 2020. 

¿Se ha extendido el plazo para comunicar como hecho de importancia la designación de los 
auditores independientes?  

Sí, mediante Resolución de Superintendente No.046-2020-SMV/02, con vigencia desde el 29 de mayo de 
2020, la SMV ha prorrogado el plazo límite hasta el 31 de julio de 2020.  
 
¿Se han extendido los plazos para la entrega de información financiera e información 
complementaria de las Sociedades Agentes de Bolsa a la SMV?  

La SMV ha emitido la Resolución de Superintendente No. 045-2020-SMV/02, con vigencia desde el 28 de 
mayo de 2020, estableciendo nuevos plazos para la entrega de información financiera e información 
complementaria de las sociedades agentes de bolsa. Dicha información deberá presentarse observando el 
siguiente cronograma: 

Información Financiera Fecha de Cierre Fecha Límite 

Estados financieros e información complementaria 29/02/2020 15/06/2020 
Estados financieros e información complementaria 31/03/2020 15/06/2020 
Estados financieros e información complementaria 30/04/2020 15/06/2020 
Estados financieros consolidados auditados 31/12/2019 31/07/2020 
Estados financieros consolidados trimestrales 31/03/2020 31/07/2020 

 



La presentación de la información financiera e información complementaria correspondiente al mes de 
mayo de 2020 y en adelante, se realizará conforme a los plazos establecidos en el Reglamento de Agentes 
de Intermediación, aprobado mediante Resolución SMV No. 034-2015-SMV/01 y sus modificatorias.   

¿Qué sucede si ya cuento con la memoria anual y el dictamen de la información financiera anual de 
la empresa? 

En atención a lo establecido en la Circular No. 46-2020-SMV/11.1, tanto la Memoria Anual como la 
información financiera (individual o separada) auditada anual correspondientes al ejercicio 2019 deben ser 
remitidos a través del sistema MVNet, como hecho de importancia, explicando y detallando las razones por 
las cuales no reveló dicha información desde la oportunidad en la que contaron con los referidos 
documentos. Esta obligación es independiente a la información que les corresponda remitir en caso de la 
convocatoria a junta obligatoria anual de accionistas. 
 
Cabe indicar que, en caso los emisores que no cuenten con la Memoria Anual y/o la información financiera 
(individual o separada) auditada anual correspondientes al ejercicio 2019, deberán explicar de manera 
inmediata y detallada, por la vía de los hechos de importancia, las razones por las cuales, hasta la fecha, 
no cuentan aún con la referida información y cuál es el estado de la misma. 
 
¿Qué sucede si, por las medidas de aislamiento social, no es posible convocar a juntas de 
accionistas o asambleas de obligacionistas?  
 
Mediante Resolución de Superintendente No. 050-2020-SMV/02, la SVM ha aprobado las “Normas para 
las Convocatorias y celebraciones de Juntas Generales de Accionistas y Asambleas de Obligacionistas No 
Presencial a que se refiere el artículo 5° del Decreto de Urgencia No. 056-2020”, por la cual se ha autorizado 
de manera excepcional a las personas jurídicas a las que la SMV otorga autorización de organización y de 
funcionamiento y a las sociedades con valores inscritos en el Registro Público del Mercado de Valores a 
convocar y/o celebrar juntas generales de accionistas y asambleas de obligacionistas manera no 
presencial, las que podrán realizarse mediante el uso de medios tecnológicos o telemáticos, aun cuando 
los estatutos o contratos o actos de emisión de obligaciones de dichas entidades no contemplen dicha 
modalidad. 
 
Aquellas entidades que desean acogerse a esta norma deberán cumplir con todas las disposiciones que 
allí se regulan y las adicionales que la SMV pueda aprobar en el marco del artículo 5° del Decreto de 
Urgencia No. 056-2020. Tener en consideración que, sin perjuicio de la aplicación de los tipos infractores 
previstos en el Reglamento de Sanciones, la supervisión de la SMV, se circunscribe a verificar la oportuna 
comunicación de las convocatorias efectuadas por parte de las sociedades emisoras, entidades y 
representantes de los obligacionistas, según corresponda.  
 
Esta norma está vigente desde el 4 de junio de 2020 y hasta 90 días hábiles de culminada la vigencia del 
Estado de Emergencia. 
 
¿Se siguen enviando hechos de importancia? 
 
Sí, las sociedades obligadas (incluyendo las entidades supervisadas por la Superintendencia de Banca, 
Seguros y Administradoras de Fondos de Pensiones) deberán continuar enviando sus hechos de 
importancia por el sistema MVNET.  

La SMV ha puesto a disposición los siguientes canales en caso no puedan enviar información por el MVNET 
o tengan algún inconveniente para acceder a su certificado digital (token): 

• Teléfono: 610 6300 (anexo 7062) de 8 a.m. a 6 p.m. 
• Correo: atencionsmv@smv.gob.pe  

 
 

mailto:atencionsmv@smv.gob.pe


¿Qué ocurre si me habían requerido la entrega de otra información? 

Mediante Resolución de Superintendente No. 033-2020-SMV/02 se dispuso que no sería exigible la entrega 
de información requerida previamente a la declaratoria del estado de emergencia nacional. No obstante, la 
SMV ha aprobado la Resolución de Superintendente No. 074-2020-SMV/02, por la cual se ha establecido 
que a partir del 19 de agosto de 2020 se reanuda el cómputo del plazo establecido para el cumplimiento de 
cualquier requerimiento formulado de forma previa a la declaratoria del Estado de Emergencia Nacional y 
cuyo vencimiento se haya producido entre el 16 de marzo de 2020 y el 19 de agosto de 2020. 

¿Qué ocurre con los procedimientos administrativos?  

El cómputo de los plazos de inicio y de tramitación de los procedimientos administrativos de la SMV, 
incluidos los sujetos a silencio positivo y negativo que se encuentren en trámite desde la entrada en vigencia 
del Decreto de Urgencia No. 026-2020 (con excepción de aquellos que cuenten con un pronunciamiento 
de la autoridad pendiente de notificación a los administrados), han sido suspendidos hasta el 10 de junio 
de 2020, plazo que considera la prórroga de establecida por el artículo 2° del Decreto Supremo No. 087-
2020-PCM.  

Sin perjuicio de ello, la suspensión de plazos de los procedimientos administrativos no impide la 
presentación de solicitudes conforme al Texto Único de Procedimientos Administrativos vía MVNET.  La 
SMV tramitará y/o brindará, mediante trabajo remoto y a través de los canales virtuales de atención 
existentes (MVNet y el Portal del Mercado de Valores), todos los procedimientos administrativos y servicios 
bajo su competencia, incluidos los de orientación, que se hayan indiciado antes y durante la vigencia de la 
emergencia sanitaria.  

No obstante, no se tramitarán y/o brindarán los procedimientos o servicios que se requieran su atención de 
manera física en las instalaciones de la SMV, salvo los servicios de trámite documentario y acceso a los 
expedientes administrativos en trámite; y los procedimientos o servicios que requieran el traslado o 
movilización del personal de la SMV fuera del lugar donde cumplen habitualmente sus labores. 

En el caso de los procedimientos de autorización de funcionamiento en los que de manera previa a la 
inmovilización obligatoria (cuarentena) se hubiere realizado la correspondiente inspección, continuarán 
tramitándose hasta su conclusión. 

¿Qué ocurre si tengo valores registrados en el Mercado Alternativo de Valores y debo pagar 
contribuciones? 

Las empresas que participan en el MAV pagarán el 0% de las contribuciones previstas en el artículo 3 de 
la Norma sobre Contribuciones por los Servicios de Supervisión que presta la SMV, generadas en los meses 
de marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre de 2020. 

¿Qué ocurre con el pago de las contribuciones por parte de las Empresas Administradoras de 
Fondos Colectivos? 

Las Empresas Administradoras de Fondos Colectivos realizarán un pago a cuenta a la SMV de 0 Unidades 
Impositivas Tributarias por los meses de marzo, abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, 
noviembre y diciembre de 2020. 

¿Se ha establecido alguna excepción en los plazos de entrega de dividendos? 

Sólo en el caso de las empresas en las que el Estado Peruano tenga participación única o mayoritaria 
(estén dentro o fuera del ámbito del FONAFE) cuyas acciones se encuentren inscritas en el Registro Público 
del Mercado de Valores y en el Registro de Valores de la Bolsa de Valores de Lima, durante el período del 
Estado de Emergencia y hasta 60 días calendario posteriores al término del mismo, podrán informar la 
fecha de registro para la distribución de dividendos, por lo menos con 3 días hábiles antes del día 
determinado como fecha de registro. Dicho plazo no incluye el día de la comunicación como hecho de 
importancia ni el día establecido como fecha de registro.   



Cabe indicar que, la fecha del acuerdo societario respectivo podrá ser la misma que la fecha de 
comunicación de la fecha de registro, y la fecha de registro podrá ser la misma que la fecha de entrega de 
dividendos. 
 
¿Qué ocurre con la presentación de la Declaración-Autoliquidación y Pago de Contribución Anual 
por el ejercicio gravable 2019 que se presentaba el 30 de abril?  
 
Mediante la Resolución de Superintendente No. 053-2020-SMV/02, la SMV ha prorrogado la fecha límite 
para la presentación de la Declaración-Autoliquidación y Pago de la Contribución Anual por el ejercicio 
gravable 2019 (Formato AP-1) por parte de la bolsa de valores, instituciones de compensación y liquidación 
de valores, empresas clasificadoras de riesgos, sociedades administradoras de fondos mutuos de inversión 
en valores, sociedades administradoras de fondos de inversión, sociedades agentes de bolsa, sociedades 
intermediarias de valores, sociedades titulizadoras, bolsas de productos, sociedades corredoras de 
productos, empresas proveedoras de precios, empresas administradoras de fondos colectivos y demás 
entidades que la SMV otorgue autorización de funcionamiento, hasta el 31 de julio de 2020. 
 
De igual forma, se ha establecido que, para el pago a cuenta mensual correspondiente al mes de junio de 
2020, deberá utilizarse la información financiera anual auditada del año 2018 presentada a la SMV, cuando 
al cierre del citado mes la entidad supervisada aún no haya presentado a la SMV la información auditada 
del año 2019. 
 
Bajo la normativa del mercado de valores, ¿qué disposiciones resultarán aplicables a COFIDE en 
el marco de los Programas y Fondos creados por el Estado Peruano para la reactivación 
económica del país? 

Mediante Resolución de Superintendente No. 041-2020-SMV/02, modificada por Resolución de 
Superintendente No. 065-2020-SMV/02, la SMV ha reconocido –e inscrito en el RPMV- a Corporación 
Financiera de Desarrollo S.A. - COFIDE como sociedad titulizadora en el marco de lo dispuesto por el 
Decreto Legislativo No. 1455, que crea el Programa Reactiva Perú, el Decreto Legislativo No. 1508, que 
crea el Programa de Garantía del Gobierno Nacional a la Cartera Crediticia de las Empresas del Sistema 
Financiero, Decreto de Urgencia No. 082-2020, Programa de Garantía del Gobierno Nacional para el 
Financiamiento Agrario Empresarial (FAE-AGRO), Decreto de Urgencia No. 029-2020, Fondo de Apoyo 
Empresarial a la MYPE (FAE-MYPE), Decreto de Urgencia No. 076-2020, Fondo de Apoyo Empresarial a 
las MYPE del Sector Turismo (FAE-TURISMO) y cualquier otra disposición legal que habilite a COFIDE a 
participar en calidad de fiduciario en los procesos de titulización en otros Fondos o Programas, por lo que 
le resultará exigible todas las obligaciones como sociedad emisora con valores inscritos en el Registro 
Público del Mercado de Valores y las contenidas en el artículo 29, literales g) e i), del  Reglamento de los 
Procesos de Titulización de Activos, aprobado mediante Resolución CONASEV No. 001-97-EF/94.10 (el 
“Reglamento de Titulización”). 
 
Cabe indicar, que COFIDE podrá optar por inscribir los certificados de participación con cargo a los 
fideicomisos de titulización en el RPMV, lo que será automático con la sola presentación a la SMV del acto 
constitutivo del fideicomiso. De igual forma, los referidos certificados de participación podrán ser objeto de 
oferta privada, no resultándole aplicable en este caso el Reglamento de Titulización. 
 
¿Se han aprobado nuevas disposiciones para la tramitación de procedimientos sancionadores de 
manera no presencial ante la SMV?  
 
Sí, mediante Resolución de Superintendente No. 056-2020-SMV/02, la SMV ha aprobado las disposiciones  
para el ejercicio del derecho de uso de la palabra de manera no presencial en procedimientos 
administrativos sancionadores por parte de los administrados (las “Disposiciones”), de manera adicional a 
las contenidas en el Reglamento de Sanciones, aprobado por Resolución SMV No. 035-2018-SMV/01. 



 
De acuerdo con las Disposiciones, el administrado y las personas acreditadas por el uso de la palabra son 
responsables de verificar que sus equipos y sistemas de comunicación cumplan con las especificaciones 
técnicas mínimas para poder acceder a la plataforma electrónica a través de la cual se realizará la audiencia 
de uso de la palabra. Asimismo, la participación en la audiencia no presencial del administrado, su 
representante legal o las personas que se acredite, implicará el consentimiento de los mismos para que su 
intervención en la audiencia pueda ser grabada y el sometimiento a las Disposiciones. 
 
Por último, establece que la SMV podrá convocar a audiencia no presencial a los fines de tomar 
declaraciones dentro o fuera de procesos de investigación, en el marco de sus competencias. 
Esta norma está vigente desde el 2 de julio de 2020 hasta el 31 de diciembre de 2020. 

 

 

DERECHO LABORAL ______________________________________ 
 

¿Qué alternativas tiene el empleador para operar de manera remota? (NUEVO) 

a) Trabajo remoto, el cual es obligatorio u optativo. Es obligatorio disponer esta medida para los 
empleadores que tienen trabajadores de riesgo calificados como tales por la R.M. 448-2020-
MINSA, es decir, quienes tienen una edad mayor de 65 años, hipertensión arterial refractaria, 
enfermedades cardiovasculares graves, cáncer, diabetes mellitus, asma moderada o grave, 
enfermedad pulmonar crónica, insuficiencia renal crónica en tratamiento con hemodiálisis, 
enfermedad o tratamiento inmunosupresor, obesidad con IMC de 40 a más. 
 
El personal discapacitado también tiene acceso al trabajo remoto, previa identificación por parte 
del empleador que la naturaleza de las labores del puesto de trabajo resulta compatible a esta 
modalidad y de común acuerdo con el trabajador con discapacidad. Si la naturaleza de las labores 
del puesto de trabajo no sea compatible con el trabajo remoto o a falta de acuerdo, corresponde 
otorgar una licencia remunerada con cargo a compensación al culminar la emergencia sanitaria 
ocasionada por el COVID-19. 
 
Ello aplica también a los familiares, hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de 
afinidad, que tengan bajo su cuidado a una persona con discapacidad con diagnóstico de COVID-
19 o persona con discapacidad que pertenezca al grupo de riesgo para el COVID-19, conforme a 
lo determinado por el Ministerio de Salud. 
 
El trabajo remoto es optativo para los empleadores que no tienen trabajadores de riesgo, 
discapacitados, o familiares de estos. En ambos casos, el trabajo remoto es impuesto por el 
empleador.  
 
Empleador no está obligado a asumir costos de equipos que se empleen para el trabajo remoto. 
 

b) Teletrabajo pactado con el trabajador.  
 
Empleador obligado a asumir costos de equipos que se empleen para el teletrabajo. 

 



¿Cómo se comunica el trabajo remoto? 

El empleador puede comunicarlo al trabajador por soporte físico o digital. Esto último a través de correo 
institucional o corporativo, intranet, extranet, aplicaciones de mensajería instantánea, redes sociales u otros 
análogos, que permitan dejar constancia de la comunicación.   

¿Qué medidas de seguridad y salud en el trabajo (SST) debe establecer el empleador tratándose de 
trabajo remoto? 

El empleador debe informar al trabajador, por soporte físico o digital, las medidas, condiciones y 
recomendaciones de SST que deberá observar durante el trabajo remoto; especificar al trabajador el canal 
para la comunicación por parte de este último de riesgos adicionales que puedan surgir, o de accidentes 
de trabajo. Esta comunicación puede realizarse por cualquier persona con quien el trabajador comparta 
domicilio o lugar de aislamiento. 

¿Es válido aplicar el trabajo remoto a quienes no pueden ingresar al país? 

Sí, el trabajo remoto puede aplicarse a dichas personas. La labor se realizará desde el lugar en que se 
encuentra físicamente el trabajador. 

¿El empleador está facultado a sancionar a los trabajadores que estén obligados en ir a laborar o 
realizar trabajo remoto o teletrabajo? (NUEVO) 

Sí, está facultado. La declaratoria de estado de emergencia no es eximente para el trabajador no sea 
sancionado en caso incumpla con las obligaciones laborales que le competen. En caso ello ocurra, y 
dependiendo de la gravedad de la infracción cometida por el trabajador, el empleador está habilitado a 
aplicar el principio de autoridad reconocido en el art. 9 del DS 003-97-TR.  

¿Cómo se declaran en la planilla electrónica los trabajadores en trabajo remoto? (NUEVO) 

Deben ser registrados como teletrabajadores según la Tabla Paramétrica N° 35 “Situación Especial”. 

¿El empleador está obligado a entregar a los trabajadores que realicen labores presenciales EPP 
para prevenir el contagio del COVID-19? (NUEVO) 

Sí, el art. 4.1.3 de la R.M. 055-2020-TR, establece que es obligación del empleador entregar a los 
trabajadores material higiénico apropiado y suficiente, así como seguir las recomendaciones que emita el 
médico ocupacional de la empresa de acuerdo al medio ambiente y entorno laboral en relación con el 
puesto de trabajo para evitar el contagio del COVID-19.  

¿Qué medidas puede tomar el empleador en caso no pueda implementar trabajo remoto o aplicar 
licencia con goce de haberes? (NUEVO) 

En aplicación del Decreto de Urgencia 038-2020 y del Decreto Supremo 011-2020-TR, los empleadores 
que no puedan implementar el trabajo remoto o aplicar la licencia con goce de haber recuperable, por la 
naturaleza de sus actividades o por la afectación económica que padecen, pueden adoptar las medidas 
que resulten necesarias a fin de mantener el vínculo laboral y la percepción de remuneraciones, 
privilegiando el acuerdo con los trabajadores. 

La imposibilidad de trabajo remoto por la naturaleza de las actividades se da cuando se requiere la 
presencia del trabajador de forma indispensable, por la utilización de herramientas o maquinarias que solo 
puede operar en el centro de trabajo, u otras situaciones que resulten inherentes a las características del 
servicio contratado. 

Por su parte, la imposibilidad de aplicar licencia con goce de haber compensable por la naturaleza de las 
actividades se da cuando no es razonable la compensación por causas objetivas vinculadas a las labores, 
como cuando el empleador tiene distintos turnos que cubren su actividad de forma continua las 24 horas 
del día (3 turnos), cuando la extensión de la jornada puede poner en riesgo la seguridad y salud de los 



trabajadores, cuando el horario de atención del empleador se sujete a restricciones establecidas por leyes 
o disposiciones administrativas (restaurantes, bares, discotecas) o, cuando se den otras situaciones que 
manifiestamente escapen al control de las partes. 

En cuanto a la imposibilidad de aplicar el trabajo remoto o licencia con goce de haber compensable por el 
nivel de afectación económica, la normativa dispone que ello ocurre cuando el empleador esté en una 
situación económica tal que le impide severa y objetivamente aplicar dichas medidas. Se entiende por nivel 
de afectación económica: 

a)       Para los empleadores exonerados de la cuarentena: 

Cuando el ratio resultante de dividir las remuneraciones de todos los trabajadores declarados en la 
planilla electrónica entre su nivel de ventas al mes previo en el que adopta la medida, comparado 
con el ratio del mismo mes 2019, registra en dicho mes 2020 un incremento mayor a 12 puntos 
porcentuales para el caso de micro y pequeñas empresas y 26 puntos porcentuales para el caso de 
medianas y grandes empresas. Esto aplica para las medidas adoptadas desde mayo 2020. 

b)        Para los empleadores no exonerados de la cuarentena: 

Cuando el ratio resultante de dividir las remuneraciones de todos los trabajadores declarados en la 
planilla electrónica entre su nivel de ventas al mes previo en el que adopta la medida, comparado 
con el ratio del mismo mes 2019, registra en dicho mes 2020 un incremento mayor a 8 puntos 
porcentuales para el caso de micro y pequeñas empresas y 22 puntos porcentuales para el caso de 
medianas y grandes empresas. Esto aplica para las medidas adoptadas desde mayo de 2020. 

c) Para los empleadores con menos de un año de funcionamiento, estén o no exonerados de la 
cuarentena, en lugar de comparar con el ratio del mismo mes 2019, la comparación se realiza en 
función al ratio promedio mensual de ventas de los 3 primeros meses de funcionamiento. Si las 
ventas del mes previo a la adopción de la medida sean 0, el empleador podrá aplicar la medida. 

Las medidas que pueden adoptarse, privilegiando el diálogo con los trabajadores, inclusive para el grupo 
de riesgo, son, entre otras, las siguientes: 

1) Otorgar vacaciones adquiridas y pendientes de goce. 
2) Acordar física o virtualmente el adelanto de vacaciones. 
3) Acordar física o virtualmente la reducción de la jornada diaria o semanal, con la reducción proporcional 

de la remuneración. 
4) Acordar física o virtualmente la reducción de la remuneración, proporcionalmente a las causas que la 

motivan y sin rebajarla por debajo de la Remuneración Mínima Vital (RMV). 
5) Adoptar otras medidas reguladas por el marco legal vigente, siempre que permitan el cumplimiento 

del objetivo del Decreto de Urgencia No. 038-2020. 

Antes de aplicarlas, estas medidas deben ser informadas al sindicato o, en su defecto, a los representantes 
de los trabajadores elegidos o los trabajadores afectados, explicando los motivos para su adopción a fin de 
entablar negociaciones que busquen satisfacer los intereses de ambas partes. Se debe dejar constancia 
de la remisión de información y la convocatoria a negociación. 

Estas medidas pueden regir hasta 30 días calendario luego de terminada la emergencia sanitaria 
(07.12.2020), por lo que pueden durar hasta el 05.01.2021. El Ministerio de Trabajo y el de Economía 
pueden prorrogar este plazo por decreto supremo. 

¿Puede el empleador suspender labores sin goce de haberes? (NUEVO) 

Se pudo desde que empezó la cuarentena, en aplicación de la Ley de Productividad y Competitividad 
Laboral. Pero, ahora aparece regulada expresamente en el Decreto de Urgencia 038-2020 como medida 
excepcional, bajo las siguientes pautas: 



1) El empleador debe presentar su solicitud al Ministerio de Trabajo, con carácter de declaración jurada 
a través del portal web de dicho ministerio. 

2) En dicha comunicación debe exponerse los motivos que la sustentan: imposibilidad de otorgar trabajo 
remoto o licencia con goce de haberes compensables por el tipo de labores que realiza el personal o 
por razones económicas.   

3) Dentro del plazo de 30 días útiles de presentada la comunicación en referencia, Sunafil verificará la 
existencia de la causa invocada. De comprobarse su inexistencia o la afectación a la libertad sindical, 
el Ministerio de Trabajo deja sin efecto la suspensión, debiendo el empleador abonar los sueldos no 
pagados y reanudar labores cuando corresponda (esto es, si la empresa ya puede operar 
normalmente). En este caso, el período dejado de laborar es considerado como laborado para todo 
efecto legal. 

4) El Ministerio de Trabajo emite resolución confirmando o no la suspensión dentro de sétimo día útil de 
efectuada la verificación por Sunafil. Si no lo hace, se aplica el silencio administrativo positivo, esto 
es, se asume confirmada la suspensión. Puede llegarse hasta 03 instancias de resolución, si es que 
el o los centros de trabajo en los que se aplique la suspensión están en una sola región. Si están en 
más de una región, la Dirección General de Trabajo (Lima) resuelve en instancia única. La decisión 
de última instancia puede cuestionarse judicialmente a través de una demanda contencioso-
administrativa. 

5) La suspensión puede regir hasta 30 días calendario luego de terminada la emergencia sanitaria 
(07.12.20), por lo que puede durar hasta el 05.01.2021. El Ministerio de Trabajo y el de Economía 
pueden prorrogar este plazo por decreto supremo. 

Si durante la suspensión de labores, el empleador puede implementar el trabajo remoto u otorgar 
licencia con goce de haber recuperable, puede dejar sin efecto total o parcialmente la suspensión, 
debiendo comunicarlo máximo al día útil siguiente al Ministerio de Trabajo por la plataforma virtual, 
quedando sin efecto para los trabajadores excluidos de la suspensión los beneficios a los que 
accedieron durante esta.  

6) Si el Ministerio de Trabajo confirma la suspensión, el tiempo que dure ésta no es computable para 
CTS, gratificaciones, participación en las utilidades y sólo es computable para el récord vacacional. 

7) Durante la suspensión, el empleador deja de aportar a ESSALUD, pero esta entidad continuará 
prestando su asistencia en dicho lapso, financiada por el Ministerio de Economía. 

Si no se aprueba la suspensión de labores, el empleador debe reembolsar a ESSALUD los gastos en 
los que hubiere incurrido al atender a los trabajadores afectados por la suspensión. Además, el 
empleador y el trabajador comprendido en la suspensión pueden acordar que la IAFAS (compañía de 
seguros) respectiva continúe prestando el servicio de atención en salud, siempre que cualquiera de 
las partes asuma total o parcialmente dicho costo.  

¿Es posible extender la suspensión perfecta de labores en curso hasta el 05.01.2021? (NUEVO) 

Mediante Resolución Ministerial No. 229-2020-TR se permite ampliar el plazo máximo de la suspensión 
perfecta de labores a aquellas compañías que se acogieron a la misma hasta el 7 de octubre de 2020 en 
razón a la prórroga del estado de emergencia sanitaria. El dispositivo permite la extensión de la medida de 
suspensión perfecta de labores como máximo, hasta el 5 de enero de 2021. 

Para tal efecto, la modificación del plazo máximo de duración se realiza en la plataforma virtual del Ministerio 
de Trabajo y Promoción del Empleo desde el 7 de octubre de 2020 hasta el 11 de octubre de 2020.  

Lo dispuesto es aplicable a las medidas de suspensión perfecta de labores cuyo procedimiento 
administrativo se encuentre en trámite. Ello comprende a las que cuentan con resolución aprobatoria, 
expresa o ficta de la Autoridad Administrativa de Trabajo competente; o, que, contando con resolución 
desaprobatoria, esta aún no se encuentra firme. 



Los empleadores que opten por la modificación del plazo máximo de la suspensión perfecta de labores lo 
ponen en conocimiento previo al personal afectado de manera física o utilizando los medios informáticos 
correspondientes. Se sugiere comunicar la medida al personal hasta el 7 de octubre.   

¿Qué ingresos percibirán los trabajadores afectados por la suspensión de labores? (NUEVO) 

Los que tienen cuenta CTS pueden disponer de lo depositado en ésta hasta por una remuneración bruta 
mensual por cada mes calendario vencido durante la suspensión de labores. Las entidades depositarias 
deben desembolsar el monto correspondiente a solicitud del trabajador y a la cuenta que éste indique, 
previa confirmación que éste está comprendido en una suspensión aprobada en la plataforma que habilitará 
el Ministerio de Trabajo o por información que éste brinde a tales entidades.  El plazo para el desembolso 
es de 2 días útiles. 

Se considera como remuneración bruta mensual la percibida antes del inicio de la suspensión perfecta de 
labores. En el caso de comisionistas, destajeros y otros que perciban remuneración principal imprecisa, 
debe calcularse el promedio de los 6 meses previos a la suspensión de labores. Si el período es inferior a 
6 meses, se promedia lo percibido en dicho período. A solicitud del trabajador, el empleador debe emitir un 
documento físico o virtual indicando que está comprendido en la suspensión de labores, la duración de ésta 
y el monto de su remuneración bruta mensual. 

Esta facultad del trabajador es adicional a la del retiro de hasta S/ 2400 prevista en el Decreto de Urgencia 
033-2020. 

Estos beneficios son aplicables no solo a las suspensiones perfectas implementadas con el Decreto de 
Urgencia 038-2020, sino a las previamente comunicadas en base a la Ley de Productividad y 
Competitividad Laboral. 

Adicionalmente, se ha regulado la “Prestación Económica de Protección Social de Emergencia ante la 
Pandemia del Coronavirus COVID-19”, siendo aplicable a todo trabajador que perciba una remuneración 
de hasta S/ 2,400 y cuyo empleador cuente con hasta 100 trabajadores y que la suspensión perfecta de 
labores (SPL) en la que esté comprendido hubiese sido aprobada.  

Esta prestación económica es otorgada por EsSalud hasta por S/ 760 por cada mes calendario vencido que 
dure la correspondiente medida de suspensión perfecta de labores, hasta por un periodo máximo de tres 
(3) meses. No será aplicable para aquellos trabajadores cuyo hogar, según la información del Registro 
Nacional de Hogares, hubiese sido beneficiario con alguno de los subsidios monetarios pagados por el 
Gobierno: bono universal familiar, bono quédate en casa, bono independiente, bono rural. 

¿Podrán disponer de sus fondos pensionarios los trabajadores afectados por la suspensión de 
labores? 

Los que, de continuar laborando durante la suspensión de labores, hubieran alcanzado los aportes 
necesarios para acceder a una pensión en el SNP, no se les exigirá los aportes del período de suspensión 
y pueden pedir a la ONP que les otorgue tal pensión. Esta entidad puede reconocerles hasta 3 meses de 
aportes, para lo cual el trabajador solo tiene que acreditar estar incurso en la suspensión de labores. Para 
el cálculo de la pensión no se toman en cuenta los sueldos por el período excepcional acreditado. 

Los afiliados a una AFP podrán retirar hasta S/. 2,000.00 de su fondo, previa solicitud presentada a su AFP 
desde el 30.04.20. Las AFP confirmarán que corresponde el desembolso, en base a la información de las 
suspensiones aprobadas que el Ministerio de Trabajo le proporcione. Este beneficio es excluyente con el 
retiro de hasta S/. 2,000.00 autorizado por Decreto de Urgencia N° 034-2020 para los afiliados que, hasta 
el 31.03.20, no tengan aportes por al menos 06 meses consecutivos. 

 

 



¿Los trabajadores no incluidos en una suspensión de labores pueden retirar parte de su fondo de 
AFP? 

Sí, pueden retirar hasta S/. 2,000.00, de su Cuenta Individual de Capitalización (CIC) los afiliados que al 
momento de la evaluación de la solicitud no cuenten con la acreditación del aporte devengado en febrero 
o marzo de 2020. El monto se entrega en un único pago. Este retiro es de libre disponibilidad e 
inembargable y, es excluyente con el retiro de hasta S/. 2,000.00 autorizado por Decreto de Urgencia N° 
034-2020 para los afiliados que, hasta el 31.03.20, no tengan aportes por al menos 06 meses consecutivos. 

También pueden retirar hasta S/. 2,000.00, de su Cuenta Individual de Capitalización (CIC) los afiliados 
cuya última remuneración declarada no supere S/. 2,400.00, y en tanto al momento de la evaluación de su 
pedido puedan acreditar el aporte devengado en febrero 2020 o marzo 2020. Dicho monto será entregado 
en dos pagos mensuales consecutivos, el primero de S/. 1,000.00 y el segundo por la diferencia. Este retiro 
es de libre disponibilidad e inembargable y, es excluyente con el retiro de hasta S/. 2,000.00 autorizado por 
Decreto de Urgencia N° 034-2020 para los afiliados que, hasta el 31.03.20, no tengan aportes por al menos 
06 meses consecutivos. 

¿Puede el empleador no renovar contratos a plazo fijo durante la cuarentena? (NUEVO) 

Sí. La declaratoria del estado de emergencia nacional no impide la no renovación de contratos a plazo fijo. 
Únicamente rige la restricción para las madres gestantes hasta el vencimiento del período de lactancia 
salvo que hubiera desaparecido la causa objetiva que justificó su contratación temporal. 

¿Puede el empleador cesar personal en período de prueba durante la cuarentena? 

Sí puede. 

¿Puede el empleador enviar documentos laborales de manera electrónica durante la emergencia 
sanitaria? (NUEVO) 

Sí. El artículo 2 del Decreto Legislativo No. 1499 señala textualmente que, “para la emisión, remisión y 
conservación de documentos en materia laboral, los/as empleadores/ as y trabajadores/as pueden hacer 
uso de tecnologías de la digitalización, información y comunicación para la sustitución de documentos 
físicos y firmas ológrafas, de acuerdo con el artículo 3 del Decreto Legislativo N° 1310, Decreto Legislativo 
que aprueba medidas adicionales de simplificación administrativa”. 

Si el empleador realiza actividades de manera presencial, ¿qué obligaciones debe cumplir? (NUEVO) 

Entre otras medidas: 

a) Lo dispuesto en su Plan para la vigilancia, prevención y control de COVID-19 en el trabajo.  
b) Plan comunicacional respecto de las medidas de prevención ante el COVID-19 a cargo del Comité de 

Seguridad y Salud en el Trabajo.  
c) Charlas informativas para prevenir el contagio del COVID-19 en el trabajo.  
d) Dotación de material higiénico para prevenir el contagio del COVID-19 en el trabajo.  
e) Aplicar protocolos de limpieza en el centro de labores.  

¿En qué infracciones incurre el empleador en caso incumpla con las medidas excepcionales 
dispuestas por el Gobierno durante la emergencia? 

Constituye infracción muy grave en el marco de la emergencia sanitaria y la emergencia nacional que 
afectan el cumplimiento de las disposiciones laborales  excepcionales y temporales para prevenir la 
propagación del coronavirus (COVID-19) en el territorio nacional, disponer, exigir o permitir el ingreso o la 
permanencia de personas para prestar servicios en los centros de trabajo cuya actividad no se encuentre 
exceptuada del Estado de Emergencia Nacional declarado por Decreto Supremo N° 044-2020-PCM o para 
labores que no sean las estrictamente necesarias dentro del ámbito de la excepción. 



Asimismo, constituye infracción muy grave el incumplir con la regulación aplicable al trabajo remoto para 
trabajadores considerados en el grupo de riesgo por los períodos de la emergencia nacional y sanitaria. 

Las multas se aplican de acuerdo a la siguiente tabla; 

Microempresa 
Gravedad 
infracción 

Número de trabajadores afectados 
1 2 3 4 5 6 7 8 9 10 y más 

Leve 0.045 0.05 0.07 0.08 0.09 0.11 0.14 0.16 0.18 0.23 
Grave 0.11 0.14 0.16 0.18 0.20 0.25 0.29 0.34 0.38 0.45 
Muy grave 0.23 0.25 0.29 0.32 0.36 0.41 0.47 0.54 0.61 0.68 

Pequeña empresa 
Gravedad 
infracción 

Número de trabajadores afectados 
1 a 5 6 a 10 11 a 20 21 a 30 31 a 40 41 a 50 51 a 60 61 a 70 71 a 99 100 y más 

Leve 0.09 0.14 0.18 0.23 0.32 0.45 0.61 0.83 1.01 2.25 
Grave 0.45 0.59 0.77 0.97 1.26 1.62 2.09 2.43 2.81 4.50 
Muy grave 0.77 0.99 1.28 1.64 2.14 2.75 3.56 4.32 4.95 7.65 

No MYPE 
 

Gravedad 
infracción 

Número de trabajadores afectados 
1 a 10 11 a 25 26 a 50 51 a 100 101 a 20 201 a 300 301 a 

 
401 a 50 501 a 99 1 000 y más 

Leve 0.26 0.89 1.26 2.33 3.10 3.73 5.30 7.61 10.87 15.52 
Grave 1.57 3.92 5.22 6.53 7.83 10.45 13.06 18.28 20.89 26.| 
Muy grave 2.63 5.25 7.88 11.56 14.18 18.39 23.64 31.52 42.03 52.53 

 
Considerar que los valores se expresan en UIT, la cual asciende a S/ 4,300. 

 

 

DERECHO PENAL __________________________________________ 
¿Qué contingencias penales existen si se brinda información falsa, simulada o con fraude en la ley 
con el objetivo de acceder al programa Reactiva Perú?  

Al amparo del art. 17.2 del Decreto Legislativo 1455, norma mediante la cual se crea el programa Reactiva 
Perú para asegurar la continuidad en la cadena de pagos ante el impacto del COVID-19, se sanciona a 
quien en la declaración jurada que debe suscribir para acceder a dicho programa brinda información falsa, 
simulada o hecha con fraude. Este hecho podría generar que el Ministerio Público pueda imputar la 
comisión de algunos de los siguientes delitos: falsa declaración en procedimiento administrativo (art. 411 
del Código Penal), falsificación de documentos público o privado (art. 427 primer y segundo párrafo del 
Código Penal), falsedad ideológica (art. 428 del Código Penal) y falsedad genérica (art. 438 del Código 
Penal). 

Asimismo, consideramos que también podría configurarse el delito de obtención fraudulenta de crédito, 
regulado en el artículo 247 del Código Penal, donde se sanciona al usuario de una institución bancaria, 
financiera u otra que opera con fondos del público que, dando información o documentos falsos, obtiene 
créditos directos o indirectos. 

¿Qué funcionario de la empresa responderá penalmente por haber brindado declaración falsa, 
fraude o simulación, para acceder al programa Reactiva Perú?  

El art. 17.2 del Decreto Legislativo 1455 señala claramente que serán los gerentes generales o 
representantes de las empresas que accedan al Programa Reactiva Perú los que deberán suscribir una 
declaración jurada en la que manifestarán el cumplimiento de los requisitos y condiciones establecidos en 



el art. 6 de la misma norma (por ejemplo, no tener cobranzas coactivas ante la Sunat mayores a 1 UIT al 
29 de febrero del 2020). Serán ellos quienes responderían penalmente si esta información resulta ser falsa, 
simulada o hecha con fraude en la ley. 

Asimismo, a raíz de la publicación del Decreto Legislativo 1508 de fecha 11 de mayo de 2020, norma que 
modifica el Decreto Legislativo 1455, se restringe el crédito, además de las empresas sometidas a la Ley 
30737, a las empresas que tengan un representante sometido a procesos por delitos de corrupción y 
conexos o cuyos representantes estén siendo investigados por dichos delitos. 

¿Cuál es la finalidad del protocolo emitido por el Ministerio Público mediante Resolución de la 
Fiscalía de la Nación 626-2020 de fecha 6 de mayo de 2020?  

El protocolo tiene como finalidad preservar la salud y las condiciones idóneas de bioseguridad para todos 
los integrantes del Ministerio Público en el desempeño de sus funciones, por lo que establece los 
lineamientos preventivos y las medidas de observancia obligatoria que deberán seguir los integrantes de la 
Fiscalía en el proceso progresivo de retorno a las actividades laborales presenciales al término del 
aislamiento social obligatorio. 

¿A qué se denomina “etapa de transición” dentro del protocolo?  

Se considera etapa de transición a los 7 días posteriores al término del levantamiento de la medida de 
aislamiento social obligatorio y durante dicho plazo no habrá atención al público en ninguna sede de la 
Fiscalía.  

¿Qué servicios continuarán durante la etapa de transición?  

Durante el periodo de transición continuará el servicio de turno y posturno en las fiscalías provinciales 
penales, de familia, prevención del delito y especializadas, con excepción de las fiscalías de extinción de 
dominio.  

¿Qué medidas adoptará el Ministerio Público durante la etapa de transición? 

La Fiscalía realizará las siguientes medidas prioritarias en todas las sedes institucionales: a) evaluar los 
servicios brindados por los despachos fiscales, órganos y unidades orgánicas para establecer el trabajo 
remoto o presencial; b) implementar y habilitar medios tecnológicos para la atención no presencial al 
público; c) evaluar los espacios físicos para cumplir la medida de distanciamiento social, aforo, señalización, 
entre otros, y d) ejecutar medidas de salubridad. 

¿Qué tipo de trabajo realizarán los funcionarios y servidores públicos del Ministerio Público?  

El fiscal a cargo de cada despacho deberá evaluar y seleccionar dentro del grupo de servidores que no 
presenta factores de riesgo a un mínimo indispensable para realizar las funciones correspondientes de 
manera presencial. Los demás trabajadores deberán realizar trabajo remoto de forma obligatoria desde el 
término de la etapa de transición hasta la culminación de la emergencia sanitaria o posteriores 
disposiciones que establezca el Gobierno nacional. 

En el caso el servidor sea seleccionado para el trabajo presencial, ¿cuál será la jornada laboral 
durante este periodo?  

Mientras dure la emergencia sanitaria y con el fin de evitar la aglomeración de personas durante el ingreso 
y salida de las sedes, se establece la jornada laboral diaria (lunes a viernes) o interdiaria (lunes, miércoles, 
viernes o martes, jueves y sábado) desde las 7:30 hasta las 14:00 horas con horarios escalonados y 
diferenciados para evitar que el íntegro del personal asista a laborar simultáneamente. 

 



¿Se permitirá el ingreso del público a las instalaciones y sedes durante el periodo de transición?  

El ingreso del público a los locales del Ministerio Público será restringido durante la vigencia de la 
emergencia sanitaria o hasta que se emita disposición expresa de las autoridades institucionales 
competentes. Excepcionalmente, solo en aquellos casos que resulte estrictamente indispensable se 
permitirá el ingreso del público a la Fiscalía, previa coordinación con el fiscal a cargo del despacho. 

¿Cómo una persona podrá interponer una denuncia penal ante la mesa de partes única del 
Ministerio Público?  

La Presidencia de la Junta de Fiscales Superiores, a través de las áreas de tecnologías de la información, 
adoptarán las medidas necesarias para garantizar la presentación de denuncias penales por medios 
electrónicos (correo electrónico u otro). 

¿Cómo se llevará cabo la presentación de escritos, consultas del público en general y entrevista 
con los fiscales? 

Todas las fiscalías deberán comunicar a la ciudadanía -a través de los canales oficiales- los números 
telefónicos o correos electrónicos para que los abogados o las partes procesales puedan presentar por este 
medio, escritos y realizar las consultas sobre sus casos. En cuanto a las entrevistas con los fiscales, estas 
deberán realizarse a través de medios telefónicos o tecnológicos (llamada o videoconferencia). 

¿Cómo se notificarán los proveídos, disposiciones o requerimientos emitidos por la Fiscalía?  

El Ministerio Público, a través de las áreas de tecnologías de la información, adoptará las medidas 
necesarias para facilitar la notificación electrónica; es decir, el uso de los correos electrónicos institucionales 
para notificar cualquier proveído, disposición y requerimiento emitido por la Fiscalía. 

¿Qué medidas ha tomado el Ministerio Público respecto a las carpetas fiscales físicas y su traslado 
a las audiencias?  

La Presidencia de la Junta de Fiscales Superiores con la finalidad de dinamizar el proceso de reproducción 
de la carpeta fiscal y evitar su traslado fuera de la sede, emitirá lineamientos para garantizar la progresiva 
digitalización de los mismos. 

¿Cuáles son las consecuencias penales si un empleador presenta un expediente ante Sunafil con 
información falsa o inexacta en su solicitud de suspensión perfecta de labores?  

De acuerdo al art. 9 del D.S. 11-2020 MINTRA, norma que regula la aplicación del D.U. 038-2020 sobre las 
medidas complementarias para mitigar los efectos económicos causados a los trabajadores y empleadores 
ante el COVID 19, se sancionará a quien brinde información falsa o actúe en fraude a la ley. Siendo así, se 
podría iniciar una investigación penal por los delitos de falsa declaración en procedimiento administrativo 
(art. 411° CP), falsificación de documentos (art. 427° CP) o falsedad genérica (art. 438° CP), los cuales 
podrían ser sancionados hasta con 4 años de pena privativa de libertad. 

¿Cuándo se podría presentar la contingencia penal en la solicitud de suspensión perfecta de 
labores?  

En atención al art. 10 del D.S. 011-2020-MINTRA y al punto 9 del Protocolo 004-2020-SUNAFIL/INII, si la 
Autoridad Administrativa de Trabajo o la Autoridad Inspectiva de Trabajo advierten la presunta existencia 
de actos delictivos, pondrán en conocimiento de dichos actos al procurador público a fin de pueda iniciar 
las acciones pertinentes antes el Ministerio Público.  

 



¿Qué funcionario de la empresa responderá penalmente por haber brindado información falsa o en 
fraude a la ley, de acuerdo al art. 9 del D.S. 11-202 MINTRA?  

Responderá penalmente la persona que actúa en representación de la empresa en este procedimiento 
administrativo, pues con la suscripción del expediente administrativo estaría avalando que toda la 
información brindada es cierta y exacta. 

¿Cuál es el plazo que dispone la Resolución Administrativa 129-2020-CE-PJ para implementar las 
medidas inmediatas para el funcionamiento del Poder Judicial luego de la cuarentena? 

De acuerdo a la mencionada resolución, el plazo para ejecutar las medidas será de 30 días calendario 
luego que se levante el aislamiento social obligatorio. 
 
¿Quiénes podrán ingresar a los locales del Poder Judicial una vez levantada la cuarentena el 10 de 
mayo?  

Durante los 7 primeros días de ejecución de la medida, el Poder Judicial no atenderá al público. Solo podrá 
ingresar el personal de esta entidad debidamente autorizado. Vencidos los 7 primeros días, solo podrán 
ingresar a los locales del Poder Judicial las partes del proceso y sus abogados citados a audiencia o con 
mandato judicial, así como terceros citados con resolución judicial (testigos). 

¿Qué medidas deben tomar en cuenta los sujetos procesales y ciudadanos al momento de ingresar 
a los locales del Poder Judicial?  

Todas las personas deberán encontrarse bien de salud, puesto que el personal de seguridad del Poder 
Judicial realizará un examen de control de temperatura corporal a la entrada de las instalaciones con la 
finalidad de evitar contagios. Asimismo, deberán portar mascarilla quirúrgica o similar, brindándose al 
ingreso el gel antibacterial por el respectivo agente de seguridad. Además, los locales no podrán superar 
el aforo del 50% y las personas deberán mantener la distancia social respectiva. 

¿Cuándo se podrán presentar los escritos en las instalaciones del Poder Judicial? 

Luego de vencidos los 7 días, los sujetos procesales y sus abogados solo podrán presentar escritos con 
vencimiento de plazo, demandas con plazo de prescripción o caducidad, recursos, excepciones, medidas 
cautelares y otros de carácter urgente. No obstante, en los órganos jurisdiccionales que se esté utilizando 
el expediente judicial electrónico (EJE), la presentación de escritos será estrictamente a través de la mesa 
de partes electrónica. 

¿Qué medidas ha implementado el Poder Judicial para la atención al público?  

Se ha dispuesto suspender las entrevistas con los jueces por el periodo de 30 días calendarios. No 
obstante, estas se podrán realizar vía teleconferencia u otros medios digitales. 
 
Asimismo, se suspende por el periodo de 30 días calendarios la atención personal al público en las oficinas 
de atención al usuario judicial, la cual será por correo, vía telefónica o aplicativos que implementen las 
cortes. 
Con respecto a las quejas verbales en la Oficina de Control de la Magistratura - OCMA, su tramitación se 
encontrará suspendida por el periodo de 30 días calendarios, por lo que solo se realizarán de forma virtual.  

¿Cómo se notificarán las resoluciones judiciales de los procesos penales urgentes y en trámite? 

El Poder Judicial ya había implementado las notificaciones electrónicas (SINOE) en la mayoría de los 
órganos jurisdiccionales, incluido los especializados en materia penal; sin embargo, en algunos despachos 
todavía se notificaba de forma física a los sujetos procesales. Tomando en cuenta la presente resolución 



administrativa, se ha establecido que todos los órganos jurisdiccionales deben utilizar la notificación 
electrónica enviando las resoluciones a las casillas procesales señaladas en autos. 

¿Cómo se realizarán las audiencias judiciales luego que se levante el aislamiento social obligatorio?  

Las audiencias que aún no hayan sido programadas o no se hayan realizado en su fecha y se encuentren 
pendiente de reprogramar, se deberán programar luego de los 30 días señalados en el protocolo antes 
mencionado, con excepción de las audiencias en procesos de garantía de la libertad y otras urgentes. 
Asimismo, se habilitarán los sábados para la realización de las mismas. 
 
Vencido el plazo de 30 días, los órganos jurisdiccionales realizarán las audiencias de forma virtual, haciendo 
uso de la tecnología habilitada por el órgano de gobierno del Poder Judicial; para ello se establecerá un 
protocolo para audiencias on line. 

¿Qué medidas implementará la Corte Suprema y Cortes Superiores de Justicia a fin de continuar 
con su funcionamiento?  

La Corte Suprema ha dispuesto 2 medidas: a) digitalización de los expedientes que se encuentren 
pendientes de calificación o realización de vista de fondo; y b) los magistrados realizarán las votaciones 
respectivas de manera virtual. 

¿A quiénes aplica el beneficio de la conversión automática de penas establecida por el Decreto 
Legislativo 1459 que optimiza la aplicación de la conversión automática de la pena para personas 
condenadas por el delito de omisión de asistencia familiar a fin de reducir el hacinamiento 
penitenciario y evitar contagios de COVID-19?  

La conversión automática de pena aplica a todas aquellas personas que se encuentren sentenciadas por 
la comisión del delito de omisión de asistencia familiar y cumpliendo pena efectiva de carcelería en algún 
centro penitenciario del territorio nacional. 

¿Por cuál tipo de pena se puede convertir la prisión efectiva que sufre una persona condenada por 
delito de omisión de asistencia familiar?  

Según lo establecido por el Decreto Legislativo 1459, en concordancia con el artículo 52° A del Código 
Penal, la pena privativa de libertad puede convertirse en una pena alternativa como la de vigilancia 
electrónica (prisión domiciliaria), prestación de servicios a la comunidad (trabajos gratuitos en entidades 
asistenciales) o limitación de días libres (participación en programas educativos, psicológicos).  

¿Qué requisitos debe cumplir el solicitante de este beneficio de conversión automática de penas?  

El interno que quiera acceder a la conversión de la pena deberá únicamente acreditar el pago íntegro de la 
reparación civil, así como el pago de la deuda alimenticia acumulada hasta el momento de presentar su 
solicitud, ante lo cual el juez deberá resolver el pedido sin mayor trámite ni audiencia. 

¿El beneficio de la conversión de pena establecido en el Decreto Legislativo 1459 aplica únicamente 
a las solicitudes que se presenten con posterioridad a la publicación de la norma?  

No. La primera disposición complementaria final del referido decreto establece que sus disposiciones son 
aplicables a TODAS las solicitudes que a la fecha se hayan presentado ante la autoridad judicial, 
independientemente del estado en que se encuentre su trámite y siempre que favorezca al solicitante; por 
lo tanto, el trámite será de aplicación para las solicitudes que se encuentren en proceso, así como para 
aquellas que se presenten con posterioridad a la publicación de la norma. 

 



¿Cuál es objeto de la presente norma de excarcelación de los deudores alimentarios? 

En vista que el Sistema Nacional Penitenciario actualmente se encuentra en estado de emergencia debido 
a las consecuencias del COVID-19, y debido al conocido problema de hacinamiento penitenciario, por ende, 
un latente riesgo de contagio de enfermedades infecciosas y contagiosas, el Gobierno  ha tomado la 
decisión de disminuir la superpoblación de los establecimientos penitenciarios, lo que va de la mano con 
los principios constitucionales objeto del régimen de ejecución penal: la reeducación, rehabilitación y 
reincorporación del interno a la sociedad. 

¿El reglamento del Decreto Legislativo 1458, norma que impone multas a los ciudadanos que 
incumplen las disposiciones emitidas durante el estado de emergencia nacional, excluye el inicio 
de las acciones penales?  

El reglamento es claro al señalar que la responsabilidad y sanciones administrativas cometidas por el 
infractor son independientes de la responsabilidad penal que se pudiera tener, la misma que será puesta 
en conocimiento del Ministerio Público para el inicio de la investigación penal correspondiente. 

¿Qué modificaciones incorpora la Ley 31012 “Ley de protección policial”? 

Artículo 20.- Está exento de responsabilidad penal 
[…] 
“11. El personal de las Fuerzas Armadas y de la Policía Nacional del Perú que, en el cumplimiento de su 
función constitucional y en uso de sus armas u otro medio de defensa, en forma reglamentaria, cause 
lesiones o muerte.” 

Asimismo, incorpora el artículo 292-A al Código Procesal Penal, con el siguiente texto:  

“Artículo 292-A.- Comparecencia restrictiva para el Policía Nacional del Perú 

Se impondrán las restricciones previstas en el artículo 288 al Policía Nacional del Perú que, en cumplimiento 
de su función constitucional, hace uso de sus armas o medios de defensa en forma reglamentaria y causen 
lesión o muerte, quedando prohibido dictar mandato de Detención Preliminar Judicial y Prisión Preventiva.” 

¿Cuáles son las implicancias de la modificación del artículo 20 del Código Penal? 

De la lectura del artículo vigente advertimos que no ha habido una modificación sustancial al mismo, toda 
vez que la exención de responsabilidad penal a favor de las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional del 
Perú por usar arma de fuego de forma reglamentaria, causando lesiones o muerte, ya se encontraba 
regulada. Solamente se han agregado las frases “en cumplimiento de su función constitucional” y “en forma 
reglamentaria”, por lo que podemos señalar que esta modificatoria no cambia las reglas de imputación y 
las eximentes de responsabilidad penal. 

¿Cuáles son las implicancias de la incorporación del artículo 292º-A del Código Procesal Penal? 

Al incorporar el artículo 292-A al Código Procesal Penal, el legislador ha buscado que el personal policial 
cuando cumpla con su función constitucional tenga protección legal del Estado; esto es, cuando el efectivo 
policial use su arma de fuego u otro medio de defensa en forma reglamentaria ocasionando lesiones o 
muerte en cumplimiento de su funciones, el fiscal no podrá solicitar detención preliminar o prisión 
preventiva, señalando expresamente que el juez solo podría dictar mandato de comparecencia con 
restricciones contra dicho miembro de la policía (p. ej. ir a firmar mensualmente a la Oficina de Registro y 
Control Biométrico). Estos beneficios no les corresponden a los miembros de las Fuerzas Armadas. 

 

 



¿En qué casos al efectivo policial podría incurrir en responsabilidad penal? 

El artículo 3 de la Ley 31013 señala expresamente que, si un efectivo policial hace uso de sus armas o 
medios de defensa contraviniendo la Constitución, las normas de derecho internacional de los derechos 
humanos reconocidas por el Estado peruano y la presente ley, incurrirá en responsabilidad penal y no se 
aplicarán los beneficios de la Ley de Protección Policial. 

¿Cuál es la situación de los ciudadanos que son intervenidos por haber salido a la calle sin ningún 
tipo de autorización e incumpliendo los dispositivos establecidos en el D.S. 044-2020-PCM y 046 – 
2020 PCM?  

Aquellas personas que son intervenidas por haber infringido las normas establecidas en los referidos 
decretos supremos serán conducidas a la comisaría del sector con el objetivo de realizarse el control de 
identidad policial. En dicha unidad policial el intervenido tiene el derecho de comunicarse con un familiar o 
la persona que indique, no pudiendo estar en calidad de retenido por más de cuatro horas; terminado dicho 
plazo se dispondrá su libertad, conforme lo dispone el artículo 205 del Código Procesal Penal. 

¿Qué consecuencia jurídica tiene para una persona el ser incluido en el registro informático de 
incumplimiento de las medidas dispuestas por el Estado?  

La Oficina General de Tecnologías de la Información y Comunicaciones del Ministerio del Interior será la 
encargada de crear e implementar el registro de las personas que incumplan la medida de aislamiento e 
inmovilización social obligatoria. En dicho registro se inscribirá a todo aquel que incumpla con las medidas 
dispuestas por el Estado.  

La Policía Nacional del Perú registrará los datos de identificación de las personas que sean detenidas por 
transitar sin justificación alguna, incumpliendo las medidas de aislamiento e inmovilización social obligatoria 
según lo dispuesto en el Decreto Supremo 044-2020-PCM o durante el horario del denominado "toque de 
queda". La consecuencia jurídica es que esta información será remitida al Ministerio Público para que inicie 
una investigación penal contra dichos infractores por la comisión del delito de desobediencia a la autoridad, 
en principio. Cabe señalar que cada caso es diferente y por ende el delito o delitos pueden variar. 

¿Qué delitos podría imputar el Ministerio Público a una persona cuando la Policía Nacional del Perú 
remita la información del registro informático?  

Al remitirse la información al Ministerio Público, esta entidad en su calidad de titular la acción penal pública, 
podría abrir investigación preliminar por los siguientes delitos:  

a) Delito de propagación de enfermedades contagiosas, regulado en el artículo 289 del CP, que 
sanciona a quien, sabiendo, propague una enfermedad contagiosa. La pena puede llegar a los 20 
años si causa lesiones graves o la muerte.  

b) Delito de violación a las medidas sanitarias, regulado en el artículo 292 del CP, que sanciona a quien 
viola las medidas impuestas por ley para evitar la propagación de una epidemia. Tiene una pena de 
6 meses a 3 años.  

c) Delito de violencia contra la autoridad, regulado en el artículo 366, que sanciona a quien emplea 
intimidación o violencia contra un funcionario público para impedir o trabar la ejecución de un acto 
propio de legítimo ejercicio de sus funciones. La pena puede llegar a los 8 años si el funcionario es 
un policía nacional o miembro de las Fuerzas Armadas.  

d) Delito de desobediencia a la autoridad, regulado en el artículo 368, que sanciona a quien 
desobedece o resiste la orden legalmente impartida por un funcionario público en el ejercicio de sus 
atribuciones. La pena va de 3 a 6 años.  

e) Delito contra la seguridad y salud en el trabajo, regulado en el artículo 168A, figura penal contra el 
empleador pues estaría exponiendo la vida e integridad de sus trabajadores al peligro que implica 
contagiarse de una enfermedad. Las penas van de 1 a 4 años. 



f) Delito de trabajos forzosos, regulado en el artículo 168 B, el cual sanciona a quien obligue a otros a 
realizar trabajos contra su voluntad. Las penas van de 6 a 12 años. 

¿Cuáles son los derechos de las personas que serán investigadas por el Ministerio Público a 
consecuencia de incumplir las diversas disposiciones con relación a la declaración del estado de 
emergencia nacional?  

Todo ciudadano tiene el derecho constitucional a la defensa, eso implica el poder ser asistido por un 
abogado defensor de su elección con el fin de que lo represente y asesore desde el momento que sea 
citado por cualquier autoridad policial o fiscal. 

¿Cuáles son las consecuencias penales en las que podría incurrir una persona en caso obtenga un 
pase especial de tránsito (PET) con información diferente a la actividad en la que se desempeña, de 
acuerdo a los D.S. 044-2020 PCM y 046-2020 PCM?  

De acuerdo a lo establecido en la R.M. 304-2020-IN y el Comunicado Conjunto MINDEF – MININTER, este 
último del 30 de marzo de 2020, el PET tiene carácter de declaración jurada, por lo que aquella persona 
que inserte información diferente a la actividad que realiza incurriría en el delito de falsedad genérica 
previsto en el artículo 438 del Código Penal. 

De igual forma, esa conducta estaría violando la presunción de veracidad, pues la policía presume que la 
información insertada es verdadera, por lo que también se incurriría en la comisión de delito de falsa 
declaración en procedimiento administrativo previsto y sancionado en el artículo 411 del Código Penal. 

¿Puede intervenir el Ministerio Público en las diligencias de levantamiento de cadáver a causa del 
COVID-19?  

El Ministerio Público no interviene en las diligencias de levantamiento de cadáver a causa de esta 
enfermedad, solo participará en aquellos casos que se presuma muerte violenta, suicidio, homicidio. 

¿Las limitaciones de libertad de tránsito aplican al personal diplomático extranjero?  

Estas limitaciones no aplican a personal extranjero debidamente acreditado en el Perú de las misiones 
diplomáticas, oficinas consulares y representaciones de organismos internacionales, siempre y cuando se 
desplacen en ejercicio de sus funciones. 

¿Qué ocurre con los ciudadanos, autoridades nacionales, regionales y locales que no cumplen con 
colaborar y obstruyen la labor de las autoridades policiales y militares en ejercicio de sus 
funciones?  

En este caso, dichas personas naturales o sus debidos representantes podrían ser denunciados por el 
delito de desobediencia y resistencia a la autoridad previsto y sancionado en el artículo 368 del Código 
Penal. 

¿Qué puede hacer una persona en caso sea detenida en flagrante delito en virtud del D.S. 044-2020- 
PCM y 046-2020 PCM?  

En principio, atendiendo que el derecho de defensa es un derecho constitucional, cualquier persona que es 
detenida tiene derecho a una llamada y a ser comunicado y asesorado con un abogado de su elección, 
para lo cual dicho letrado ante estas circunstancias solo tiene que llevar y mostrar su carnet de abogado a 
la autoridad que lo solicite, y decirle que se está dirigiendo a determinada comisaría o fiscalía para brindarle 
el asesoramiento de acuerdo a ley. 

¿Qué hacer en caso se atente contra bienes de propiedad de mi empresa?  

El Código Penal sanciona los delitos de daños, robos y disturbios en sus artículos 188, 205 y 315; hechos 
que de suceder deben ser comunicados inmediatamente a la comisaría de la zona y a las fiscalías de turno 
que se encuentran en operatividad. 



¿En qué casos el juez penal está facultado para resolver en el período de estado de emergencia 
nacional?  

Solamente se encuentra facultado para atender casos de detenidos, requisitoriados, determinación de 
libertad, habeas corpus y asuntos de urgente atención. Esto de conformidad con la R.A. 115-2020-CE-PJ 
de fecha 16 de marzo del presente año. En los casos de violencia familiar y acciones de amparo serán de 
competencia de los juzgados civiles o mixtos. 

¿A dónde puede recurrir una persona que se siente agraviada de la comisión de un delito, para 
interponer una denuncia en este período de Estado de Emergencia Nacional?  

En este tipo de situaciones la Fiscalía de la Nación ha dispuesto que en todos los distritos fiscales trabajen 
las fiscalías de turno y posturno, a efectos de recibir y tramitar las denuncias penales. Asimismo, también 
se ha dispuesto que laboren las fiscalías de prevención del delito y la fiscalía especializada para delitos de 
violencia familiar. 
 
 

DERECHO TRIBUTARIO _____________________________________ 
¿Cómo se acreditará la destrucción de desmedros de existencias durante el período de emergencia 
nacional? (NUEVO) 

De acuerdo con el Decreto Supremo 086-2020-EF:    
1. La destrucción realizada entre el 22 de abril y el 31 de julio de 2020 se podría acreditar con un informe 

del contribuyente, siempre que el acto de destrucción se hubiera comunicado previamente a la Sunat 
al siguiente correo electrónico: comunicaciones_desmedros@sunat.gob.pe, con una anticipación no 
menor de dos (2) días hábiles anteriores a la fecha en que se llevó a cabo dicha destrucción.    
 

2. Quienes hubieran realizado destrucciones de desmedros hasta el 21 de abril de 2020, las sustentarían 
con un informe del contribuyente.    

 
En ambos casos, el informe del contribuyente debió ser presentado a Sunat en un plazo de 5 días útiles, 
contados desde el 1 de agosto de 2020, y debía contener los siguientes requisitos:    
 

a. Identificación, cantidad y costo de las existencias a destruir.  
b. Lugar, fecha y hora de inicio y culminación del acto de destrucción.  
c. Método de destrucción empleado.  
d. De corresponder, los datos de identificación del prestador del servicio de destrucción: nombre 

o razón social y RUC.  
e. Motivo de la destrucción y sustento técnico que acredite la calidad de inutilizable de las 

existencias involucradas, precisándose los hechos y características que han llevado a los 
bienes a tal condición.  

f. Firma del contribuyente o su representante legal y de los responsables de tal destrucción, así 
como los nombres y apellidos y tipo y número de documento de identidad de estos últimos. 

  
¿La Sunat continuará actuando como entidad de registro o de verificación en la emisión de los 
certificados digitales?   

Para el caso de sujetos que generen ingresos netos anuales de hasta 300 UIT y que necesiten obtener 
certificados digitales, Sunat seguirá actuando, hasta el 31 de diciembre de 2021, como entidad de registro 
o de verificación para la emisión de dichos certificados. 
 

mailto:comunicaciones_desmedros@sunat.gob.pe


Recuérdese que la obtención de estos certificados permite generar la firma digital, cuya incorporación en 
los comprobantes de pagos u otros documentos electrónicos que se emitan a través del SEE - Del 
contribuyente, SEE - SFS y SEE – OSE, es obligatoria para los sujetos antes mencionados. 
 
¿Se mantendrá vigente el Régimen Especial de Recuperación Anticipada del IGV para promover la 
adquisición de bienes de capital por parte de las MYPE?   
El régimen especial de recuperación anticipada del IGV previsto para las MYPE en la Ley 30296, esto es, 
para entidades que se encuentren acogidas al Régimen MYPE Tributario del Impuesto a la Renta o al 
Régimen General del Impuesto a la Renta, cuyos ingresos netos anuales no excedan de 300 UIT, ha sido 
prorrogado hasta el 31 de diciembre de 2023. 
 
Asimismo, podrán acogerse excepcionalmente a este régimen, hasta el 31 de diciembre de 2021, los 
contribuyentes del IGV cuyos ingresos netos anuales sean mayores a 300 UIT y hasta 2 300 UIT y se 
encuentren acogidos al Régimen MYPE Tributario del Impuesto a la Renta o al Régimen General del 
Impuesto a la Renta.  El crédito fiscal que podrá ser materia de devolución es el generado por las 
importaciones o adquisiciones locales de bienes de capital nuevos efectuadas desde el 1 de enero de 2020 
hasta el 31 de diciembre de 2021. 
  
¿Cuál es la tasa de interés moratorio que se aplicará a las deudas tributarias?   

Hasta el 31 de marzo de 2020, se aplica la tasa mensual de 1.2%. A partir del 1 de abril, se aplica la tasa 
mensual de 1%. 
 
¿Está gravado con el impuesto a la renta el subsidio que entregará el Gobierno a las empresas?   

No, pues este tributo solo grava los ingresos provenientes de operaciones con terceros. Sin embargo, 
conforme con reiterados pronunciamientos de Sunat y el Tribunal Fiscal para el caso de otro subsidio 
gubernamental (el drawback), el valor de este beneficio deberá tomarse en cuenta para el cálculo de la 
porción de gastos comunes deducibles bajo la regla de prorrata. 
 
¿Continúa el cómputo de los plazos de los procedimientos tributarios iniciados antes de la 
declaratoria de Emergencia Nacional?  (NUEVO) 

El cómputo de los plazos de los procedimientos tributarios estuvo suspendido hasta el 10 de junio de 2020. 
A partir del 11 de junio de 2020, por ende, los plazos de todos los procedimientos de índole tributaria 
volvieron a computarse. 

¿Qué ocurrirá con los aplazamientos o fraccionamientos o refinanciamientos de la deuda 
tributaria cuyas cuotas vencen entre el 31 de marzo y el 30 de junio de 2020? (NUEVO) 
  
Estos pagos pudieron realizarse hasta el 31 de julio de 2020, actualizándolos con los respectivos intereses 
moratorios, por lo cual -de ser el caso- no se incurriría en causal de pérdida del respectivo 
aplazamiento/fraccionamiento/refinanciamiento si se cumplió con la regularización del pago en las 
condiciones descritas.   
  
Los pagos que se podían acoger a lo previsto en el párrafo anterior son los programados al amparo de la 
Resolución de Superintendencia 161-2015/SUNAT, la Resolución de Superintendencia 199-2004/SUNAT, 
la Resolución de Superintendencia 190-2015/SUNAT o la Resolución de Superintendencia 176-
2007/SUNAT y, en específico, son los siguientes:   
  
• La cuota de fraccionamiento que venza entre el 31 de marzo y el 30 de junio de 2020.  
• La última cuota de fraccionamiento que venza entre el 31 de marzo y el 30 de junio de 2020.   
• La deuda tributaria aplazada y su correspondiente interés, que venzan entre el 31 de marzo y 30 

de junio de 2020. 
• El aplazamiento con fraccionamiento cuyo interés de aplazamiento venza entre 31 de marzo y el 30 

de junio de 2020.   



• El aplazamiento con fraccionamiento cuya cuota de acogimiento deba pagarse entre el 31 de 
marzo y el 30 de junio de 2020.   

• El aplazamiento con fraccionamiento cuya cuota de fraccionamiento venza entre el 31 de marzo y el 
30 de junio de 2020.   

• El aplazamiento con fraccionamiento cuya última cuota de fraccionamiento venza entre el 31 de 
marzo y el 30 de junio de 2020. 

  
¿Se ha establecido un régimen especial para el aplazamiento y/o fraccionamiento de las deudas 
tributarias? (NUEVO) 

Sí. Mediante el Decreto Legislativo 1487, se ha establecido un régimen especial de aplazamiento y 
fraccionamiento, denominado “RAF”, al que podrá acogerse las deudas tributarias administradas por la 
SUNAT que sean exigibles hasta la fecha de presentación de la solicitud de acogimiento, incluidos los 
saldos de aplazamientos y/o fraccionamientos pendientes de pago, cualquiera sea su estado, e inclusive 
los pagos a cuenta por rentas de la tercera categoría del impuesto a la renta de los períodos enero, febrero 
y marzo de 2020, siempre que el plazo del aplazamiento y/o fraccionamiento concluya hasta el 31 de 
diciembre de 2020. No se podrá incluir las deudas por tributos retenidos o percibidos, pagos a cuenta que 
se devenguen a partir de abril de 2020 y los recargos aduaneros. 

La solicitud de acogimiento puede ser presentada hasta el 31 de diciembre de 2020, mediante el formulario 
virtual 1704, a través de SOL. 

Pueden acogerse al RAF: 

a. Los generadores de rentas de tercera categoría, siempre y cuando hayan presentado las 
declaraciones mensuales de marzo y abril de 2020 correspondientes al IGV y al pago a cuenta del 
impuesto a la renta (u cuota mensual del RER), y que haya disminuido el importe de sus ingresos 
netos de los meses de marzo y abril de 2020 en comparación con similares meses de 2019. De haber 
contado con ingresos netos en el mes de marzo o abril de 2019, se tomará en cuenta para la 
comparación los ingresos de aquel mes y el mayor monto de ingresos netos mensuales obtenidos en 
2019; de no haber contado con ingresos netos mensuales en marzo y abril de 2019, se tomará en 
cuenta los dos mayores montos de ingresos netos mensuales de 2019 o, de haber obtenido ingresos 
en un solo mes, los de ese mes multiplicados por dos; de no contar con ingresos en 2019 pero sí en 
enero y/o febrero de 2020, se tomará en cuenta los ingresos de ambos meses o, de haberse tenido 
ingresos en uno solo de ellos, los de ese mes multiplicados por dos. 

b. Los generadores de rentas distintas a las de tercera categoría, sin que para ellos sea exigible el 
requisito de disminución de ingresos. 

No podrán acogerse: 

a. Quienes, al día hábil anterior a la fecha de presentación de la solicitud de acogimiento, tengan un 
saldo mayor a S/ 215 en las cuentas por detracciones, o de ingresos por recaudación pendientes de 
imputación. 

b. Quienes cuenten con sentencia ejecutoriada por delito tributario o aduanero vigente a la fecha de 
presentación de la solicitud de acogimiento o, en el caso de personas jurídicas, cuando sus 
representantes, por haber actuado en condición de tales, cuenten con sentencia ejecutoriada por 
delito tributario o aduanero vigente a la fecha de presentación de la solicitud de acogimiento. 

c. Las personas y entidades comprendidas en los alcances de la Ley N.° 30737, Ley que asegura el 
pago inmediato de la reparación civil a favor del Estado peruano en caso de corrupción y delitos 
conexos, de acuerdo con las relaciones que publica periódicamente el Ministerio de Justicia y 
Derechos Humanos. 

d. Las entidades que conforman el Sector Público Nacional.  

Cabe indicar que la tasa de interés moratorio mensual aplicable desde la fecha de presentación de la 
solicitud de acogimiento a las deudas comprendidas en el RAF será 0.4%. 

 



¿Se impondrán sanciones por cometer infracciones durante el periodo que dure el estado de 
emergencia nacional? 

La Sunat no sancionará la comisión de infracciones tributarias cometidas durante el estado de emergencia 
nacional, por el incumplimiento de las obligaciones tributarias formales.   
No se realizará la devolución ni compensación de los pagos que hubieran efectuado los contribuyentes 
hasta el 17 de marzo de 2020, como consecuencia de las infracciones antes descritas. 
 
¿Se han suspendido los plazos para el cumplimiento de las obligaciones mensuales y la anual del 
impuesto a la renta? (NUEVO) 
 
Sunat ha dispuesto la prórroga de los plazos para el cumplimiento de las obligaciones tributarias de carácter 
mensual para micro, pequeñas y medianas empresas, cuyos ingresos, en el 2019, no hayan excedido los 
nueve millones seiscientos sesenta mil soles (S/ 9 660 000) y para empresas cuyos ingresos, en el mismo 
año, no hayan superado los veintiún millones de soles (S/ 21 000 000), así como la prórroga de obligaciones 
relativas a libros y registros electrónicos y declaraciones informativas que vencen a partir de marzo, 
inclusive el reporte local de precios de transferencia. Asimismo, se han establecido prórrogas para el 
cumplimiento de las obligaciones mensuales para el caso de los deudores tributarios designados como 
principales contribuyentes, cuyos ingresos no superen los montos señalados en este párrafo. 
  
También se dispuso un nuevo cronograma de vencimiento para las personas naturales y para las personas 
jurídicas cuyos ingresos no superen los montos antes mencionados.   
  
No se ha previsto lo mismo para las grandes empresas. 
 
¿Cuáles son las facilidades dadas a las micro, medianas y pequeñas empresas durante el estado de 
emergencia? (NUEVO) 

Con la ampliación del estado de emergencia hasta el 30 de junio, la SUNAT ha estableció: 
1.       Una nueva prórroga de los plazos para la declaración y pago de las obligaciones tributarias del periodo 

febrero de 2020, de cargo de las micro, pequeñas y medianas empresas que, en el año 2019, hayan 
obtenido ingresos de hasta nueve millones seiscientos sesenta mil soles (S/ 9 660 000). Dichas 
obligaciones deberán ser cumplidas en julio. 

2.       La prórroga de las fechas máximas de atraso del Registro de Ventas e Ingresos y del Registro de 
Compras electrónicos correspondientes a febrero de 2020. Los nuevos plazos vencen en julio. 

3.       Las siguientes prórrogas:  
• Hasta el 20 de julio, de los plazos máximos de atraso de los libros y registros vinculados a asuntos 

tributarios llevados en formato físico o electrónico.  
• Hasta el 10 de julio, de los plazos de envío a la Sunat -directamente o a través del operador de 

servicios electrónicos, según corresponda- de las declaraciones informativas y comunicaciones 
del Sistema de Emisión Electrónica. 

  
¿Cuáles son las facilidades establecidas para el cumplimiento de las obligaciones tributarias por 
parte de empresas cuyos ingresos no superen los S/ 21 000 000?  

Las facilidades que mencionamos a continuación alcanzan tanto a las empresas que en el año 2019 hayan 
obtenido o percibido ingresos no superiores a los veintiún millones de soles (S/ 21 000 000) como a aquellos 
sujetos inafectos del impuesto a la renta distintos al Sector Público Nacional: 
  

1. Se prorrogan las fechas de vencimiento para la declaración y el pago de las obligaciones tributarias 
de los periodos comprendidos entre marzo y agosto de 2020, las cuales operarán entre los meses 
de julio y octubre.  

2. Para las empresas obligadas a llevar los libros de manera electrónica con anterioridad al 2020 o que 
voluntariamente los lleven a partir de este año, se prorrogan las fechas máximas de atraso del 
Registro de Ventas e Ingresos y del Registro de Compras electrónicos correspondientes a los 
periodos comprendidos entre de marzo y agosto de 2020, operando estos vencimientos a partir del 
9 de julio. 



3. Para las empresas obligadas a llevar sus libros de manera electrónica a partir del año 2020, se 
prorrogan las fechas máximas de atraso del Registro de Ventas e Ingresos y del Registro de 
Compras electrónicos, correspondientes a los meses comprendidos entre enero y mayo de 2020, 
operando estos vencimientos a partir del 9 de julio.  

4. Asimismo, se han otorgado las prórrogas señaladas en los numerales 2 y 3 de la respuesta a la 
pregunta anterior. 

  
¿Cómo me inscribo en el RUC o lo reactivo durante la emergencia nacional?  

Mientras dure el periodo de aislamiento social obligatorio, las personas contratadas por entidades públicas 
para atender la emergencia sanitaria podrán inscribirse en el RUC a través de dichas entidades públicas. 
Para ello, es necesario que las personas naturales proporcionen a la entidad pública el número de su DNI, 
fecha de nacimiento, domicilio fiscal (en caso dicho dato no corresponda con aquel declarado ante la 
Reniec), correo electrónico y su número de teléfono móvil.  
  
Las personas naturales que obtengan su RUC a través del procedimiento antes descrito podrán generar su 
clave SOL desde la página web de la Sunat.  
  
Asimismo, SUNAT ha establecido un procedimiento especial y temporal para la inscripción y reactivación 
del RUC hasta la culminación de la Emergencia Sanitaria, a través de la Mesa de Partes Virtual. 
 
¿Qué ocurrirá con los plazos de las fiscalizaciones en curso y la atención en Centros de Servicios 
al Contribuyente? 

A partir del 11 de junio de 2020, se ha levantado la suspensión que regía sobre las fiscalizaciones y 
citaciones programadas. Se espera que las próximas diligencias en los procesos ya iniciados se lleven a 
cabo a través de medios de comunicación remota. De otro lado, no habrá atención en los centros de 
servicios al contribuyente, al menos, hasta el término de la emergencia nacional.  

Entre tanto, mediante la Resolución de Superintendencia 077-2020/SUNAT se ha creado la Mesa de Partes 
Virtual de SUNAT, que puede ser empleada para la presentación de documentos, con excepción de los 
siguientes: 

a. Los que dan inicio a procedimientos de aprobación automática, como los relacionados con el RUC, 
salvo que la norma de la materia indique expresamente que se usará la MPV-SUNAT. 

b. Los que puedan ser presentados a través del sistema SUNAT Operaciones en Línea (SOL) u otro 
medio electrónico. 

c. Los que deban ser presentados en forma presencial porque: (i) de esa forma se ha establecido en 
norma con rango de ley o decreto supremo, (ii) se requiere utilizar un aplicativo informático para la 
validación de la información, y (iii) solo en forma presencial se puede dar cumplimiento a los requisitos 
establecidos en las normas de la materia o a lo previsto en el contrato respectivo suscrito con la 
SUNAT, y cuando así lo exige la naturaleza y características de la documentación a presentar. Tal 
sería el caso, entre otros, de la obligación de proporcionar el original que obre en papel de cartas 
fianza, así como en comprobantes de pago impresos o importados por imprenta autorizada, cartas 
notariales u otros otorgados en un soporte de papel emitidos por proveedores de la SUNAT. 

Cabe indicar que los documentos presentados entre las 00:00 horas y las 16:30 horas de un día hábil se 
consideran presentados el mismo día hábil, y que los documentos presentados después de las 16:30 horas 
hasta las 23:59 horas se consideran presentados el día hábil siguiente. Por su parte, los documentos 
presentados los sábados, domingos y feriados o cualquier otro día inhábil.  

El Tribunal Fiscal, por su parte, ha habilitado una mesa de partes virtual que se rige por las mismas reglas 
de presentación aplicables a la de SUNAT. Los escritos a dicho ente deben ser dirigidos a la siguiente 
dirección: TFmesadepartes@mef.gob.pe   

¿Puedo suspender la aplicación del pago a cuenta o modificar el coeficiente? 

 Sí, para los pagos a cuenta de los meses de abril, mayo, junio y julio, conforme con las siguientes reglas: 

mailto:TFmesadepartes@mef.gob.pe


  
a. Se deben comparar los ingresos de cada uno de esos meses con los de similar mes del 2019 y, (x) 

si la diferencia es mayor a 30%, el pago a cuenta se suspende, (y) si la diferencia es igual o menor 
a 30%, el pago a cuenta del mes se multiplica por 0.5846 y el resultado será el pago a realizar. 

b. Si no hubo ingresos en similar mes del año 2019, se comparan los ingresos con los del mes de 
mayores ingresos del 2019, o de no haber ingresos en 2019, el mayor de los ingresos de enero o 
febrero de 2020. 

c. De no haber obtenido ingresos antes de marzo de 2020, se multiplicará el pago a cuenta por 0.5846. 
 
¿Se han establecido reglas especiales para el arrastre de la pérdida tributaria del 2020?  

Sí. Mediante el Decreto Legislativo 1481, se ha establecido que, bajo el sistema A, la pérdida generada en 
el 2020 podrá ser arrastrada por cinco ejercicios, computados desde el 2021. 
  
¿Se ha establecido algún beneficio para la depreciación de activos?  

Sí. Mediante Decreto Legislativo 1488, se han establecido las siguientes reglas especiales para la 
depreciación de activos: 
  
a. Los edificios y construcciones cuya edificación se haya iniciado a partir del 1 de enero de 2020 y 

cuenten con un avance de 80% al 31 de diciembre de 2022 podrán ser depreciados con la tasa de 
20%. 

b. Los siguientes bienes, adquiridos en 2020 y 2021, se depreciarán a las siguientes tasas especiales: 
- Equipos de procesamiento de datos 50,0% 
- Maquinaria y equipo 20,0% 
- Vehículos de transporte terrestre (excepto ferrocarriles), con tecnología EURO IV, Tier II y EPA 

2007 empleados por empresas autorizadas que presten el servicio de transporte de personas 
y/o mercancías, en los ámbitos, provincial, regional y nacional: 33,3% 

- Vehículos de transporte terrestre (excepto ferrocarriles) híbridos (con motor de embolo y motor 
eléctrico) o eléctricos (con motor eléctrico). 50,0% 

c. Los edificios y construcciones que sean parte del activo fijo de establecimientos de hospedaje, 
agencias de viaje y turismo, restaurantes y servicios afines, o utilizados para la realización de 
espectáculos públicos no deportivos se depreciarán, en los ejercicios 2021 y 2022, con la tasa de 
20%. Asimismo, los vehículos de transporte terrestre que sean parte del activo fijo de estas personas, 
y los vehículos habilitados para prestar servicios de transporte turístico se depreciarán, en esos 
ejercicios, con la tasa de 33.3% 

 

 

 

 

 

 

 



EDUCACIÓN ______________________________________________ 
 
UNIVERSIDADES 

¿Las universidades y escuelas de posgrado pueden implementar la adaptación de la educación no 
presencial de asignaturas como consecuencia de las medidas para prevenir y controlar el Covid-
19? 

Sí, de forma temporal y excepcional. 

¿Las universidades y escuelas de posgrado pueden reprogramar su calendario académico, como 
consecuencia de las medidas para prevenir y controlar el Covid-19? 

Sí, de forma temporal y excepcional. 

¿Las universidades y escuelas de posgrado pueden realizar un cambio en la modalidad del 
programa académico presencial a semi presencial? 

No, no están facultados a hacer este cambio. La modalidad presencial se mantiene con las adaptaciones 
permitidas a asignaturas no presenciales, pero no implica un cambio de modalidad del programa. 

¿Qué formalidad deben cumplir las universidades y escuelas de posgrado para implementar sus 
acciones de adaptación a la educación no presencial? 

Las universidades y escuelas de posgrado deben comunicar a SUNEDU tales acciones en un plazo máximo 
que vence el 28 de abril de 2020. 

¿Se mantiene el tope máximo de créditos presenciales del 50% en la modalidad del semipresencial?  

No, ese tope ya no existe, se fijará otro. La Sunedu lo fijará mediante resolución, en un plazo que vence el 
19 de junio de 2020. 

¿El plazo de adecuación de los docentes de las universidades públicas y privadas ordenado por la 
Ley Universitaria se mantiene?  

No, ese plazo para que los docentes tengan al menos el grado de maestro para el dictado de programas 
de pregrado se ha pospuesto hasta el 30 de noviembre de 2021. 

¿Los órganos de gobierno de las universidades públicas y privadas pueden sesionar virtualmente?  

Sí, pueden hacerlo. Sus sesiones virtuales tendrán la misma validez que las presenciales.  

INSTITUTOS 

¿Pueden prestarse servicios educativos presenciales en Centros de Educación Técnico-
Productiva e Institutos y Escuelas de Educación Superior Públicos y Privados? 

No, deben suspenderse indefinidamente.  

¿Pueden prestarse servicios educativos a distancia durante el período de suspensión? 

Sí, si cuentan con metodología y herramientas adecuadas. 

 



¿En la modalidad semipresencial, hay topes de créditos no presenciales?  

Sí, mínimo 30% y máximo 50% de créditos a través de tecnologías de la información. 

¿En la modalidad a distancia hay topes de créditos no presenciales?  

No, el 100% de los créditos se pueden desarrollar en entornos virtuales. 

¿Los programas de formación continua puedes desarrollarse en todas las modalidades?  

Sí, pueden desarrollarse en las modalidades presenciales, semipresenciales y a distancia 

COLEGIOS 

¿Cuándo inicia el año escolar 2020? 

Para las instituciones educativas públicas, el 6 de abril bajo la estrategia “Aprendo en Casa”. 

¿Cuándo se inicia la prestación del servicio presencial? 

Las clases presenciales se encuentran suspendidas indefinidamente. Las instituciones educativas privadas 
deben adecuar el servicio que brindan para que pueda ser provisto a distancia.  

¿Las instituciones educativas privadas pueden prestar el servicio educativo a distancia? 

Sí, si cuentan con metodología y herramientas adecuadas. 

¿Qué solución ha dado el gobierno frente a la imposibilidad de dictar clases presencialmente?  

El Decreto Legislativo 1476 estableció que las instituciones educativas privadas tenían el día 12 de mayo 
de 2020 para informar a los padres de familia: 

• Una comparación de los costos fijos y variables: (i) aplicables a la prestación del servicio presencial, 
y (ii) aquéllos aplicables a la prestación del servicio a distancia. Esta comparación tiene por finalidad 
comunicar los costos que se reducen y/o se incrementan, cuando se presta el servicio a distancia.  

• Una propuesta ajustada de la nueva oferta educativa, incluyendo un ajuste de pensiones, basado en 
la regla de que los colegios no pueden cobrar por las prestaciones de tipo presencial que hubiera 
dejado de ejecutar, y la variación de costos. 

 
¿Qué pueden hacer los padres de familia que estén en desacuerdo con la nueva propuesta de oferta 
educativa y pensiones del colegio? 

La propuesta de es evaluada por los usuarios del servicio, habilitándose la posibilidad de negociación entre 
el colegio y los usuarios. 

En caso de que los padres de familia no estén de acuerdo con la propuesta, podrán: (i) resolver el contrato 
de servicio educativo, lo que implicará la devolución de cuota de matrícula, cuota de ingreso y pensiones 
canceladas, de manera proporcional al tiempo de permanencia del estudiante; y descontando las deudas 
pendientes que hubieran; o (ii) sujetarse a las nuevas condiciones planteadas por el colegio, sin perjuicio 
de acudir a las instancias administrativas (Minedu, Indecopi) y judiciales correspondientes para que evalúen 
las condiciones contractuales aplicadas por el colegio. 

¿Es obligatorio para Las instituciones educativas privadas, implementar la estrategia “Aprendo en 
casa” diseñado por el Ministerio de Educación? 

No, las instituciones educativas privadas pueden tomar como referencia para su plan de recuperación la 
estrategia “Aprendo en casa” diseñado por el Ministerio de Educación para las instituciones educativas 
públicas. 

 



¿Las instituciones educativas privadas deben presentar su plan de recuperación adaptado? 

Sí, deben presentarlo ante la UGEL competente dentro de los 7 días calendario contados desde el 3 de 
abril de 2020, fecha en que se publicó la Resolución Viceministerial N° 090-2020-MINEDU, que aprobó la 
norma técnica denominada “Disposiciones para la prestación del servicio de educación básica a cargo de 
instituciones educativas de gestión privada, en el marco de la emergencia sanitaria para la prevención y 
control del Covid-19”. 

 

 

ELECTRICIDAD ____________________________________________ 
 
¿Las empresas distribuidoras de electricidad se encuentran obligadas a fraccionar sus deudas por 
consumos originados en la época de emergencia sanitaria? 
 
De conformidad con el Decreto de Urgencia 035-2020, las empresas distribuidoras de electricidad podrán 
fraccionar sus deudas, solamente a las poblaciones vulnerables, de acuerdo a las siguientes condiciones: 
• Se encuentran comprendidos dentro del alcance de la norma los recibos de energía eléctrica que se 

hubieran emitido en marzo de 2020, o que comprendan algún consumo realizado durante el periodo 
de emergencia determinado por el D.S. 044-2020-PCM y sus prorrogas. 

• Se encuentran comprendidas las poblaciones vulnerables de acuerdo al siguiente detalle:  
 
a) Usuarios residenciales del servicio de electricidad con consumos de hasta 100 kWh mensuales. 
 
b) Usuarios residenciales del servicio de electricidad de los sistemas eléctricos rurales no convencionales 
abastecidos con suministro fotovoltaico autónomo. 
 

• Las empresas distribuidoras de energía eléctrica podrán fraccionar hasta 24 meses esos recibos, 
siempre que correspondan a usuarios considerados parte de la población vulnerable. 

• Asimismo, respecto a los recibos fraccionados, estos no serán considerados vencidos para aplicar 
el corte de servicio al que se refiere el artículo 90 de la Ley de Concesiones Eléctricas- Decreto Ley 
25844. 

• No se aplicarán intereses moratorios, cargos fijos por mora, o cualquier otro concepto vinculado al 
no pago de los recibos fraccionados, salvo los intereses compensatorios, de acuerdo al detalle 
establecido a continuación. 

• Los intereses compensatorios máximos aplicables son los establecidos en el artículo 176 del 
Reglamento de la Ley de Concesiones Eléctricas, aprobado por Decreto Supremo 009-93-EM, y el 
artículo 66 del Texto Único Ordenado del Reglamento de Distribución de Gas Natural por Red de 
Ductos, aprobado por Decreto Supremo 040-2008-EM, según el tipo de servicio que corresponda. 
Estos intereses son cancelados con los saldos disponibles del Fondo de Inclusión Social Energético 
– FISE, hasta por un máximo de S/ 25 000 000, que constituye un destino adicional del artículo 5 de 
la Ley 29852. 

 
¿La norma técnica de calidad sigue aplicándose a las empresas eléctricas en esta emergencia 
sanitaria? 
 

• Las transgresiones a la Norma Técnica de Calidad de los Servicios Eléctricos, aprobada por Decreto 
Supremo 020-97-EM, y la Norma Técnica de Calidad de los Servicios Eléctricos Rurales, aprobada 
mediante Resolución Directoral N° 016-2008-EM/DGE, no da lugar a la aplicación del pago de 
compensaciones o sanciones siempre que dichas transgresiones no estén relacionadas a temas de 
seguridad y sean consecuencia de eventos no imputables a las empresas eléctricas como 



consecuencia de las medidas o restricciones en el marco del referido estado de emergencia nacional 
o por los efectos causados por el COVID-19. 

• Durante el estado de emergencia nacional se suspenden los plazos contemplados en la Norma 
Técnica de Calidad de los Servicios Eléctricos. 

 
¿Cuáles son las facultades de las empresas eléctricas en esta emergencia? 

Las empresas que prestan el servicio público de electricidad durante el estado de emergencia nacional 
pueden implementar las siguientes medidas: 
 

• Suspensión de la emisión y entrega de los recibos o facturas de los servicios públicos de electricidad 
en medios físicos. 

• Autorización de entrega de recibos o facturas de los servicios públicos de electricidad, por medios 
alternativos, como los digitales, aun cuando el usuario haya solicitado la remisión mediante 
documento impreso, siempre que el usuario cuente con dichos medios alternativos. 

• Suspensión de la lectura de los consumos de electricidad de los usuarios finales. 
• Suspensión de la obligación de atender físicamente a los usuarios finales a través de los centros de 

atención al cliente de energía eléctrica y gas natural. 
• Autorización para la emisión de los recibos o facturas por consumo al usuario final de electricidad, 

utilizando métodos de cálculo que se ajusten a su perfil de consumo de los últimos seis meses 
previos al mes a facturar, a partir de lecturas reales. 

• Determinación de medidas alternativas, que permitan cumplir con el servicio de comercialización al 
usuario final de electricidad. 

 
¿La supervisión de Osinergmin en las actividades eléctricas se mantiene durante el plazo de la 
emergencia por el COVID-19?  

El sector eléctrico sigue trabajando en este periodo de emergencia y también las actividades de supervisión 
de Osinergmin se mantienen, pero teniendo en cuenta la condición de emergencia el organismo ha emitido 
la Resolución 033-2020-OS/CD, aprobando el Protocolo de Supervisión de las actividades a su cargo 
durante el plazo de emergencia del COVID-19. 
 
¿Las empresas que brindan el servicio de electricidad siguen funcionando normalmente? 

Si, funcionan con normalidad, porque están exceptuadas de la norma de emergencia, ya que brindan un 
servicio público esencial para la población. En este caso deben funcionar las empresas que se encuentran 
dentro de la cadena de producción y distribución de electricidad (generadoras, transmisoras y 
distribuidoras).   
 
¿Los plazos para presentar reclamos o impugnaciones por reclamos derivados del servicio público 
de electricidad quedan suspendidos? 

Si, quedan suspendidos por un plazo de 30 días hábiles.  
 
¿Los proyectos eléctricos que se encuentren en proceso de construcción tienen que suspender su 
ejecución durante la vigencia de la norma de emergencia? 

Si, tienen que suspender sus actividades por cuanto no se encuentran dentro de los supuestos de 
excepción del D.S. 044-2020-PCM.  

 

 

 



INFRAESTRUCTURA ________________________________________ 
 
¿Qué sucede con la ejecución de los contratos de concesión celebrados con el Estado peruano 
durante el estado de emergencia? 

De modo general, las normas aplicables a los contratos de concesión que se ejecutan bajo la modalidad 
de asociaciones público-privadas permiten la suspensión de las obligaciones por fuerza mayor. El estado 
de emergencia califica como un supuesto de fuerza mayor. Ahora bien, corresponderá revisar las cláusulas 
de cada contrato para establecer las formalidades y procedimientos que deben seguirse para invocar la 
suspensión de las obligaciones, así como el alcance que tendrá dicha suspensión.  
  
¿Qué restricciones existen para el transporte de carga y mercancías durante el estado de 
emergencia? 

El transporte de carga y mercancías no se encuentra comprendido dentro del cierre temporal de fronteras. 
Por lo tanto, se garantiza el ingreso y salida de mercancías del país por puertos, aeropuertos y puntos de 
frontera habilitados. En el caso de mercancías restringidas, las autoridades pueden disponer medidas 
especiales para su ingreso y salida. El transporte de carga y mercancías dentro del territorio nacional 
tampoco se encuentra sujeto a restricciones. 

 

 

LITIGIOS Y ARBITRAJES ____________________________________ 
 
¿Se han suspendido los plazos procesales en los procesos judiciales a nivel nacional? 

Sí, el Consejo Ejecutivo del Poder Judicial ha declarado la suspensión de todos los plazos procesales, así 
como de todas las labores del Poder Judicial a nivel nacional. 

¿Se han suspendido el cómputo de los plazos en los procesos arbitrales?  

Depende si el arbitraje es ad hoc o institucional (arbitrajes administrados por centros de arbitrajes). Los 
centros de arbitraje de la Cámara de Comercio de Lima, Amcham y de la Pontificia Universidad Católica 
del Perú han comunicado la suspensión de todos los plazos procesales. Sin embargo, estas tres 
instituciones arbitrales han dejado a criterio del tribunal arbitral y las partes decidir el levantamiento de la 
suspensión, de ser el caso, y la reanudación de las actuaciones arbitrales en forma remota. 

En el caso de los arbitrajes ad hoc, la decisión quedará finalmente en manos del respectivo tribunal arbitral. 

 

 

 

 



MIGRACIONES ____________________________________________ 
¿La Superintendencia Nacional de Migraciones (Migraciones) ha dispuesto la creación de una 
mesa de partes virtual?  

Sí, mediante Resolución de Superintendencia 000131-2020-MIGRACIONES, publicada el 29 de mayo de 
2020 en el Diario Oficial El Peruano, Migraciones dispuso la creación de su mesa de partes virtual, la cual 
operará a través de la plataforma “Agencia Virtual de MIGRACIONES”. Asimismo, en dicha resolución, se 
aprobó el listado de procedimientos administrativos y servicios que serían atendidos mediante esta 
plataforma 

¿Qué procedimientos se atenderán? 

• Procedimientos Administrativos 
Cambio de calidad migratoria 
Prórroga de residencia 

• Servicios prestados en exclusividad 
Permiso especial de viaje 
Permiso especial para firmar contratos (turista y estudiante) 
Inscripción en el Registro Central de Extranjería y emisión del carné de extranjería 
Duplicado del carné de extranjería 
Modificación de datos en el Registro Central de Extranjería 
Certificado de movimiento migratorio 

• Otros servicios 
Duplicado del permiso temporal de permanencia – PTP 
Devolución de pagos 
Pago de la tasa anual de extranjería 
Buzón electrónico 
Bloqueo de PAS 
Citas en línea 
Consultas en línea 
Reclamaciones en línea 

Es importante mencionar que los procedimientos administrativos y servicios detallados se podrán 
gestionar desde el reinicio de la atención en línea de Migraciones a través de su plataforma digital 
“Agencia Virtual de Migraciones”, el cual está programado para el miércoles 3 de junio.   

¿Qué constancias emitirá Migraciones a través de su página web? 

• Constancia de emisión de carné de extranjería 
• Constancia de emisión de carné de extranjería (menores de edad) 
• Constancia de emisión de carné de permiso de temporal de permanencia (PTP)  
• Constancia de emisión de carné de permiso temporal de permanencia (PTP) (menores de edad) 

Estas constancias serán usadas por todos los ciudadanos extranjeros que no hubieran podido recabar el 
carné de extranjería ni el PTP debido a la medida de aislamiento social obligatorio decretada en el marco 
de la emergencia sanitaria por el COVID-19, habiendo efectuado previamente uno de los siguientes 
trámites: 

• Inscripción en el Registro Central de Extranjería y emisión del carné de extranjería 
• Duplicado de carné de extranjería  
• Emisión y duplicado del carné de PTP de ciudadanos venezolanos. 



Su obtención es de forma gratuita y en línea por medio del portal institucional www.migraciones.gob.pe y 
serán válidos el tiempo que dure la emergencia sanitaria y hasta la entrega del carné respectivo. 

¿Cuál es el estado de los expedientes migratorios que han sido iniciados ante la Superintendencia 
Nacional de Migraciones (Migraciones)?  

Los expedientes migratorios que se encuentran pendientes de aprobación se mantendrán de esta manera 
hasta concluido el estado de emergencia y Migraciones reanude actividades.  

Los extranjeros con procesos de solicitud de cambio de calidad migratoria temporal o residente en trámite 
no deben salir del país   sin permiso de viaje tramitado ante Migraciones por el máximo de 30 días calendario 
por viaje. 

En efecto, en el marco del estado de emergencia nacional declarado por el Gobierno la Superintendencia 
Nacional de Migraciones ha publicado el día 5 de mayo del 2020 la Resolución de Superintendencia 000120-
2020 en el Diario Oficial El Peruano, que dispone prorrogar el cómputo de los plazos de tramitación de los 
procedimientos administrativos sujetos a silencio positivo y negativo que se encuentren en trámite por el 
término de quince (15) días hábiles contados a partir del 29 de abril del 2020. Esto teniendo en cuenta que el 
19 de marzo del 2020 se publicó la Resolución de Superintendencia000104-2020-MIGRACIONES, la misma 
que en su artículo 4 señalaba la suspensión de plazos administrativos por 30 días hábiles desde el 16 de 
marzo del 2020. 

Por lo expuesto, todos los ciudadanos extranjeros que se encuentren con trámites migratorios pendientes o 
no hayan podido iniciarlos durante el estado de emergencia permanecerán como regulares, no acumularán 
multas o sanciones. 

¿Qué debo hacer si mi residencia vence durante el estado de emergencia?  

Migraciones ha extendido la vigencia de la calidad migratoria de residente hasta el término del estado de 
emergencia nacional. 

Una vez concluido el estado de emergencia nacional y se abran las fronteras no deberá salir del país si, 
tiene residencia vencida o próxima a vencer, hasta la renovación de la misma o previo trámite de permiso 
de viaje por el máximo de 30 días calendario por viaje. 

¿Qué sucederá con los nuevos trámites en Migraciones?  

Las nuevas citas podrán ser obtenidas una vez Migraciones reanude actividades posteriores al estado de 
emergencia o vía la agencia virtual, contactar al Estudio para poder apoyarlos en la consulta concreta.  

¿Cuál será el estado de mi cita durante el estado de emergencia?  

Todas las citas serán reprogramadas por Migraciones y se le indicará por correo a los administrados la 
nueva fecha. La atención al público en todas las oficinas a nivel nacional para todo tipo de trámite queda 
suspendida hasta que Migraciones reanude sus actividades con posterioridad al estado de emergencia 
salvo las actividades y procedimientos que por la agencia virtual se podrán realizar. 

¿Cuáles son las sanciones administrativas por el exceso de permanencia?  

Migraciones comunicó la extensión del plazo de las calidades temporales hasta el término del estado de 
emergencia; es decir, no existirá sanción por exceso de permanencia durante el estado de emergencia. 
Todo extranjero tendrá 45 días luego de levantado el estado de emergencia para regularizar sus 
procedimientos. 
 

http://www.migraciones.gob.pe/


MINERÍA E HIDROCARBUROS _______________________________ 
¿Qué ocurre con el desarrollo de las actividades mineras durante el estado de emergencia nacional? 

Mediante Decreto Supremo 080-2020-PCM publicado el 3 de mayo se dispuso que en el mes de mayo se 
inicie la Fase 1 de la Reanudación de Actividades Económicas, fase que contempla a las actividades de 
explotación, beneficio, almacenamiento, transporte y cierre de minas del estrato de la gran minería. 

En atención a ello, el Ministerio de Energía y Minas, mediante la Resolución Ministerial N° 128-2020-
MINEM/DM aprobó el “Protocolo Sanitario para la implementación de medidas de prevención y respuesta 
frente al COVID-19 en las actividades del Sub Sector Minería, Sub Sector Hidrocarburos y el Sub Sector 
Electricidad”; y, mediante la Resolución Ministerial N° 129-2020-MINEM/DM aprobó los "Criterios de 
focalización territorial" a ser aplicados en la reanudación de actividades de explotación, beneficio, 
almacenamiento, transporte y cierre de minas del estrato de la gran minería. 

Mediante Decreto Supremo Nº 101-2020-PCM publicado el 4 de junio, se aprobó la Fase 2 de la 
Reanudación de Actividades Económicas, la cual comprende las actividades de (I) exploración minera del 
estrato de mediana y gran minería; y, (II) explotación, beneficio, almacenamiento, transporte y cierre de 
minas para la mediana y pequeña minería en los siguientes casos particulares:  

Mediana minería y sus actividades conexas, que cuenten con campamentos mineros o acondicionen 
componentes auxiliares o alojamiento externo de uso exclusivo para sus trabajadores 

Pequeña minería y sus actividades conexas y minería artesanal formalizadas, previamente acreditadas por 
la autoridad regional competente. 

Mediante Decreto Supremo Nº 117-2020-MINEM, publicado el 30 de junio, se aprobó el inicio de la Fase 3 
de la Reanudación de Actividades Económicas, la cual comprende la reanudación de todas las actividades 
del sector minero que no fueron contempladas en la Fase 1 y 2, a excepción, de las actividades que se 
desarrollan en las zonas urbanas de las regiones de Arequipa, Ica, Junín, Huánuco, San Martín, Madre de 
Dios y Ancash. 

¿Qué ocurre con el sector hidrocarburos durante el estado de emergencia nacional? 

El Decreto Supremo 080-2020-PCM publicado el 3 de mayo, dispuso que en el mes de mayo se inicie la 
Fase 1 de reactivación económica, fase que contempla a los proyectos de hidrocarburos. 

Sin embargo, cabe precisar que las actividades de abastecimiento de combustible y suministro de gas 
natural, ya venían siendo exceptuadas conforme a lo dispuesto en el Decreto Supremo Nº 044-2020-PCM. 
Cabe agregar que, para el caso de estas actividades, los titulares deberán adecuarse a lo establecido en 
las resoluciones ministeriales 128-2020-MINEM/DM y 129-2020-MINEM/DM y la Resolución Viceministerial 
016-2020-MINEM/VMH. 

Mediante Decreto Supremo Nº 117-2020-MINEM, publicado el 30 de junio, se aprobó el inicio de la Fase 3 
de la Reanudación de Actividades Económicas, la cual comprende la reanudación de todas las actividades 
del sector energético que no fueron comprendidas en la Fase 1 y 2, a excepción, de las actividades que se 
desarrollan en las zonas urbanas de las regiones de Arequipa, Ica, Junín, Huánuco, San Martín, Madre de 
Dios y Ancash.   

¿Qué ocurre con los procedimientos administrativos a cargo del sector Energía y Minas? 
 
Mediante Decreto Supremo Nº 087-020-PCM se dispuso prorrogar la suspensión del cómputo de los plazos 
de tramitación de los procedimientos administrativos y de cualquier índole (Decreto de Urgencia N° 026-
2020, prorrogado por el Decreto Supremo N° 076-2020-PCM y el Decreto de Urgencia 029-2020, 
prorrogado por el Decreto Supremo N° 053-2020-PCM) hasta el 10 de junio de 2020. 
  



Al respecto, el Decreto de Urgencia Nº 053-0200 facultó a las entidades públicas a aprobar el listado de 
procedimientos cuya tramitación no se encuentra sujetos bajo dicha prórroga. 
 
En consecuencia, mediante Resolución Ministerial Nº 147-2020-MINEM/DM el Ministerio de Energía y 
Minas publicó el listado de procedimientos administrativos, correspondiente al subsector minería, cuya 
tramitación no se encuentra sujeta a la suspensión de plazos. Los procedimientos administrativos 
exceptuados para el sub sector minero son los siguientes: 
 

Procedimientos de la Dirección General de Minería 

Denominación del procedimiento Denominación de los 
procedimientos por casos 

1 Otorgamiento y modificación de concesión de beneficio Caso A: Otorgamiento de concesión de 
beneficio 
Caso B: Modificación de concesión de 
beneficio 
Caso C: Informe técnico minero 

2 Autorización para inicio/reinicio de las actividades de 
exploración, desarrollo, preparación, explotación (incluye plan 
de minado y botaderos) en concesiones mineras metálicas/no 
metálicas y modificatorias 
 

Caso B: Autorización de las actividades 
de explotación (incluye aprobación del 
plan de minado y botaderos) 
Caso C: Modificación de la autorización 
de explotación 
Caso D: Informe técnico minero 

Procedimientos de la Dirección General de Asuntos Ambientales Mineros 

Denominación del procedimiento Denominación de los 
procedimientos por casos 

1 Evaluación del Plan de Cierre de Minas y de Pasivos 
Ambientales 

Gran y mediana minería 

2 Modificación/actualización de Plan de Cierre de Minas o Plan 
de Pasivos Ambientales Mineros 

Gran y mediana minería 

3 Evaluación del Plan Ambiental Detallado (PAD) – Decreto Supremo N° 033-2005-EM y modificatorias. 
 
De igual manera, mediante Resolución Ministerial 148-2020-MINEM/DM el Ministerio de Energía y Minas 
publicó el listado de procedimientos administrativos, correspondiente a los subsectores electricidad e 
hidrocarburos, cuya tramitación no se encuentra sujeta a la suspensión de plazos. Los procedimientos 
administrativos exceptuados para el sub sector hidrocarburos son los siguientes: 
 

Nº de orden TUPA Denominación del procedimiento Código TUPA 
Concesiones 

17 Otorgamiento de concesión de transporte de hidrocarburos 
por ductos CH01 

18 Otorgamiento de concesión para distribución de gas natural 
por red de ductos CH02 

19 Modificación de la concesión de transporte para extensiones, 
ampliaciones y ramales CH03 

20 Renuncia a la concesión CH04 
Autorizaciones 

21 Autorización de instalación de ducto para uso propio y 
principal AH01 

22 Autorización de operación de ducto para uso propio y 
principal  AH02 

23 Autorización para la quema de gas natural  AH03 

24 Autorización para realizar pruebas para verificar la viabilidad 
de un proyecto que utilizará gas natural  AH04 

25 Opinión favorable para autorización de prórroga del régimen 
de importación temporal  AH05 



26 
Autorización para la construcción y operación de la red para 
el abastecimiento de GNC y/o GNL a varios puntos de 
suministro  

AH06 

27 
Autorización para la comercialización y registro de 
combustibles, otros productos derivados de los hidrocarburos 
y biocombustibles 

AH07 

Inscripción 

29 
Inscripción o modificación de inscripción de uso de signo y 
color distintivo para cilindros de GLP* * aplicable solo para los 
procedimientos que se encuentran en trámite 

IH01 

Servidumbre y derechos de superficie 
30 Establecimiento de servidumbres y derecho de superficie para 

operaciones petroleras (petróleo y gas natural)  SH01 

31 Establecimiento de servidumbres para transporte de 
hidrocarburos por ductos  SH02 

32 Establecimiento de servidumbres para distribución de gas 
natural por red de ductos  SH03 

33 Modificación de servidumbre  SH04 
34 Extinción de servidumbre SH05 

Aprobaciones 
35 Opinión favorable para la aprobación de la adquisición de 

explosivos  BH01 

36 Aprobación para la inscripción de subcontratistas petroleros 
en el registro público de hidrocarburos  BH02 

37 Calificación de venteo de gas natural como caso inevitable en 
caso de contingencia o emergencia BH03 

38 Calificación de venteo operativo como inevitable BH04 

39 Aprobación de lista de bienes y servicios para la devolución 
de impuestos BH05 

 

Listado de procedimientos administrativos de la Dirección General de Asuntos Ambientales de 
Hidrocarburos cuya tramitación no se encuentra sujeta a la suspensión de plazos: 

Nº de orden TUPA Denominación del procedimiento Código TUPA 

55 Aprobación de Declaración de Impacto Ambiental para 
actividades de Hidrocarburos BA03 

57 Aprobación de Estudio de Impacto Ambiental semidetallado 
para actividades de Hidrocarburos y Electricidad * BA02 

59 Aprobación de la modificación de Estudios Ambientales 
para actividades de Electricidad e Hidrocarburos * BA09 

 

* Los procedimientos están referidos solo para actividades relacionadas con hidrocarburos. 
 
Procedimientos de índole especial: 

N° Denominación del procedimiento Base legal 
 
 

1 

 
Aprobación del Informe Técnico 
Sustentatorio para actividades de 
hidrocarburos 

Artículo 40° del Reglamento para la Protección Ambiental en 
las actividades de Hidrocarburos, aprobado por Decreto 
Supremo Nº 039-2014- EM.  

 
Resolución Ministerial Nº 159-2015-MEMDM que aprueba los 
criterios técnicos para la evaluación de modificaciones, 
ampliaciones de componentes y de mejoras tecnológicas con 
impactos no significativos, respecto de actividades de 
hidrocarburos que cuenten con certificación ambiental. 



2 Aprobación de actualización de 
Estudios Ambientales o Instrumentos 
de Gestión Ambiental 
Complementarios 

Artículos 13° y 30° del Reglamento de la Ley Nº 27446, Ley 
del Sistema Nacional de Evaluación de Impacto Ambiental, 
aprobado por Decreto Supremo Nº 019-2009-MINAM 

 

Cabe precisar que los procedimientos antes mencionados se tramitarán siempre y cuando el administrado 
autorice o hubiera autorizado la notificación electrónica, o se cuente con su consentimiento expreso, 
conforme a lo dispuesto en el numeral 20.4 del artículo 20 del TUO de la Ley de Procedimiento 
Administrativo General. 

A partir del 11 de junio, se reinició el cómputo de los plazos de tramitación de los procedimientos 
administrativos que fueron suspendidos mediante los decretos mencionados líneas atrás. 

 

 

PESQUERÍA ______________________________________________ 
¿Produce emitirá certificados de procedencia y origen legal?  

Produce ha dispuesto que la Dirección General de Pesca para Consumo Humano Directo e Indirecto 
continúe emitiendo los certificados de procedencia y origen legal correspondientes, a través de la 
plataforma virtual del ministerio. 

¿Se ha suspendido la fiscalización al sector pesquero? 

Mediante comunicado el Ministerio de la Producción (Produce) ha indicado que se permitirá la circulación 
del personal mínimo que desarrolle actividades de fiscalización, control y monitoreo de las actividades 
pesqueras y acuícolas realizadas por empresas supervisoras y entidades de ensayo e inspección. 
Asimismo, ha establecido que en el caso de las plantas de reaprovechamiento deben contar con 
fiscalización de Produce. Lo mencionado implica que la actividad pesquera continua sujeta a fiscalización, 
pudiendo generarse actas de fiscalización que recomienden inicio de procedimientos sancionadores si es 
que se detectan incumplimientos. 

 ¿Puede realizarse actividad extractiva de recursos hidrobiológicos? 

Está autorizada la realización de actividades de pesca artesanal e industrial destinadas a abastecer al 
consumo humano directo.  

¿Qué documento deben portar los pescadores para desplazarse a laborar? 

Para laborar deben portar el documento que los habilite como pescadores artesanales (siempre que no se 
encuentren dentro de la población de riesgo).  

¿Qué ocurre con la actividad acuícola?  

Los productos en estado fresco o procesado provenientes de acuicultura (trucha, tilapia, concha de abanica, 
langostino, etc.) independientemente del mercado de destino son considerados de consumo humano 
directo. En dicha medida, quienes realizan actividad acuícola podrán desplazar al personal mínimo e 
indispensable para realizar la actividad. Para ello, deberán comunicar a Produce o al gobierno regional la 
lista del personal mínimo autorizado. 

 



¿Pueden operar las empresas de distribución de productos hidrobiológicos? 

Las empresas que se dedican a la distribución de productos hidrobiológicos pueden continuar con sus 
labores siempre y cuando cuenten con la logística para la cadena de suministro a los centros de abastos, 
supermercados y mercados. Lo mencionado implica que también pueden realizarse las actividades 
relacionadas con transporte de recursos, productos e insumos pesqueros y acuícolas a establecimientos 
pesqueros y centros de cultivo, así como almacenamiento y comercialización de los mismos a nivel 
nacional.  

¿Estarán abiertos los terminales pesqueros? 

Los terminales pesqueros de Ventanilla y Villa María del Triunfo estarán abiertos para garantizar el 
abastecimiento al público cumpliendo con protocolos de seguridad y salubridad. 

¿Qué pasará con los procedimientos administrativos en trámite en Produce? 

Se suspenderá por 30 días la tramitación de estos. En cumplimiento de la normativa dictada por el Gobierno, 
el personal de la entidad dejará de laborar salvo los vinculados a tareas indispensables referidas al 
abastecimiento de alimentos o a la emergencia. 

¿Qué ocurre con los plazos en los procedimientos sancionadores? 

Se han suspendido los plazos para inicio y tramitación de procedimientos sancionadores por 30 días hábiles 
desde la publicación del D.U. 029-2020 (publicado 20 de marzo de 2020). También se han suspendido los 
procedimientos sancionadores en trámite al momento de dictarse el decreto de urgencia indicado.  

¿Qué ocurre con los plazos para impugnar o presentar descargos respecto a procedimientos 
sancionadores? 

No se ha dispuesto expresamente la suspensión de los plazos para impugnar. En este sentido, si el plazo 
para impugnar vence durante el estado de emergencia, en la medida que la mesa de partes del ministerio 
no está funcionando, que no se cuenta con mesa de partes virtual y que la libertad de tránsito está limitada, 
deberá considerarse que los recursos o descargos deben presentarse en el primer día que las actividades 
se reestablezcan. 

¿Qué pasa con los protocolos sanitarios emitidos por Sanipes? 

Sanipes ha indicado que se suspenden los plazos de tramitación de los procedimientos administrativos 
referidos a habilitación de infraestructura. Se entiende que los demás procedimientos seguirían 
tramitándose. A partir del 23 de marzo de 2020 Sanipes está emitiendo certificados sanitarios de 
exportación con firma digital y con código QR, para productos hidrobiológicos que tengan como destino 
Colombia, México, Chile y los países de la Unión Europea. 

 

 

 

 



PROCESOS DE SELECCIÓN _________________________________ 
¿Qué pasa con los contratos que se vienen ejecutando con el Estado cuyo objeto contractual no se 
encuentre dentro de las actividades de excepción previstas en el Decreto Supremo 044-2020-PCM? 

Los contratistas que vengan ejecutando contratos con el Estado, cuyas actividades no se encuentran 
incluidas dentro de los supuestos de excepción del Decreto Supremo 044-2020-PCM, que mereció una 
precisión mediante el Decreto Supremo 046-2020-PCM, podrán solicitar la ampliación de plazo para el 
cumplimiento de las prestaciones a su cargo, alegando que se trata de una situación que no les resulta 
imputable y que les impide cumplir con el contrato. La ampliación de plazo podrá solicitarse por todo el 
tiempo que dure la situación de emergencia. La base legal es la siguiente: 

Reglamento de Contrataciones aprobado mediante Decreto Supremo 344-2018-EF 

Para el caso de contratos de bienes y servicios: 

Artículo 158. Ampliación del plazo contractual 158.1. Procede la ampliación del plazo en los siguientes 
casos: 

a. Cuando se aprueba el adicional, siempre y cuando afecte el plazo. En este caso, el contratista 
amplía el plazo de las garantías que hubiere otorgado. 

b. Por atrasos y/o paralizaciones no imputables al contratista. 

158.2 El contratista solicita la ampliación dentro de los siete (7) días hábiles siguientes a la notificación de 
la aprobación del adicional o de finalizado el hecho generador del atraso o paralización. 

Para el caso de contratos de obras: 

Artículo 197. Causales de ampliación de plazo. El contratista puede solicitar la ampliación de plazo pactado 
por cualquiera de las siguientes causales ajenas a su voluntad, siempre que modifiquen la ruta crítica del 
programa de ejecución de obra vigente al momento de la solicitud de ampliación: 

a. Atrasos y/o paralizaciones por causas no atribuibles al contratista. 
b. Cuando es necesario un plazo adicional para la ejecución de la prestación adicional de obra. En 

este caso, el contratista amplía el plazo de las garantías que hubiere otorgado. 

Para el caso de contratos que provengan de procesos de selección convocados antes del 3 de abril de 
2017 la base legal es la siguiente: 

Decreto Supremo 350-2015-EF, modificado mediante el Decreto Supremo 056-2017-EF. Para contratos de 
bienes y servicios (artículo 140 del reglamento) y para contratos de obras (artículo 169). 

¿Qué pasa con los contratos que se vienen ejecutando con el Estado y que tienen por objeto 
garantizar el abastecimiento de alimentos o de medicinas o la continuidad de servicios públicos 
esenciales, los cuales se encuentran descritos en el artículo 4 del D.D. 044-2020-PCM, lo que 
mereció una precisión mediante el Decreto Supremo 046-2020-PCM? 

Considerando que de acuerdo con el numeral 2.1 del artículo 2° del Decreto Supremo 044-2020-PCM, que 
recibió una precisión mediante el Decreto Supremo 046-2020-PCM, se debe garantizar el abastecimiento 
de alimentos y medicinas, así como la continuidad de servicios públicos esenciales, los cuales se 
encuentran descritos en el artículo 4 del citado cuerpo normativo, los contratistas que vengan ejecutando 
dichos contratos con el Estado deberán continuar con dichas prestaciones. 

Para dicho fin el empleador deberá tramitar las autorizaciones de circulación respectiva. 



¿Qué pasa con los procedimientos administrativos iniciados ante el OSCE, tales como los 
procedimientos administrativos sancionadores, apelaciones, pronunciamientos y dictámenes? 

La tramitación de todos los procedimientos administrativos iniciados ante el OSCE queda suspendida, 
correspondiendo aplazarse la realización de audiencias, la emisión de resoluciones, pronunciamientos y 
dictámenes. Del mismo modo queda suspendido el trámite correspondiente a los recursos de apelación 
ante el Tribunal del OSCE, no operando el silencio negativo. 

¿Qué pasa con la suscripción de los contratos durante el período de emergencia? 

En el caso de contratos que no estén relacionados a garantizar lo dispuesto en el D.S. 044-2020-PCM, que 
mereció una precisión mediante el Decreto Supremo 046-2020-PCM, para la prevención del coronavirus, 
la suscripción de estos queda suspendida. 

En el caso de contratos que sí estén relacionados a garantizar lo dispuesto en el D.S. 044-2020-PCM para 
la prevención del coronavirus, la suscripción de los mismos debe continuar. 

¿Qué pasa con la tramitación de los procesos de contratación con el Estado? 

Los procesos de contratación con el Estado convocados previamente a la declaratoria de emergencia que 
no estén relacionados a garantizar lo dispuesto en el D.S. 044-2020-PCM, que recibió una precisión 
mediante el Decreto Supremo N° 046-2020-PCM, para la prevención del coronavirus, quedan suspendidos, 
no correspondiendo, por ende, la presentación de propuestas, formulación de consultas y observaciones, 
presentación de apelaciones, etc. 

Los procesos de contratación con el Estado convocados previamente a la declaratoria de emergencia que 
si estén relacionados a garantizar lo dispuesto en el D.S. 044-2020-PCM, que recibió una precisión 
mediante el Decreto Supremo 046-2020-PCM, para la prevención del coronavirus, deben continuar. 

Durante el período del 16 de marzo hasta el 31 de marzo de 2020 no se podrán convocar procedimientos 
de selección en el marco de la Ley 30225 y su reglamento y los demás regímenes comprendidos por el 
Sistema Nacional de Abastecimiento. 

Durante el período del 16 de marzo hasta el 31 de marzo de 2020 sí se podrán convocar procedimientos 
de selección en el marco de la Ley 30225 y su reglamento y los demás regímenes comprendidos por el 
Sistema Nacional de Abastecimiento, que garanticen lo dispuesto en el D.S. 044-2020-PCM para la 
prevención del coronavirus. En estos casos corresponde presentar propuestas y darle plena continuidad 
de los procedimientos de contratación. 

¿Es posible que una entidad del Estado determine que la prestación de un servicio que no está 
expresamente contemplado en el artículo 4 del D.S. 044-2020-PCM deba seguirse ejecutando a pesar 
de la emergencia? 

Sí es posible, de acuerdo con lo establecido en el artículo 4 del D.S. 044-2020-PCM. Sin embargo, ello solo 
será posible si se trata de actividades análogas a las esenciales descritas en el D.S. 044-2020-PCM. 

Asimismo, cabe señalar que de acuerdo con el numeral 2.2. del artículo 2 del D.S. 044-2020-PCM las 
entidades pueden determinar los servicios complementarios o conexos para la adecuada prestación de los 
servicios esenciales. Sin embargo, la determinación de los servicios como complementarios o conexos a 
los esenciales debe ser para lo estrictamente indispensable. 

 



¿Es posible que una entidad adquiera productos a través de la compra directa (menor a 8UIT)? 
¿Existe la obligación de realizar el internamiento de los mismos? 

Sí es posible que se realicen compras menores a 8UIT, ya que dichas adquisiciones no se enmarcan en la 
suspensión dictada por la R.D. 001-2020-EF. La obligación de realizar el internamiento de los productos se 
mantiene en tanto de acuerdo al numeral 9.3, del artículo 9 del D.S. 044-2020-PCM, se establece que el 
transporte de carga no se encuentra comprendido en la restricción de tránsito. No obstante, si se acredita 
la imposibilidad física de poder cumplir a causa de la inamovilidad dictada por el D.S. 044-2020-PCM, es 
posible pedir ampliación de plazo. 

¿Los plazos para presentar solicitudes de conciliación o arbitraje se han visto suspendidos? 

No existe dispositivo legal que suspenda dichos plazos. Cabe señalar, además, que existen centros de 
conciliación y arbitraje que han habilitado el canal electrónico para la presentación virtual de las solicitudes 
en el periodo de aislamiento social (p. ej. el Centro de Solución de Controversias de la PUCP). Resulta 
conveniente que se dicte una norma en la que expresamente disponga que el plazo para el inicio de una 
conciliación o arbitraje también queda suspendido durante el período de la emergencia.  

¿Qué pasa si para continuar con la ejecución del contrato que se inició previamente a la declaratoria 
de emergencia, debo incurrir en gastos adicionales? ¿Es posible pedir una indemnización a la 
entidad por el sobrecosto generado por la declaratoria de emergencia?  

Invocando el principio de equidad consagrado en la Ley de Contrataciones del Estado, así como la figura 
de la excesiva onerosidad de la prestación, será posible pedir la reducción de la prestación a cargo del 
contratista o el aumento de la contraprestación a cargo de la entidad. Para estos efectos, también se podrá 
citar al Comunicado 005-2020-OSCE. En caso la entidad no lo acepte, se podrá resolver esta controversia 
en sede arbitral. 

¿En el caso de una contratación directa el proveedor se encuentra exceptuado de cumplir con los 
requisitos que impone la normativa de contrataciones a todo proveedor del Estado? 

El procedimiento de contratación directa le permite a la entidad del Estado exceptuarse de la realización de 
un procedimiento de selección para contratar a un determinado proveedor, permitiéndole en cambio que 
seleccione a un determinado proveedor de forma directa sin haber llevado proceso de competencia alguno. 
Sin embargo, el proveedor sí debe cumplir con las exigencias de la normativa de contrataciones, a decir, 
contar con inscripción en el Registro Nacional de Proveedores del OSCE (RNP) y no encontrarse impedido 
de contratar con el Estado. 

En el caso que una entidad del Estado apruebe la contratación directa invocando la causal de 
emergencia, ¿es posible que el contrato se suscriba con posterioridad al inicio de ejecución de las 
prestaciones acordadas? Del mismo modo, ¿es posible que el contratista remita la carta fianza de 
fiel cumplimiento con posterioridad al inicio de ejecución de las prestaciones? 

En el caso de una contratación directa por la causal de emergencia, de conformidad con el artículo 100° 
del reglamento de la Ley de Contrataciones del Estado, sí es posible que, dentro del plazo de 10 días 
hábiles siguientes de efectuada la entrega del bien o la primera entrega en el caso de suministros o del 
inicio de la prestación del servicio o del inicio de la ejecución de la obra, la entidad regularice toda la 
documentación referida a las actuaciones preparatorias, como el informe o los informes que contienen el 
sustento técnico legal de la contratación, la resolución que la aprueba, así como el contrato y sus requisitos, 
que a la fecha de la contratación no haya sido elaborada, aprobada o suscrita, según corresponda; 
debiendo en el mismo plazo registrar y publicar en el SEACE los informes y la resolución o acuerdos antes 
mencionados. Para la regularización de la garantía el plazo puede ampliarse por diez (10) días adicionales. 



PROPIEDAD INTELECTUAL __________________________________ 
¿El Indecopi se encuentra atendiendo? 

El Indecopi se encuentra brindando atención a consultas puntuales a través de su central telefónica (+01 
2247800). Asimismo, algunas áreas de la institución se encuentran brindando servicios y dando tramitación 
de manera remota a procedimientos iniciados virtualmente, entre ellas, la Dirección de Signos Distintivos. 

¿Hasta cuándo se encuentran suspendidos los plazos de los procedimientos administrativos 
tramitados ante el Indecopi? 

Ante las prórrogas del período de aislamiento social obligatorio dispuestas mediante D. S. 072-2020-PCM 
y de la suspensión del plazo de procedimientos administrativos según D.S. 076-2020-PCM, el Indecopi ha 
extendido la suspensión de los plazos aplicables a los procedimientos administrativos según Decreto 
Supremo N° 087-2020-PCM, el Indecopi ha extendido la suspensión de los plazos aplicables a los 
procedimientos administrativos tramitados ante su institución hasta el miércoles 10 de junio de 2020, 
inclusive. Teniendo en cuenta lo anterior, el conteo de plazos de los procedimientos administrativos en 
mención se reestablecerá el jueves 11 de junio de 2020.  

¿Se encuentran habilitados los servicios de presentación de solicitudes virtuales de registro y 
renovación de marcas?  

Sí. El servicio de renovación de registro de marcas se ha mantenido vigente durante el período de 
aislamiento social obligatorio; en tanto que a partir del lunes 16 de abril de 2020 el Indecopi reactivó su 
servicio de registro virtual de marcas. 

Teniendo en cuenta la suspensión de plazos administrativos, ¿qué fecha se asignará a las 
solicitudes de registro y renovación de marcas presentadas virtualmente?  

A las solicitudes presentadas virtualmente durante el período de aislamiento social obligatorio se les 
asignará como fecha de presentación el jueves 11 de junio de 2020, respetando en el orden de 
presentación, con el fin de no afectar el correspondiente derecho de prelación.  

¿Se está procediendo a la publicación de las solicitudes de registro de marcas presentadas 
virtualmente?  

A partir del 30 de abril de 2020, el Indecopi ha iniciado la publicación de aquellas solicitudes de registro 
ingresadas a través de su Servicio de Registro Virtual de Marcas, así como de aquellas que quedaron 
pendientes de ser publicadas debido a la instauración del período de aislamiento social obligatorio, siempre 
que estas cumplan con los requisitos de forma establecidos en la Decisión 486. 

Se debe tener en cuenta que, a través de sus canales oficiales, el Indecopi ha informado que la publicación 
es referencial y se procederá a efectuar la publicación formal de solicitudes ingresadas virtualmente durante 
el período de aislamiento social obligatorio el 11 de junio de 2020, es decir, el día en que se reanuda el 
conteo de plazos de los procedimientos administrativos tramitados ante su institución.  

Teniendo en cuenta lo anterior, en principio y siempre que no se prorrogue la suspensión de plazos, el 
conteo de los 30 días hábiles para la presentación de solicitudes debe ser contado a partir del día siguiente 
de la publicación, es decir, a partir del 12 de junio de 2020.  

¿Puedo formular oposiciones contra las solicitudes publicadas de manera referencial?  

Sí. Sin embargo, las mismas no serán tramitadas por encontrarse suspendidos los plazos de tramitación 
de los procedimientos administrativos. La fecha de presentación de estas oposiciones se asignará una vez 
que se levante dicha suspensión. 

 



¿Se encuentra habilitado el servicio de presentación de escritos en línea del Indecopi? ¿Se debe 
subsanar la presentación en físico de los documentos presentados virtualmente?  

Sí. La plataforma para la presentación de escritos en línea se encuentra habilitada.  

Ahora bien, de acuerdo con las disposiciones contenidas en el Decreto Legislativo N° 1497, publicado el 
domingo 10 de mayo de 2020, se ha dispuesto que, desde el establecimiento del Estado de Emergencia 
en nuestro país (16 de marzo de 2020) hasta el 31 de diciembre de 2020, se suspende el requisito de la 
presentación física de los documentos presentados inicialmente de forma virtual. Esta exención se aplica a 
aquellos documentos presentados desde el 16 de marzo de 2020 hasta el 31 de diciembre de 2020, a 
través de la plataforma para la presentación de escritos en línea habilitada por el Indecopi. 

Además de poder solicitar registros y renovaciones de marcas virtualmente ¿Puedo presentar 
solicitudes de actos modificatorios y registro de otros signos distintivos? ¿Puedo presentar 
oposiciones, nulidades, cancelaciones, entre otros, referentes a marcas?  

Sí. A través de la plataforma para la presentación de escritos en línea habilitada por el Indecopi se podrán 
presentar todo tipo de escritos y solicitudes que no sean solicitudes de registro y renovación virtual de 
marcas. 

¿Qué otros servicios en línea ofrecidos por el Indecopi se encuentran habilitados?  

Además de los ya mencionados anteriormente, se encuentran habilitados – entre otros – los siguientes 
servicios digitales: 

Marcas: 

 “Busca tu Marca”: buscador gratuito de signos distintivos  
 Clasificador de Productos y Servicios Peruanizado 
 Mapa interactivo de marcas colectivas: servicio que permite identificar las marcas colectivas 

registradas en el Indecopi y la localidad en la que se encuentran. 
 

Patentes: 

 Registro de Patentes PCT 
 Identi-Pat: herramienta referencial que ayuda a los creadores e inventores a identificar si sus 

proyectos son susceptibles de ser protegidos por una patente de invención o modelo de utilidad o 
un registro diseño industrial. 

 Peruvian Patent Marketplace: herramienta de interacción entre inventores y diseñadores 
industriales peruanos con el mercado nacional e internacional para la negociación de su 
adquisición. 
 

Derecho de Autor: 

 Registro Virtual de Obras 
 Catálogos de obras en dominio público 

 

 

 

 



REESTRUCTURACIÓN EMPRESARIAL Y DERECHO CONCURSAL  
¿Qué ocurre con los plazos en los procedimientos concursales?  

Los plazos referidos a los procedimientos concursales en trámite han quedado suspendidos hasta el 6 de 
mayo del presente año; así como, los plazos aplicables a solicitudes administrativas y de vencimiento de 
obligaciones.  

¿Qué ocurre con las sesiones de junta de acreedores programadas dentro del período de 
emergencia?  

Estas no se llevarán a cabo y serán reprogramadas y oportunamente publicadas en el Boletín Concursal 
del Indecopi, cumpliendo con lo señalado en la Directiva 009-2018/DIR-COD-INDECOPI. 

¿Qué mecanismo legal permite el sistema concursal manejar las crisis empresariales?  

El sistema concursal les brinda la posibilidad de negociar el pago de deudas con los acreedores y llegar a 
acuerdos de refinanciación, mediante un Procedimiento Concursal Preventivo u Ordinario, ya que, una vez 
publicados estos en el Boletín Concursal del Indecopi, se suspende la exigibilidad de todas las obligaciones 
pendientes de pago a dicha fecha y se protege el patrimonio de la empresa en concurso (no puede ser 
ejecutado por terceros y se levantan las medidas cautelares). De esta manera, el sistema concursal permite 
a las empresas afrontar las dificultades de pago que presenten a consecuencia de la situación de 
emergencia del país y salir de la crisis.  

Les presentamos un esquema del sistema concursal a modo de resumen: 

 

 

 



REGULACIÓN MUNICIPAL Y AUTORIZACIONES _________________ 
Una vez levantado el estado de emergencia, ¿los aforos autorizados en la licencia de 
funcionamiento y el certificado ITSE (Defensa Civil) volverán permitirse?  
 
No, la R.M. 297-2020-IN establece que el aforo de los locales será igual a la mitad del aforo autorizado por 
la entidad competente o, de ser el caso, la mitad del aforo solicitado por el administrado mientras se 
encuentre vigente la emergencia sanitaria. Como es de público conocimiento, el Ministerio de Salud, 
mediante el D.S. 008-2020-SA declaró la emergencia sanitaria a nivel nacional por el plazo de noventa (90) 
días calendario, contados desde el 12 de marzo. De esta manera, la restricción estará vigente hasta 9 de 
mayo de 2020. 
  
¿Qué va a pasar con los procedimientos y trámites iniciados?   
 
Las mesas de partes de las municipalidades no operarán durante el plazo del estado de emergencia. 
Asimismo, debe tenerse en consideración que los procedimientos iniciados y los plazos han quedado 
suspendidos, con excepción de aquellos que cuenten con un pronunciamiento de la autoridad municipal y que 
se encuentra pendiente de ser notificado. De conformidad a lo establecido en el D.S. 076-2020-PCM se 
prorroga la suspensión del cómputo de plazos de tramitación de los procedimientos administrativos sujetos a 
silencio administrativo positivo y negativo establecida mediante D.U. 026-2020 por el plazo de 15 días hábiles 
contados a partir del 29 de abril de 2020. 
 
¿Qué sucede con los títulos habilitantes obtenidos de acuerdo a lo establecido por la Ley 29090 
(licencia de habilitación urbana y licencias de edificación) y expedidos hasta el día 16 de marzo de 
2020?  
  
De acuerdo a lo establecido por la Única Disposición Complementaria Transitoria del Decreto Legislativo 
1469, dichos títulos prorrogan su vigencia por un plazo similar al establecido para el estado de emergencia 
(56 días calendario) 
 ¿Tienen facultades de fiscalización durante el plazo del estado de emergencia?   
 
Sí, además del servicio de serenazgo y limpieza pública, las de fiscalización podrán intervenir de manera 
independiente o junto con el personal de serenazgo, la policía y fuerzas armadas para verificar el 
cumplimiento de las medidas dispuestas en el D.S. 044-2020-PCM y D.S. 046-2020-PCM. 
  
Al día de hoy, como parte de la declaratoria del estado de emergencia, muchas entidades del 
Gobierno, entre ellas los municipios, no están operando en su totalidad; por lo cual, ¿Qué sucederá 
con los pagos de arbitrios e impuesto predial que a la fecha se encuentran vencidos o por vencer?   
 
Las municipalidades, a través de diversas ordenanzas o comunicados, están definiendo nuevos 
cronogramas de pago para cumplir con dichas obligaciones. Estaremos informando ello a través de 
nuestros productos legales. 
   
¿Durante el plazo que dure la emergencia es posible realizar trabajos de acondicionamiento para 
iniciar alguna de las actividades económicas que se encuentran exceptuadas? 
 
Sí, ya que la realización de estas labores no requiere una licencia de obra, conforme a lo establecido en la 
Ley 29090 y su reglamento. 
 
No obstante, como es sabido, en algunos municipios se solicitaba comunicar el inicio de estos trabajos ya 
que consideraban que era oportuno contar con esta información para poder evaluar si necesitarían enviar 
al personal de fiscalización para verificar si efectivamente se trataba de un acondicionamiento. A la fecha, 
al no estar operando las mesas de partes, los administrados no estarían incurriendo en ninguna infracción 
por no remitir esta comunicación. 

 



REGULACIÓN SANITARIA ___________________________________ 
Las empresas que expenden productos farmacéuticos, alimentos y productos de primera 
necesidad, ¿pueden establecer limitaciones para el número de productos a adquirir por persona en 
este contexto de emergencia sanitaria?  

En tanto se traten de medidas razonables para permitir el acceso a productos esenciales a la mayor 
cantidad de personas y no implique alguna restricción arbitraria orientada a alguna persona en específico, 
limitaciones del tipo "máximo 5 productos por persona" encontrarían sustento en la obligación de estas 
empresas de realizar los esfuerzos razonables para garantizar el abastecimiento de esta clase de 
productos, por lo que no podrían ser cuestionadas.  

¿Puede la policía o alguna otra autoridad sancionar a algún establecimiento de expendio de 
productos farmacéuticos, alimentos o productos de primera necesidad por no tener stock o 
considerar que los precios se han elevado?  

Si bien la policía puede inspeccionar establecimientos y almacenes, en el Perú no existen precios 
regulados, los define la oferta y la demanda, por lo que no será válido cuestionamiento alguno en razón de 
precios de productos, como tampoco se podrá sancionar a alguna empresa que, a pesar de tomar todas 
las medidas razonables, no cuente con algún producto en stock como consecuencia de la situación de 
emergencia. 

Además de la producción, almacenamiento y distribución de los bienes y servicios esenciales 
(como alimentos y productos farmacéuticos), ¿existen otras actividades económicas permitidas en 
este periodo de cuarentena? 

La norma garantiza en este periodo el abastecimiento y acceso de alimentos, medicinas y demás productos 
de primera necesidad, por lo que aquellas actividades complementarias y conexas o que incidan en la 
cadena productiva y resulten determinantes para lograr el objetivo de garantizar el abastecimiento de los 
bienes y servicios esenciales, también estarán exceptuadas. En esta situación podrían estar incluidos en 
la cadena los proveedores de insumos, equipos y empaques, empresas de servicios especializados para 
la agricultura y la industria farmacéutica, proveedores de servicios de transporte y almacenamiento o 
empresas especializadas en servicios de reposición en puntos de venta, siempre y cuando su intervención 
sea indispensable para el abastecimiento final de alimentos, productos farmacéuticos y otros productos de 
primera necesidad. 

El Estado indica que garantizará el abastecimiento de alimentos, pero ¿existe alguna limitación 
respecto a qué tipo alimentos? 

El D.S 044-2020-PCM garantiza el abastecimiento de “alimentos”, por lo que se exceptúa de la restricción 
al libre tránsito para adquirir, producir y abastecer de “alimentos”, lo que también incluye el almacenamiento 
y distribución para la venta al público. 

La norma hace referencia a un concepto general de “alimento”, por lo que deberá adoptarse la definición 
de “alimento” del CODEX que establece lo siguiente: 

“Alimento”, toda sustancia elaborada, semielaborada o en bruto, que se destina al consumo humano, 
incluidas las bebidas, el chicle y cualesquiera otras sustancias que se utilicen en la elaboración, preparación 
o tratamiento de “alimentos”, pero no incluye los cosméticos, el tabaco, ni las sustancias que se utilizan 
únicamente como medicamentos. 

Bajo esta definición, todo alimento o bebida podrá comercializarse, salvo disposición particular de algún 
ministerio, como en el caso del Ministerio de la Producción que en recientes comunicados ha expresado 
que el abastecimiento de alimentos no incluiría a las bebidas alcohólicas. 



RETAIL ___________________________________________________ 

¿Se deben suspender las actividades de los centros comerciales? 

Con fecha 18 de junio de 2020 se ha publicado el D.S. 110-2020-PCM que aprueba el reinicio de las 
actividades comerciales, conglomerados y tiendas por departamento, a partir del 22 de junio de 2020, a 
nivel nacional, con excepción de Ica, La Libertad, Arequipa, Huánuco, San Martín y las provincias de Santa, 
Casma y Huaraz de la región Ancash. Estos deberán registrar su Plan de prevención y control de Exposición 
al COVID-19 en el sistema integrado para COVID-19 (Sicovid-19) ante el Ministerio de Salud. 

Entre las principales consideraciones se encuentra: i) el aforo del 50%, ii) prohíben el ingreso a menores 
de edad, iii) se suspenden las actividades de cines y zonas recreativas y iv) Los patios de comida atenderán 
bajo la modalidad de pick up store (recojo) y dark kitchen (delivery). Asimismo, la norma obliga a: i) 
distanciamiento social de 1 metro; ii) uso de mascarilla y iii) estaciones de lavado de manos, pero no 
menciona el uso de los probadores por lo que queda al libre albedrío de los fashion retail si los eliminan o 
ponen la mercadería en cuarentena previo uso del cliente. 
 
¿Puedo comercializar productos de bienes del hogar y afines mediante comercio electrónico?  

El D.S. 080-2020-PCM, publicado el 3 de mayo de 2020, establece que en esta primera fase de reactivación 
económica solo se pueden comercializar mediante comercio electrónico los bienes para el hogar y afines. 
En ese sentido, para iniciar operaciones, se deberá cumplir con adaptar el Plan para la vigilancia, 
prevención y control de COVID-19 en el trabajo a la R.M. 239-2020-MINSA y la R.M. 137-2020-PRODUCE 
(que establece el protocolo sanitario de operación del comercio electrónico de bienes para el hogar y 
afines), así como con la R. M. 138-2020-PRODUCE, que aprueba los criterios de focalización territorial y la 
obligación de informar incidencias para el inicio gradual e incremental de la actividades de comercio 
electrónico de bienes para el hogar y afines, ambas normas publicadas el 6 de mayo. Cabe precisar que 
los criterios de focalización territorialidad han sido recientemente modificados mediante R. D. 0007-2020-
PRODUCE-DGED, el cual elimina el criterio del mínimo de ventas anuales, así como establece que la 
comercialización vía comercio electrónico puede ser a través de canal propio o de un market place (tercero).  

Por otro lado, los productos de bienes del hogar y afines también podrán ser comercializados bajo la 
modalidad de entrega a domicilio (delivery) por terceros, siempre y cuando las empresas que brinden el 
servicio de delivery cumplan con el protocolo sanitario establecido en la R.M. 163-2020-PRODUCE, 
publicada el 23 de mayo.  

Asimismo, el D.S. 101-2020-PCM, publicado el 4 de junio, que aprueba la fase 2  de la reactivación de la 
económica de nuestro país, establece que el Plan de vigilancia, prevención y control de COVID-19 en el 
trabajo aprobado bajo la R.M. 239-2020-MINSA, modificada por la R.M. 265-2020- MINSA, y la R.M. 283-
2020-MINSA, solo debe ser registrado ante en el Sistema Integrado para COVID-19 (SICOVID-19) del 
Ministerio de Salud, no siendo necesario su presentación ante Produce. 
 
¿Se permite iniciar actividades correspondientes a una fábrica textil? 

El anexo del D.S. 080-2020-PCM establece la ampliación de las actividades textiles y confecciones. En ese 
sentido para iniciar operaciones deberán cumplir con adaptar su Plan para la vigilancia, prevención y control 
de COVID-19 en el trabajo efectuado bajo la R.M. 239-2020-MINSA con lo dispuesto en la R.M.  137-2020-
PRODUCE, que establece el protocolo sanitario de operación ante el COVID-19 del sector producción para 
el inicio gradual e incremental de la ampliación de la actividad textil y confecciones, así como con la R.M.  
138-2020-PRODUCE que aprueba los criterios de focalización territorial, los mismos que han sido 
modificados mediante R.D. 0012-2020-PRODUCE, publicada el 4 de junio. Cabe indicar que el D.S. 101-
2020-PCM, que aprueba la Fase 2 de la reactivación económica de nuestro país, ha indicado que el plan 
solo deberá ser registrado en el Sistema Integrado para COVID-19 (SICOVID-19) del Ministerio de Salud, 
no siendo necesario su presentación ante Produce. 



¿Se reinician las actividades de los restaurantes? (NUEVO) 

Las actividades de los restaurantes a la fecha se realizanbajo la modalidad de entregaa domicilio (en 
adelante delivery) y/o recojo en el local (Dark Kitchen), el cual se detalla en la siguiente pregunta. 
Asimismo, se ha publicado con fecha 30 de junio de 2020, el DecretoSupremo No. 117- 2020-PCM, que 
aprueba la Fase 3 de Reanudación de Actividades Económicas del Perú, considerando entre ellas a la de 
los restaurantes y servicios fines, con excepción de bares.  

Con fecha 13 de julio de 2020 se publicó la Resolución Ministerial No. 208-2020-PRODUCE que aprueba 
que los restaurantes puedan atender al público a partir del 20 de julio de 2020 con un aforo del 40% así 
como su respectivo protocolo sanitario. Asimismo, el 23 de julio de 2020, se ha publicado la Resolución 
Directoral No. 0014-2020-Produce/DGDE, que modifica el tercer guión del numeral 7 del referido 
protocolo, estableciendo que en caso el personal de mediano y alto riesgo de exposición al Covid-19 se 
reincorpore al trabajo la prueba serológica o molecular no es obligatoria, y se deben hacer únicamente 
bajo la indicación del profesional de salud del Servicio de Seguridad y Salud en el Trabajo o según 
indicación de la Autoridad Nacional o Regional de Salud.  

Cae indicar, que las empresas que se dedican a la actividad de restaurante deberán adaptar su Plan al 
protocolo sanitario aprobado por esta norma así como a la norma complementaria referente a los 
"Lineamientos para la vigilancia prevención y control de la Salud de los trabajadores con riesgo a 
exposición a Covid-19", aprobado por la Resolución Ministerial No. 248-2020-MINSA. Una vez adaptado 
el Plan deberán enviarlo al correo electrónico del Ministerio de Salud: empresa@minsa.gob.pe, con lo 
cual se entenderá que la empresa cuenta con la autorización automática para iniciar operaciones.  

Finalmente, con fecha 12 de agosto de 2020, se publicó el D.S. 139-2020-PCM, que disponía una 
inmovilización social obligatoria el día de domingo para todos los ciudadanos a nivel nacional, pero 
expresamente señala que se continuará brindando en dicho día el servicio de restaurante vía delivery, la 
cual ya se fue levantada.  

Cabe precisar que con el Decreto Supremo No. 157-2020-PCM, publicado el 26 de setiembre de 2020, el 
cual aprueba la fase 4 de la reanudación de las actividades económicas de nuestro país, se ha 
incrementado el aforo de los restaurantes y servicios afines excepto bares, al 50%.   

¿Se puede brindar servicios o comercializar productos vía delivery? 

El anexo del D.S. 080-2020-PCM establece que los restaurantes y afines autorizados para la entrega a 
domicilio (con propia logística del establecimiento, protocolo de seguridad y recojo en el local), es decir, 
dark kitchen, podrán brindar el servicio a partir del mes de mayo de 2020 cumpliendo para tales efectos 
con la guía técnica para los restaurantes y servicios afines con la modalidad a servicio a domicilio, publicada 
también el 3 de mayo mediante la R.M. 250-2020-MINSA. 

Asimismo, el 8 de mayo se ha publicado la R.M. 142-2020-Produce que aprueba el protocolo de operación 
ante el COVID-19 del sector producción para el inicio gradual incremental de actividades en materia de 
restaurantes y afines autorizados para entrega a domicilio (con propia logística del establecimiento y 
protocolo de seguridad y recojo del local), así como la R.M. 153-2020-PRODUCE que aprueba los criterios 
de focalización territorial y la obligación de informar incidencias, la misma que ha sido complementada por 
la R.D. 00002-2020-PRODUCE/DGDE, y modificada por la R.D. 00006-2020-PRODUCE/DGDE, 
eliminando el criterio del mínimo de ventas anuales y ampliando su alcance de aplicación también a las 
personas naturales con negocio, entre otros.  

Asimismo, con fecha 23 de mayo, se ha publicado la R.M. 163-2020-PRODUCE, la misma que aprueba el 
protocolo sanitario de operación ante el COVID-19 del sector producción para el inicio gradual e incremental 
de actividades de la fase 1 de la reanudación de actividades en materia de entrega a domicilio (delivery) 
por terceros para las actividades: (i) restaurantes y afines autorizados para entrega a domicilio o recojo en 
local y ii) comercio electrónico de bienes para el hogar y afines. Entre lo más resaltante de esta norma es 



que deshabilita la modalidad de pago en efectivo, así como establece que los repartidores deberán contar 
con un seguro privado contra el COVID-19. Cabe precisar que esta norma delega en la Dirección General 
de Desarrollo Empresarial del Despacho Viceministerial de MYPE e Industria la facultad de emitir 
disposiciones modificatorias al protocolo sanitario hasta el 31 de diciembre de 2020.  

Asimismo, mediante el D.S. 101-2020-PCM que aprueba la fase de la reactivación económica de nuestro 
país señala que el Plan de vigilancia, prevención y control de COVID-19 en el trabajo aprobado bajo la R.M. 
239-2020-MINSA modificada por la R.M. 265-2020- MINSA y la R.M. 283-2020-MINSA, solo deberá 
registrarse en el Sistema Integrado para COVID-19 (SICOVID-19) del Ministerio de Salud, no siendo 
necesario su presentación ante Produce. 

Por otro lado, el domingo 14 de junio de 2020 se ha publicado la R.M. 178-2020-PRODUCE que aprueba 
el reinicio de las actividades que realizan los conglomerados comerciales tales como centros comerciales, 
el emporium Gamarra, entre otros, los cuales podrán vender sus productos a puerta cerrada vía comercio 
electrónico, ya sea con logística propia o a través de terceros. Cabe indicar que esta reanudación de las 
actividades económicas a través de conglomerados productivos o comerciales se efectúa de manera 
automática una vez que hayan registrado su “Plan para la vigilancia, prevención y control de COVID-19 en 
el trabajo” en el Sistema Integrado para COVID-19 (SICOVID-19) del Ministerio de Salud.  

Cabe precisar que aquellas empresas que brindan servicios esenciales tales como supermercados (solo 
envío de productos de abarrotes comestibles, productos pereceros, y de primera necesidad) y farmacias 
seguirán prestando el servicio de delivery. 

¿Puedo brindar servicios accesorios o conexos a la relación de servicios y bienes esenciales 
permitidos por el artículo 4 del D.S. 044-2020-PCM, tales como adquisición de servicios, 
abastecimiento de productos farmacéuticos y de primera necesidad, servicios a centros de salud, 
asistencia a los adultos mayores, entre otros? 

De acuerdo a lo establecido en el artículo 2 del referido decreto supremo, las entidades públicas y privadas 
determinan los servicios complementarios y conexos para la adecuada prestación y acceso a los servicios 
y bienes esenciales establecidos en el artículo 4.  

En ese sentido, consideramos que, si una farmacia, supermercado o una entidad financiera necesita del 
servicio complementario de seguridad, se le deberá brindar dado que le es indispensable contar con ello 
para continuar con sus operaciones, así como le es necesario al propio centro comercial otorgar los accesos 
a estos establecimientos o en el caso de la cafetería de una clínica esta deberá continuar operando dado 
que el personal médico necesita esta facilidad. Cabe indicar que estos servicios complementarios a los 
servicios esenciales también deberán cumplir con las normas y horarios que ha dispuesto el Estado. 

¿Se reinician las actividades de locales comerciales? (NUEVO) 

Mediante la aprobación del D.S. 117-2020-PCM, publicado con fecha 30 de junio de 2020, se establece 
que los locales comerciales pueden atender al público considerando un aforo del 50%, para lo cual 
deberán previamente enviar el Plan para la vigilancia prevención y control de COVID-91 en el trabajo, 
redactado bajo el amparo de la R.M. 239-2020-MINSA y normas complementarias, al correo 
empresa@minsa.gob.pe con lo cual se entenderá que la entidad, empresa, persona jurídica o núcleo 
ejecutor cuenta con la autorización automática para iniciar operaciones.  

Cabe precisar que con el Decreto Supremo No. 157-2020-PCM, publicado el 26 de setiembre de 2020, el 
cual aprueba la Fase 4 de la reanudación de las actividades, se ha incrementado el aforo de las tiendas 
en general al 60%.   
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